ACTA N* 89 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2017 


Correspondiente a la reunión del 
día 7 agosto de 2018 
(Sin corregir) 


XLVIIl LEGISLATURA 
Cuarto Período 


ACTA N? 89 


En Montevideo, a los siete día del mes de agosto del año dos mil dieciocho, 
siendo la hora diez y tres minutos, se reúne la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda, a efectos de considerar el siguiente Orden del 
Día: RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL EJERCICIO 2017. Aprobación. (Carp. 3174/18. Rep. 972 y 
Anexos l al XXVIII). Inciso 25 — Administración Nacional de Educación Pública 
(artículos 245 a 251 del Poder Ejecutivo y 1? a 27 del Organismo). Inciso 34 - 
Junta de Transparencia y Etica Pública (artículos 1% a 10 del Organismo). 
Inciso 35 — Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente (artículos 282 a 
289 del Poder Ejecutivo y 1? a 8% del Organismo). ===> 
Presiden: Señores Representantes Lilián Galán (Presidenta) y Wilson Aparicio 
Ezquerra, Oscar Groba y Jorge Pozzi (ad hoc). -------oninn==---- 
Miembros: Señores Representantes Sebastián Andújar, José Luis Acosta y 
Germán Cardoso. ---- 
Integrantes: Señores Representantes Alfredo Asti, Gonzalo Civila, Bettiana 
Díaz, Benjamín lrazábal, Omar Lafluf, María Cristina Lustremberg, Gustavo 
Penadés, Iván Posada, Conrado Rodríguez, Alejandro Sánchez y Stella Viel. -- 
Delegados de sector: Señores Representantes Pablo Abdala y Eduardo 
RUDIO.. ooo 
Asisten: Señores Representantes Graciela Bianchi, Cecilia Bottino, Constante 
Mendiondo, Susana Montaner, Gloria Rodríguez y Sebastián Sabini. -------------- 
Concurren: Señora Secretaria Redactora de la Cámara, Virginia Ortiz; señor 
Secretario Relator de la Cámara, Juan Spinoglio; señor Director General de la 
Secretaría de la Cámara, Eduardo Carbajal, y señor Director del Area 
Legislativa de la Secretaría de la Cámara, Francisco Aversa. == —=-=-=-------- 
Invitados: Por la Administración Nacional de Educación Pública: Prof. Wilson 
Netto, Presidente del Consejo Directivo Central; Mag. María Margarita Luaces, 
Consejera; Mtra. Elizabeth Ivaldi, Consejera; Prof. Laura Motta, Consejera; Dr. 
Robert Silva, Consejero; Beatriz Guinovart, Secretaría de la Presidencia; 
Angélica Vitale, Directora de Comunicación; Estela Alem, Directora Sectorial de 


Jóvenes y Adultos; Miguel Martí, Codicen; Selva Ortiz, Directora Sectorial; Soc. 
Alejandro Retamoso, Jefe de Investigación y Estadística; Dr. Aníbal Del 
Campo, Asesor Letrado; Mario Corrales, Director de Infraestructura; Miguel 
Fernández, Secretario Director de Infraestructura; Mario Camps; Codicen; Juan 
Echenique, Secretaría de la Presidencia; Gustavo Salvaverry, Secretaría de la 
Presidencia; Mtro. Héctor Florit, Consejero del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria (CEIP); Inspectora Ana Olivera, Directora General de Secundaria; 
Prof. Javier Landoni, Consejero del Consejo de Educación Secundaria (CES); 
Prof. Isabel Jaureguy, Consejera; Ing. Agr. Nilsa Pérez, Directora General del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional (CETP); Mtro. Luis Garibaldi, 
Consejero del Consejo de Formación en Educación; Cra. Verónica Puñales, 
CETP; Gisel González, Codicen; Mercedes Parajo, Codicen; Anahí Hermida, 
Gerenta de Gestión Financiera Codicen; Paola Velditto, Lic. Sandra Figueroa, 
Andrés Peri, Antonio Romano y Juan Miguel Marti, Codicen, y Cr. Luis Perrell, 
Consejero por el CEIP. -------------======- A 
Por la Junta de Transparencia y Etica Pública: Cr. Ricardo Gil Iribarne, 
Presidente; Dr. Daniel Borrelli Uberti, Vicepresidente; Sra. Matilde Rodríguez 
Larreta, Vocal, y Cra. Laura Busto, asesora Financiero-Contable. ------------=-=---- 
Por el Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente-INISA: Psic. María 
Gabriela Fulco, Presidenta; A/S Betty Polycar y Sr. Jorge Alvaro Viviano Baldi, 
Directores; Dra. Alicia Díaz, Gerenta General; Dra. Andrea Caffiro, Directora 
del Departamento Jurídico; Dr. Diego Camaño, asesor letrado de Presidencia; 
Sr. Juan Ravetta, Director del Programa Privación de Libertad y Semi Libertad, 
y Sr. Pablo Vecino, Director de la Unidad de Planificación Estratégica. ------------ 
Asisten, asesorando a la Comisión: Por la Contaduría General de la Nación: 
Sra. Alejandra Barboza. -------oononcncncncncnnncncncncncncoooioncnnnnaocoonn 
Por el Ministerio de Economía y Finanzas: Ec. Victoria Novas, Cr. Carlos Britos 
y Ec. Ana ArbiZa. --- nana 
Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto: Cra. Ec. Paola Pittini, Cra. Nelly 
Rossellino y Cr. Kenneth StronghitarmM. ----==>->ononninnnnnonno+==--- 
Actúan en Secretaría: Señora Beatriz Méndez y señor Eduardo Sánchez, 
Secretarios, y señoras Sandra Pelayo y Patricia Fabra, Prosecretarias. ----------- 
Abierto el acto, la señora Presidenta le da la bienvenida a la delegación de la 
ANEP y le cede la palabra al señor Presidente, quien junto a otras autoridades, 
fundamentan su articulado. ----+ooooacaannnnnnnnnncnnnnnnnnn nn nncncncocoooooncnna=- 
Los señores legisladores realizan consultas que son respondidas por los 
invitados y otras que serán enviadas por escrito a la brevedad. -----------==-==-==--=-- 
Se retira de sala la delegación e ingresan las autoridades de la JUTEC, 
quienes son bienvenidos y se les otorga la palabra para referirse a su 
articulado. -----oononcnnnnnnnonon cnn 
Informan y fundamentan el mismo expresando que ocho de los artículos son 
sin costo y dos sí lo tienen. ------->onomoncncnnnconnnnnnncnnncnconoaannnnnnociol+- 
Se efectúan consultas, por parte de los señores legisladores, que son 
respondidas por los invitados. -----=-=======omannnnnncncncncncocooononnnnooocannann- 
A continuación ingresa delegación del INISA, se les da la bienvenida y la 
señora Presidenta les cede la palabra para referirse a su articulado que fuera, 
en igual forma, enviado por el Poder Ejecutivo. ----- === 
Se realizan consultas que son respondidas por los invitados y otras que se 
enviarán a la Secretaría de la Comisión integrada. ------=-ooi---- 
Se retira la delegación. ----oooaccnnnnncncncncnnnnncn cnn 


De lo actuado, se toma versión taquigráfica sin corregir, que consta de ciento 
diez folios que, debidamente rubricados, pasan a formar parte de la presente 
ACTA. nn 
Sin más asuntos que considerar y siendo la hora dieciocho y treinta y tres 
minutos, se levanta la reunión. ---==== === === nnoooo====--- 
Para constancia, se labra la presente, que firman la señora Presidenta de la 
Comisión y los señores Secretarios. -----==-=========== ===" =======-=-- 


LILIÁN GALÁN 
E Presidenta 
BEATRIZ MÉNDEZ - EDUARDO SÁNCHEZ 
Secretarios 


COMISIÓN DE PRESUPUESTOS INTEGRADA CON LA DE HACIENDA 
(Sesión del día 7 de agosto de 2018) 


(Asisten autoridades de la Administración Nacional de Educación Pública, 
ANEP) 


SEÑORA PRESIDENTA (Lilián Galán).- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 10 y 3) 


——LLa Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda da la bienvenida a 
las autoridades de la Administración Nacional de Educación Pública. 


En representación del Codicén recibimos a su presidente, profesor 
Wilson Netto; a las consejeras magíster María Margarita Luaces, maestra 
Elizabeth lvaldi y profesora Laura Motta; al consejero, doctor Robert Silva; a los 
integrantes de la Secretaría de la Presidencia, señora Beatriz Guinovart y 
señores Juan Echenique y Gustavo Salaverry; a la directora sectorial de 
Educación de Jóvenes y Adultos, señora Estela Alem; al señor Miguel Martí; a 
la directora sectorial, señora Selva Ortiz; al jefe de Investigación y Estadística, 
sociólogo Alejandro Retamoso; al asesor letrado, doctor Aníbal del Campo; al 
director sectorial de Infraestructura, señor Mario Corrales; al secretario de la 
Dirección Sectorial de Infraestructura, señor Miguel Fernández; al señor Mario 
Camps; a la gerente de Gestión Financiera, contadora Anahí Hermida; a la 
representante de UTU, contadora Verónica Puñales; a las administrativas, 
señoras Gisel González y Mercedes Parajo; a la señora Paola Velditto; a la 
licenciada Sandra Figueroa, y a los señores Andrés Peri, Antonio Romano y 
Juan Miguel Martí. 


Por el Consejo de Educación Secundaria recibimos a la directora 
general, inspectora profesora Ana Olivera; a la consejera, profesora Isabel 
Jaureguy y al consejero, profesor Javier Landoni. 


En representación del Consejo de Educación Técnico Profesional nos 
visita la directora general de UTU, ingeniera agrónoma Nilsa Pérez. 


Por el Consejo de Formación en Educación recibimos al maestro Luis 
Garibaldi. 


En nombre del Consejo de Educación Inicial Primaria, están presentes 
los consejeros, maestro Héctor Florit y contador Luis Perrell. 


También damos la bienvenida a la economista Victoria Novas, 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, y a la contadora Nelly 
Rossellino y a la contadora y economista Paola Pittini, de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


En primer lugar, vamos a escuchar su opinión sobre los artículos 245 a 
251 del proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, que tienen que ver con la 
Administración Nacional de Educación Pública y, también, con relación a los 
artículos 1 a 27 del mensaje remitido por el organismo. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Como siempre, para la Administración es una 
placer intercambiar opiniones en este ámbito. 
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Si bien nos parece adecuado el planteo que se nos ha hecho en cuanto 
a analizar en primer lugar el articulado, es bueno decir que este es un ámbito 
privilegiado para poder debatir, discutir e intercambiar sobre los avances que 
ha habido en términos educativos. Digo esto porque este es el único espacio 
de carácter anual de magnitud para poder profundizar realmente en las 
políticas que se vienen desarrollando y en los impactos y resultados que 
puedan tener. De todos modos, entendemos la forma de organización de la 
Comisión y, por tanto, vamos a hacer primero la presentación del articulado, 
aunque quede descontextualizado del proceso en el cual la Administración se 
encuentra trabajando. 


En total, el organismo presenta veintisiete artículos: los primeros 
dieciocho están vinculados con una solicitud de créditos y los nueve restantes 
-del 19 al 27- son artículos sin costo. 


El artículo 1% hace referencia a que en el año 2015, en un trabajo 
articulado con distintas instituciones y actores de la educación y de otros 
organismos del Estado, se entendió conveniente iniciar un proceso en el cual, 
dentro de las políticas educativas, la salarial siguiera avanzando en función de 
los antecedentes de períodos anteriores. 


En aquel momento se llegó a un acuerdo, que tuvo vigencia por dos 
años: 2016 y 2017. Algunos de los componentes de ese acuerdo eran: alcanzar 
en el año 2020 un salario nominal, como mínimo, de $ 25.000 -a precios de 
enero de 2015- para los funcionarios docentes Grado 1, con una carga horaria 
de trabajo de veinte horas semanales, manteniendo la variación entre grados 
correspondiente a la escala salarial del docente de segundo ciclo tiempo 
extendido; alcanzar en el año 2020 un salario nominal, como mínimo, de 
$ 23.455 -a precios de enero de 2015- para los funcionarios no docentes Grado 
1, con una carga horaria de trabajo de cuarenta horas semanales, manteniendo 
la actual variación entre grados; incrementar el salario real de los inspectores, 
directores y subdirectores en un mínimo del 17,10% en el período 2016-2020. 

La asignación solicitada en el artículo 1”, en Servicios Personales, de 
$ 1.941.938.756, permitiría continuar con esa cadencia que, más allá del 
acuerdo 2016-2017, se continuó a través del presupuesto aprobado aquí, en el 
Parlamento, para el año 2018. Por tanto, es intención de todos los actores 
continuar en esa evolución de la política salarial. 


Este artículo 1” hace referencia a un monto que permitiría continuar con 
el espíritu de aquel acuerdo vigente en los años 2016 y 2017 -insisto-, dándole 
continuidad por parte de la Administración en 2018 y con la sugerencia de 
seguir así en 2019. 


Al 1? de enero de 2018, a precios de esa fecha, el salario nominal de un 
funcionario docente Grado 1, con veinte horas de trabajo, era de $ 29.398,51 y 
el de un funcionario no docente Grado 1, con cuarenta horas, era de 
$ 27.101,80 para el Consejo de Educación Inicial y Primaria y de $ 26.953,28 
para el resto de los Consejos. A precios de 1” de enero de 2018, para los 
docentes, el monto a que se aspiraba de $25.000 -en 2015- equivale a 
$ 31.513, por veinte horas semanales mensuales, en tanto que para los no 
docentes el monto es de $ 23.455 y equivaldría, a enero de 2018, a $ 29.566, 
por cuarenta horas semanales. 
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Los salarios docentes de 2005 a la fecha, en valor medio, han tenido un 
incremento real del orden del 90% y los salarios no docentes superiores al cien 
por ciento, llegando al 160% en los cargos de menor cuantía y en salarios más 
bajos en la Administración, a nivel no docente. 


Esta solicitud de $ 1.941.938.756 permitiría continuar con esta parte de 
lo propuesto en aquel acuerdo. También es importante señalar -somos 
conscientes de que estamos solicitando recursos para 2019- que esto tiene un 
correlativo, en función de las expectativas planteadas de $ 25.000, a precios de 
1? de enero de 2015, de una partida de $ 3.957.019.975, a fin de continuar con 
este proceso en el año 2020. O sea que continuar con este proceso en el 2019 
significaría el monto que aparece solicitado en el artículo 1* y, de seguir con 
por ese camino en el año 2020, se requeriría -adicionalmente a lo otorgado en 
2019- la diferencia entre los $ 3.957.019.975 y los $ 1.941.938.756. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero hacer dos o tres preguntas. 


Hemos recibido a la delegación de la Coordinadora de Sindicatos de la 
Enseñanza, que considera que falta cumplimiento del convenio. Quiero que se 
precise un poco más porque, por las cifras globales -por más que uno tiene el 
detalle y lo ha estudiado-, no queda claro por qué hay esa discrepancia entre lo 
que afirman los trabajadores y las autoridades. ¿De cuánto sería el monto que 
haría falta para que se cumpla con el convenio, que, además, fue motivo de 
una larga lucha y enfrentamiento? Me refiero a aquel conflicto que terminó con 
la esencialidad, situación de la que salió un convenio medio forzado que, según 
el sindicato, no se cumple. La verdad es que de las cifras globales y con el 
despliegue que tengo no veo realmente que se cumpla, pero si el Codicén dice 
que sí, perfecto: que quede negro sobre blanco que se cumple el convenio 
firmado. 


Por otra parte, en uno de los puntos de la fundamentación se habla de 
incrementar el salario real de los inspectores, directores y subdirectores en un 
mínimo de 17,10%. Ese era el objetivo -o como lo quieran llamar- para el 2016- 
2020. Hemos citado al Consejo Directivo Central por la situación de los 
directores y subdirectores. Todavía no hemos tenido el gusto de que se 
coordinaran los horarios -no hay problema; esperamos-, pero lo cierto es que 
los directores y subdirectores tienen planteado, desde hace tiempo, eliminar 
una circular -cuyo número no recuerdo en este momento; no importa- que fija el 
tope de los salarios de los directores y subdirectores al cuarto grado. O sea 
que en el caso de los directores y subdirectores no se cobra el grado que 
corresponde por la antigúedad, sino que la carrera funcional se frena en el 
cuarto grado. Esto tuvo su motivo en otro momento -no sé si bueno o malo-, 
pero hoy estamos en otras circunstancias y en otra situación económica; sin 
embargo, los directores siguen postergados. 


¿Cuál es el problema, además de que los directores son personas, 
tienen una carrera y hay que defender el escalafón -supongo que, en ese 
sentido, las autoridades son rectoras-, si es ganado como corresponde? Es que 
esto tiene consecuencias graves en la gestión. Por ejemplo, en la educación 
media tenemos a la mayor parte de los directores -ni hablo de los 
subdirectores- con lo que se llama el artículo 20 que, además, está mal 
aplicado porque lo establece el Estatuto para faltas puntuales esencialmente 
transitorias -lo dice la resolución que reglamenta el artículo 20-: es para cuando 
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los directores se quedan sin subdirector y el cargo se ofrece a los profesores 
del liceo, de acuerdo con la calificación. No se modificó el Estatuto, no se 
modificó la reglamentación y las direcciones se llenaron de artículos 20. Esto 
significó que en el sistema de educación media -que todos adjudican que es el 
que está peor; yo no pienso lo mismo, sino que tenemos problemas y cosas 
buenas y malas en todos- las instituciones educativas están en manos de 
cargos prácticamente de confianza. Pero lo grave, además, es que se hizo un 
concurso de directores, al que se presentó muy poca gente, y quedaron pocos, 
porque hay un cernidor por los méritos, y no se llenaron los cargos con la 
formación institucional que corresponde. ¿Es un problema presupuestal? Sí. 


Entonces, pregunto si este 17,10% ampara esa situación. Me parece 
que no, por el porcentaje. 


Por otro lado, tenemos un tema presupuestal -la gestión solo funciona si 
el presupuesto se administra bien-: me gustaría saber si en este aumento 
salarial hubo algún tipo de intervención, por parte del Consejo Directivo Central 
y de los Consejos, o de resolución que nosotros podamos desconocer en 
cuanto a la incidencia de los resultados o son aumentos planos, por decirlo de 
una manera que nos quede claro a todos. Cuando digo "planos", me refiero a 
que no importa el resultado que tenga el docente o el centro educativo: se 
aplica el aumento. 


Son estas las tres dudas puntuales que tengo; fundamenté la segunda 
porque, como al sistema educativo no lo conoce todo el mundo, la incidencia 
del artículo 20 es nefasta y mientras no eliminemos los topes de los directores, 
un profesor Grado 7 gana mucho más que un director. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Quiero hacer algunas aclaraciones para luego dar 
paso a las respuestas a las tres interrogantes. 


En primer lugar, dijimos con claridad al presentar el artículo 1? que se 
tomó como parte del espíritu del acuerdo; no hablamos de la globalidad de 
todos los componentes que tiene. 


En segundo término, voy a leer el convenio, porque creo que es lo más 
claro para interpretar esto. El convenio tuvo vigencia en los años 2016 y 2017, 
y expresa lo siguiente: "Convenio entre la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP) y organizaciones sindicales de la misma En 
Montevideo, a los 21 días del mes de diciembre de 2015, entre POR UNA 
PARTE: la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) representada 
en este acto por el Presidente del Consejo Directivo Central de dicho 
organismo Prof. Wilson Netto, la Consejera Prof. Laura Motta, la Secretaria 
General Esc. María Beatriz Dos Santos, Director Sectorial" -en su momento, de 
Planificación y Presupuesto- "Ec. Héctor Bouzón, la Técnica en Administración 
Sra. Rosario Boggio, con domicilio en [...] Y POR OTRA PARTE Fernando 
Pereira (FUM/TEP), Elbia Pereira (FUM/TEP), José Olivera (FENAPES), Raúl 
Gil y Juan Bernassa (Intergremial de Formación Docente) y EN PRESENCIA 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto representada por Cr. Juan Carlos 
Herrera, el Ministerio de Economía y Finanzas representado por el Director de 
la Asesoría Macroeconómica Ec. Andrés Masoller y el Sr. Alejandro Zavala y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, representado por el Mtro. Ernesto 
Murro, el Director de Trabajo Juan Castillo y las Dras. Carolina Panizza y 
Alessandra Raso, arriban al presente acuerdo. PRIMERO: El presente 
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convenio tendrá vigencia desde la firma del mismo y hasta el 31 de diciembre 
de 2017". 


Este fue el período de vigencia del convenio, no se renovó 
posteriormente. "SEGUNDO: A partir del 1% de enero de 2016 se aplicarán 
anualmente ajustes generales a los trabajadores comprendidos en la ANEP de 
conformidad con lo establecido por el Art. 4 de la Ley 18.719 de 27 de 
diciembre de 2010. TERCERO: Las partes convienen promover las siguientes 
modificaciones a la aplicación de la limitante establecida por el inciso 1? del Art. 
105 de la Ley Especial N* 7 (tope del 90%) del 23.12.1983: a) que a los 
funcionarios que efectivamente presten funciones en los Consejos de 
Educación Inicial y Primaria, Educación Secundaria, Educación Técnico 
Profesional y en el Consejo de Formación en Educación, se aplique como único 
límite el 90% de la retribución correspondiente al Jerarca del Inciso 25 


"Administración Nacional de Educación Pública"". 


Este literal a) refiere al cambio de la referencia en el tope, ya no del 
director general de cada subsistema, de cada Consejo, sino del presidente del 
Codicén. "b) exceptuar de la base de cálculo para la fijación del tope 
mencionado las partidas por concepto de Prima por 28 y 32 años de actividad 
docente, por 25 y 30 años de actividad no docente, Compensación por 
Presentismo, el pago por participación en Tribunales de Concurso". 


O sea que si bien se había exceptuado en un momento, para el tope, los 
veinticinco años, se extiende a las primas de veintiocho y treinta y dos años. De 
alguna manera, se liberan de la presencia de ese tope; lo mismo el 
presentismo y el pago en participación de tribunales de concurso. 


"CUARTO: Los firmantes de este convenio acuerdan que, durante el período 
2016-2017, los salarios correspondientes a la masa salarial de los actuales 
funcionarios del Consejo Educación Inicial y Primaria y de los funcionarios 
docentes de los Consejos de Educación Secundaria y de Formación en 
Educación, se incrementarán en términos reales con la intención de: 


- alcanzar en el año 2020 un salario nominal como mínimo de 25.000 pesos a 
precios de enero de 2015 para los funcionarios docentes (incluye 
compensación por aula o titulación a valores actuales) grado uno, con una 
carga horaria de trabajo de 20 horas semanales, manteniendo la variación 
entre grados correspondiente a la escala salarial del docente segundo ciclo 
Tiempo Extendido. 


- alcanzar en el año 2020 un salario nominal como mínimo de 23.455 pesos a 
precios de enero de 2015 para los funcionarios no docentes, grado uno, con 
una carga horaria de trabajo de 40 horas semanales, manteniendo la actual 
variación entre grados. 


——- incrementar el salario real de los Inspectores, Directores y Subdirectores 
en un mínimo de 17,10% en el período 2016-2020. QUINTO: A efectos de 
avanzar en lo establecido en el artículo cuarto en los primeros dos años el 
Poder Ejecutivo incluyó en su mensaje presupuestal las siguientes partidas: 

a) Para el año 2016 una partida de 1.052.524.000 pesos con la 
siguiente composición: [...] 


b) A partir del 1? de enero de 2017 una partida de 2.281.134.000 pesos con la 
siguiente composición: [...]". 
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En cada literal se detallan las partidas para los docentes, no docentes, 
inspectores, directores y subdirectores. 


"Estos montos no incluyen las partidas adicionales que puedan ser asignadas 
por el Parlamento Nacional destinadas a financiar la creación de nuevos cargos 
asociados a los nuevos proyectos de infraestructura desarrollados en el 
período. SEXTO: En 2016 se asignará una partida anual de 125.000.000 pesos 
y a partir del 2017 se asignará una partida anual de 150.000.000 pesos 
destinados a financiar el incremento de las retribuciones vinculadas con la 
reducción de inequidades salariales adicionales a las ya incorporadas en el 
artículo QUINTO. Los firmantes definirán el destino específico de esta partida, 
tal como se viene realizando, antes del treinta de abril de 2016. SEPTIMO: Los 
firmantes de este convenio conformarán un grupo de trabajo con el objetivo de 
revisar y modificar el mecanismo de asignación de toda la partida actual de 
Presentismo de 887.294.000 de pesos con la que cuenta la ANEP con el 
objetivo de mejorar los resultados en términos de asistencia de los docentes y 
no docentes. Las modificaciones al mecanismo actual se realizarán antes del 
treinta de abril de 2016. (OCTAVO: En 2016 se asignará una partida 
presupuestal de 50.000.000 de pesos destinada a incrementar la partida actual 
de presentismo, y a partir de 2017 esta partida se incrementará en 63.000.000 
de pesos. De esta forma en 2017 la partida total de presentismo será de 
1.000.000.000 de pesos. NOVENO: Las partes se comprometen al 
cumplimiento de los cronogramas establecidos en los calendarios dispuestos 
en los actuales planes y programas de estudio de la ANEP. DECIMO: Las 
partes se comprometen a no realizar acciones que contradigan lo establecido 
en el presente convenio [...] DECIMO PRIMERO: Quedan excluidas del 
alcance de este compromiso la adhesión a medidas sindicales ajenas a lo 
convenido y las convocadas con carácter general por el PIT CNT, la CSEU o el 
conjunto del Sector Público-Estatal [...]. DECIMO SEGUNDO Cláusulas 
Declarativas". 


Con este artículo 1% continúan vigentes once de los doce artículos o 
elementos a considerar del acuerdo. El artículo 6%, vinculado a partidas para 
avanzar en términos de inequidades, es el que se solicita por parte de la 
Administración en el artículo 2*. El componente de los artículos 1? y 2* engloba 
las expectativas que establecimos en aquel momento, en un convenio que tuvo 
vigencia 2016-2017. En el 2018 se conservaron estos once artículos, menos el 
6*, y hoy, nuevamente, en el artículo 2*, aparece la corrección de inequidades 
en función de aquel acuerdo. 


Las contradicciones seguramente puedan estar dadas en el sentido de 
que es un acuerdo con varios componentes. El artículo 1* pretende continuar 
con una parte del acuerdo y además mantener los otros elementos, como el 
presentismo, sobre los que se llegó a acuerdo en aquel momento. 


Los directores están contemplados en este acuerdo. El aumento es el 
que aquí está establecido. El acumulado 2016-2020 es del orden del 
acumulado que tendrían los docentes de seguirse con esta cadencia. 
Entonces, no establece diferencias que podrían estar en el origen de este 
acuerdo, pero no retrasa el salario, en términos medios, de directores e 
inspectores, respecto al salario docente, porque con este 17,10% en este 
período, acumulado, si estamos hablando del orden del 3% al 3,5% -no es igual 
para todos los docentes-, estaríamos en órdenes similares. 
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El artículo 20 está establecido en el Estatuto y permite que el profesor 
con mayor antigúedad y grado en la institución se haga cargo, transitoriamente 
-es correcto-, de la dirección mientras el director no está. No es un cargo de 
confianza; es un cargo de carrera. El Estatuto claramente establece quién tiene 
las condiciones para ocuparlo. 


En nuestro mensaje presupuestal hay un artículo que está asignado a 
los equipos de dirección, que tiene un carácter de reorganización incremental, 
por encima de lo que se está otorgando por el artículo 1*. 


Un capítulo muy interesante para abordar refiere a cuáles son los 
estímulos -hay quienes entienden que solamente deben ser de carácter 
económico-, la formación y el compromiso que se debe solicitar a los colectivos 
docentes para trabajar en centros educativos con determinados contextos. La 
idea es abordar si las dificultades que se materializan en los sectores más 
débiles de nuestra sociedad deben atenderse con más acompañamientos, más 
figuras y más espacios o sosteniendo la misma estructura que tienen otros 
centros que no tienen tal debilidad, pero potenciando el salario de las personas 
que trabajan en ese contexto. Es un tema muy discutible que llevaría mucho 
tiempo, pero no tenemos problema en abordarlo. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- En primer lugar, los directores y 
subdirectores no fueron contemplados; no participaron porque no tienen 
representación en la Coordinadora. Estoy hablando, sobre todo, de la 
educación media, porque primaria es distinta. Ellos no tienen representación en 
la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza. 


En segundo término, la inequidad que está planteada con los directores 
depende de una circular puntual que habría que derogar porque no se puede 
interrumpir la carrera en el escalafón 4 con el costo del escalafón 4. 


En tercer lugar, no dije que fueran cargos de confianza. Dije que se han 
transformado en cargos de confianza porque no se aplica el sistema de 
selección que establece el Estatuto, sino que simplemente se llama a 
aspirantes -basta entrar en la página web para verlo- para el artículo 20. No se 
cumple con lo que establece el Estatuto en el sentido de que el director del 
establecimiento tiene que llamar por ubicación en el escalafón por puntaje. Por 
eso dije que se han transformado en cargos de confianza. 


En la medida que persista esta inequidad, que no contempla el convenio, 
porque hace mucho tiempo que se está tratando de resolver, vamos a tener 
gran parte de las instituciones de la media con directores que recién han 
ingresado a la carrera. Como todos sabemos, nadie quiere ser director por la 
retribución que reciben. No estoy diciendo ninguna novedad; quienes 
conocemos el sistema, lo sabemos. Nos preocupa para los directores y 
subdirectores, obviamente que sí, pero más nos preocupa, en una instancia 
presupuestal, resolver un problema de gestión, y por eso insistimos. 


El contenido del convenio lo conocíamos. Evidentemente, hay cosas que 
no han funcionado. De lo contrario, no habría discrepancia con los sindicatos, 
de los que todos conocemos su filiación, además de su independencia de 
clase. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Quiero hacer una pregunta concreta 
sobre este artículo 1% que correspondería al 245 del articulado. La previsión 
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que se hace para cumplir el convenio para el 2019 es de $ 1.941.000.000. Los 
recursos requeridos para el año 2020 son $3.957.000.000, es decir, 
$ 2.015.000.000 adicionales en relación a la solicitud de 2019, necesarios para 
llegar a la meta señalada. ¿Para el 2020 esto no está otorgado? 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Tenía entendido que solamente estábamos 
considerando el artículo 1% No podemos aprovechar la consideración del 
artículo 1? para plantear todos los problemas que pueda tener la ANEP, pero, 
bueno, es una táctica habitual que ya conocemos. 


Lo establecido en el artículo 1? coincide con lo previsto en el artículo 245 
del Poder Ejecutivo, cumpliendo, aunque no haya convenio vigente, los 
postulados previstos en el acuerdo para 2016-2017, que se cumplían en el 
2018 y que ahora se están cumpliendo en el 2019. Me gustaría que las 
autoridades de la ANEP ratifiquen si esto es así. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Coincide en parte, porque lo del 2020 no 
está en el artículo 245. Por lo tanto, lo que pide el organismo es un adicional de 
$ 2.000.000.000 para el 2020, a fin de poder cumplir el convenio. Eso es lo que 
dice acá. 


SEÑORA IVALDI (Elizabeth).- Necesito hacer algunas aclaraciones, porque se 
ha nombrado a la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza, en cuya 
representación integro el Codicén. 


La confusión, tal vez, surja del hecho de que la Coordinadora de 
Sindicatos de Enseñanza del Uruguay reclama un salario superior, relacionado 
con la canasta familiar; inclusive, superior al convenio firmado en el 2015. 


Por otra parte, esta confusión también puede deberse a que la 
Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza del Uruguay está alertando que el 
mensaje del Poder Ejecutivo no contempla el compromiso proyectado hacia el 
año 2020. 


Sin embargo, quiero aclarar que este proyecto sí lo contempla. Además, 
fue trabajado en la comisión bipartita conformada por el Codicén y la CSEU. 


También debo decir que se trata de una propuesta que la CSEU, en 
virtud de la realidad, acompaña en este momento. 


Asimismo, quiero aclarar que los directores, los inspectores, todos los 
docentes -cualquiera sea su cargo o función- y los funcionarios pertenecen a 
los sindicatos de la enseñanza. Por supuesto, es una opción pertenecer, o no, 
a los sindicatos de la enseñanza, pero es claro que los integran y que forman 
parte de las negociaciones referidas a las condiciones laborales, que incluyen 
el salario, y que se realizan, como estipula la ley de negociación colectiva 
votada en este ámbito, en comisiones bipartitas. 


Por esa razón, en este proyecto se solicitan recursos a fin de 
incrementar en un 17% el salario de los directores e inspectores. Quería hacer 
esta aclaración porque este presupuesto fue analizado, debatido y discutido en 
una comisión bipartita entre la CSEU y el Codicén. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Una vez que terminemos la exposición del mensaje 
de la Administración Nacional de Educación Pública se habrán explicado varias 
de las preocupaciones que se manifestaron. 
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Es cierto que esta rendición de cuentas, desde el punto de vista 
normativo y legal, nos acerca a lo esperado para 2019, pero la Administración 
también tiene la responsabilidad de trasmitir los distintos arrastres, situaciones 
o planteos que puedan estar dados en el marco del año 2020. 


Se preguntó si este monto es coincidente con parte de lo desarrollado en 
el acuerdo, y así es; además, va en línea con lo que expresamos con respecto 
a los funcionarios docentes, no docentes y a los equipos de dirección e 
inspección. 


Además, el componente vinculado a inequidades incluido en el acuerdo 
corregía algunos aspectos con el fin de amparar la globalidad de las 
situaciones a atender -en aquel momento y ahora- en la Administración. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- No me quedó clara la respuesta que se 
dio con respecto a la pregunta que realicé, que refería al presupuesto previsto 
para 2020 y que no está otorgado en esta rendición de cuentas. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Tenemos absolutamente claro que estamos 
trabajando sobre una rendición de cuentas que nos lleva al presupuesto de 
2019, pero como en el planteo original la idea era continuar en esa cadencia 
hacia 2020, se plantea la situación a resolver hacia ese año. 


No sé si la pregunta refiere a la diferencia existente. Hay un arrastre en 
esto; estamos diciendo que este volumen de 1.941.938.756 es con la fotografía 
que tiene la Administración para el año en curso. Luego, hay solicitudes 
incrementales para cubrir nuevas funciones, nuevos cargos, que incrementan 
la masa salarial y por eso hacen que a igual porcentaje se incremente la 
solicitud en el año 2020 para sostener igual cadencia. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- El tema es bien concreto: se solicitan 
$ 1.941.938.756 para 2019, y se supone que es la misma cifra para 2020. Sin 
embargo, ustedes solicitan para 2020 $3.957.000.000. Entonces, están 
faltando $ 2.015.000.000. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quisiera complementar la pregunta 
realizada por el diputado Lafluf. 


¿Si no se aprobara el aumento de la cifra -prevista para 2020- que 
contiene el artículo 1%, se llegaría a los $ 25.000, a valores de 1* de enero de 
2015? 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Creo que lo expresamos con claridad. 


La cadencia estaba expresada para llegar a los $ 25.000 al 1? de enero 
de 2015, lo que equivale a $ 29.398 en 2018, y esos $25.000 equivaldrían a 
$ 31.513. Por supuesto, eso está pensado si la cadencia continúa en 2019 y 
2020. Por lo tanto, lo que establece el artículo apunta a acercarnos a esa meta, 
pero no se podrá cumplir si no se obtiene el incremento correspondiente en 
2020. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Me parece que el razonamiento tenía 
asidero, porque si no se llega a aprobar la partida de casi $ 4.000.000 para 
2020, si el Consejo nos dice que de esa manera no se podrá llegar a los 
$ 25.000 nominales a valores de 1? de enero de 2015, para nosotros es 
importante saberlo, ya que cuando la Comisión se aboque a discutir los 
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artículos deberá analizar posibles redistribuciones a fin de ver si se puede o no 
llegar a esa cifra. 


Por eso, a nuestro juicio, es pertinente hacer el razonamiento y realizar 
la pregunta. 


Simplemente, quería que quedara constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Como expresamos anteriormente, teniendo en 
cuenta la partida prevista en el artículo 1% estaríamos hablando de un 
incremento medio del orden del 93,5%. Al llegar a esos $ 25.000, a valores de 
1* de enero de 2015, estaríamos en un incremento del salario real de 2005 a 
2020 del orden del 97% , que sería llegar a los $ 25.000 a 1? de enero de 2015. 
La expectativa presentada en este mensaje presupuestal sería 97% del salario 
real a partir de 2005. 


El artículo 2* refiere a un conjunto de situaciones que este Parlamento 
-haciendo un gran esfuerzo- ha intentado equilibrar a lo largo de estos años. 
Cuando hablamos de inequidades nos referimos a situaciones que se van 
generando a lo largo del tiempo en la Administración, que ponen en relativa 
desventaja a unos funcionarios frente a otros al cumplir determinada función, o 
la misma. 


En ese sentido, los $796.321.794, por concepto de Servicios 
Personales, a que hace referencia el artículo 2* -más allá de todos los avances 
que se han hecho en este tiempo en este sentido-, apunta a corregir esa 
situación en forma definitiva. 


Dicho monto se destinará a funciones de tareas de docencia indirecta en 
distintos cargos vinculados a la educación media. En realidad, el número de 
horas que se desarrollan semanalmente por docencia indirecta, que son de 60 
minutos, se pagan con un equivalente en horas docentes. Aspiramos, por 
ejemplo, a que un adscripto con 24 horas de 60 minutos cobre 24 horas 
docentes. Eso es lo que pretende alcanzar este artículo de inequidades, y así 
con otros cargos de docencia indirecta en media. 


El Consejo de Educación Inicial y Primaria aborda dos situaciones -que 
mayoritariamente le tocan a este Consejo, pero también tienen un componente 
dentro del Consejo de UTU-, que refieren a que cargos de 40 horas se pagan 
con 20 horas en el grado y 20 horas a una unidad compensada, que está en el 
entorno del Grado 1. Entonces, una persona que tiene un grado superior a 1, 
cuando tiene un cargo de 40 horas, cobra 20 horas en el grado y 20 horas a 
esta unidad compensada, que es relativamente equivalente al Grado 1. Por lo 
tanto, corregir que las personas cobren al igual que lo hacen los demás 
docentes del resto del sistema, que sus 40 horas sean en el grado, requiere de 
un ajuste. A esto se ha denominado inequidad, y se está trabajando desde 
hace algún tiempo. Para poder dar solución definitiva a este proceso, se 
entiende que ese es el monto que hoy requiere la Administración. 


En términos generales, estos son los dos elementos más gruesos que 
pretende atender este artículo. Como dije al principio, es importante hacer 
referencia al esfuerzo de la sociedad y del Parlamento, a través de la 
aprobación del presupuesto en estos años, que ha permitido corregir y 
minimizar inequidades muy profundas a lo largo del sistema. 
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Como ustedes saben, en 2005 se tomó un sistema en el que la 
diferencia salarial entre un docente y otro, no por su formación, no por su 
antigúedad, no por su carrera funcional, sino simplemente por la propuesta 
educativa que optara, podía estar entre 15%, 20% y hasta más. Por lo tanto, 
corregir todo eso en el sistema llevó años. Hoy, el debe que queda para 
profundizar en todos esos planteos es del orden del monto que aquí se hace 
referencia. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Es tan presupuestal esto que en esta 
bolsa de inequidades está todo; inclusive, lo que planteé con respecto al 
artículo 1* y los directores, que ya no lo voy a explicar más, porque está claro 
que no hay voluntad. Es esta la instancia, pues se necesita plata. La 
disponibilidad la tiene el Poder Ejecutivo, pero las reasignaciones las hace el 
Parlamento. 


Me consta que desde 2005 se están corrigiendo las inequidades. 
Durante tres años negocié por el Codicén con la Coordinadora de Sindicatos de 
la Enseñanza. El problema es que son las mismas inequidades; algunas se 
resolvieron, otras no se solucionaron nunca. Eso me lleva a pedir si pueden ser 
un poco más explícitos, porque acá hay una cifra importante que implica un 
esfuerzo, que pide el ministro Astori, no nosotros; la redacción del artículo es 
absolutamente general, pero también la fundamentación. 


El tema de las inequidades en materia salarial, tal vez, sea el problema 
más grave que tiene la ANEP y, efectivamente, genera una distorsión en el 
funcionamiento institucional. No veo cosas nuevas. Se nombra a los profesores 
adscriptos, los ayudantes de laboratorio, los coordinadores, los profesores, los 
orientadores pedagógicos, pero todo esto ya estaba planteado en las 
negociaciones de 2007, que fue cuando yo empecé, en representación del 
Codicén, a negociar con la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza. 


En consecuencia, en la medida en que tenemos que negociar para tratar 
de resolver las asignaciones, pediríamos un poco más de precisión, porque 
para los que conocemos el sistema es más de lo mismo. Ya pasaron muchos 
años y todavía no se resolvió el problema de los coordinadores de laboratorio y 
otros casos. ¿Cómo es que lo piensan resolver con esta partida? Tal vez, de 
una forma no tan general, sino más puntual y más concreta, se soluciona el 
problema de asignar estos recursos o, si es posible, buscando en otros 
lugares, reitero, por medio de las reasignaciones 


Repito, son los mismos problemas que negociábamos en 2007. 


Quiero hacer una aclaración. El hecho de que los directores y 
subdirectores de la media integren o no el sindicato sí está condicionado por la 
voluntad. Pero no me hablen de representatividad porque en la media, 
sindicalizados hay menos de 20% de los trabajadores. En consecuencia, 
cuando se hace este tipo de afirmaciones es necesario tener claro este tema, 
porque yo no puedo hablar en nombre de, cuando en realidad hay menos de 
20% de afiliados. Que es opcional, es opcional. Pero esa es la realidad. Acá 
estamos en el Parlamento de la nación, y yo no trabajo solo con los sindicados, 
a los cuales recibo y con los que estoy en permanente comunicación, sino con 
la masa de trabajadores en general, estén sindicalizados o no. 
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SEÑOR NETTO (Wilson).- Como bien plantea la señora diputada Graciela 
Bianchi Poli, la preocupación por resolver este problema generó un grupo en el 
marco de la ANEP -en el que me consta que la señora diputada participó- para 
llevar adelante una negociación que empezó por 2007, con el interés de 
corregir esto que he expresado en cada instancia en que he concurrido a este 
ámbito. Este problema se generó durante décadas anteriores y se necesitaba 
un esfuerzo para resolverlo, que ha sido acompañado por la sociedad y el 
Parlamento. En este proceso se han corregido muchísimas situaciones. 


Hoy, un docente, independientemente del Consejo donde trabaje 
-exceptuando formación en educación-, en función de su trayectoria en la 
Administración tiene un salario, diríamos, equivalente. Pero para lograr eso, se 
ha desarrollado un trabajo a lo largo de esos años -a los que la señora diputada 
Graciela Bianchi Poli hace referencia- para corregir esos casos. Hoy se han 
corregido un número muy importante, pero quedan otros. Inclusive, es tan 
concreto lo que plantea el artículo respecto a los casos a solucionar que si uno 
entiende que en este proceso estamos llegando a prácticamente un tercio de 
los centros educativos en Educación Primaria, tanto tiempo extendido como 
tiempo completo, quiere decir que el número de maestros que están 
desarrollando educación en cuarenta horas pasa a ser relevante, y son quienes 
tienen compuesto el salario de la manera que hemos expresado: 20 horas en el 
grado y 20 horas por la unidad compensada. Inclusive, en la fundamentación 
del artículo aparece todo el proceso de desarrollo, de cómo se ha ido 
corrigiendo el salario de los funcionarios no docentes en Educación Media, 
sean estos ayudantes preparadores, adscriptos, profesores orientadores 
bibliográficos, entendiendo que en el momento en que esto se discutió la 
tendencia era llegar a que el número de horas desarrolladas, más allá de su 
función de 60 minutos, por ser de docencia indirecta, estuviera equiparada con 
un salario horario docente equivalente. 


Por lo tanto, está bien claro que se necesita saber cuántos funcionarios 
tienen este rol en la Administración, cuál es su situación, qué es lo necesario 
para corregirlo. Lo mismo se necesita en el caso de los funcionarios que están 
en la educación inicial y primaria. De ahí surge un trabajo de análisis y de 
acuerdo a lo largo de más de un período, que permitió generar este proceso de 
solución de inequidades. 


En el artículo 2? se plantea el monto total para poder corregirlo. Eso no 
inhibe en absoluto todo el proceso de reconocimiento -que es muy superior a 
este monto- que se ha hecho a lo largo del tiempo para poder minimizar esas 
diferencias. 


En el artículo 32 se plantean las solicitudes para continuar en este 
proceso de regularizar auxiliares de servicio del Consejo de Educación Inicial y 
Primaria. Hay una dinámica de mucha intensidad con respecto a los servicios 
que claramente se brindan en el marco de este Consejo. Más allá de las tareas 
habituales que es necesario desarrollar en un centro educativo, todos sabemos 
que el Consejo de Educación Inicial y Primaria atiende diariamente en el orden 
de 250.000 niños en sus comedores escolares. 


Se han ido buscando y encontrando distintas formas -que aquí las 
hemos discutido en más de una oportunidad- para dar respuesta a esta 
situación, y el sistema ha intentado ir corrigiendo o regularizando situaciones 


13 


que se han ido estableciendo en el tiempo. Por lo tanto, lo que se está 
solicitando es un monto de $ 105.069.600 para poder concretar la regulación 
de trescientos auxiliares de servicio, que complementarían lo ya aprobado por 
el Parlamento el año anterior en la solicitud original. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Este es un tema que todos los años 
aparece y que, aparte del componente presupuestal, tiene un componente de 
racionalidad bastante difícil de entender. 


Se llama a auxiliares de servicio para las escuelas rurales en un régimen 
abierto. Para poner un ejemplo -si lo sabrá Florit, porque lo llamo a cada rato-, 
se hace un llamado para la escuela de Sarandí de Navarro, que queda en la 
frontera de Río Negro y Tacuarembó, y se presenta alguien de Paysandú. Esa 
persona no va a ir nunca a esa escuela, jamás, pero taponea la lista, y no hay 
solución. 


En primer lugar, un aporte a algo razonable sería que se haga un 
llamado y se tenga en cuenta a la gente del lugar porque, además, le vendría 
muy bien a alguien del pueblo tener un trabajo. 


En segundo término, la pregunta es: ¿cuántas auxiliares de servicio 
pagas por comisión de fomento faltan regularizar? Porque da la impresión de 
que se sigue en el mismo régimen para adelante. Entonces, todos los años 
vamos a tener el mismo problema a regularizar. 


Y, en tercer término, en este artículo se solicitan $ 105.000.000 para el 
2019 y $ 109.000.000 para el 2020, y en el Tomo lll, Funcionamiento e 
Inversiones, hay US$ 16.330.000 sin ejecutar. En este artículo -que supongo 
que corresponde al 246 del articulado- se dice que parte de los dineros 
necesarios para la regularización de las auxiliares de servicio saldría de 
Presidencia de la República y del Ministerio de Economía y Finanzas. Mi 
pregunta es: ¿por qué no se utiliza esta partida que quedó sin ejecutar? 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Parte de lo que iba a plantear ya lo 
señaló mi colega Lafluf. 


Lo que voy a hacer es más bien una aseveración. El año pasado se 
planteó una discusión muy puntual; inclusive, se le pidió al consejero Florit que 
se acercara y tomara la palabra. ¿Otra vez con lo mismo? Ya dijimos el año 
pasado que no íbamos a votar más este tipo de regularizaciones. Arrancamos 
con una ley en el año 2005 o 2006 -no recuerdo-; eran más de dos mil 
situaciones que había que resolver. Ya sabemos que había muchas cosas de 
atrás que venían mal. ¡Vaya la noticia! Por eso se quería cambiar. Se hizo la 
ley y se regularizó. Pero después, en las siguientes rendiciones de cuentas, 
aparecieron otra vez. Todos los años aparecen. Si no recuerdo mal, el año 
pasado eran más de mil. ¿Por qué no se establece -inclusive, complementando 
lo que dice el diputado Lafluf- un sistema correcto, desde el punto de la 
administración del Estado, del ingreso de personal? Porque estas 
regularizaciones son situaciones de hecho que muchas veces directores de 
escuelas rurales, de escuelas urbanas, recurren a la contratación; y no 
solamente directores. El año pasado se le daba una partida. Me acuerdo que 
discutimos lo grave que era que a un director se le diera una partida para que 
contratara a quien se le ocurriera para cumplir funciones de auxiliares de 
servicio. ¿Alguien discute la necesidad de contar con auxiliares de servicio? 
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Nadie lo discute. Lo que estamos discutiendo es el cómo. ¿Otra vez lo mismo? 
Y cuando las contrataciones las hacen las Apales, ¿otra vez lo mismo? 


Y ya que tanto se reivindica la representación sindical, les quiero aclarar 
que es un planteamiento de Fenapes. Fenapes considera que es 
discriminatorio en lo que se refiere a contemplar el ingreso de personal 
escalafón F) -lo que sería si respetáramos el Estado y su organización 
institucional-, porque se dan para primaria estas partidas especiales todos los 
años y en la media secundaria -porque en UTU tampoco- no se cubren estas 
necesidades. Es un planteamiento oficial; está escrito. A mí me lo dio por 
escrito la Federación Nacional de Profesores. O sea que no es una ocurrencia 
de algún diputado o de algún partido político; ya es un tema que está 
enfrentando a los sindicatos, y los está enfrentando, porque se escribe negro 
sobre blanco que Fenapes se opone. 


Pero más allá de que opine Fenapes -ya lo dijimos el año pasado-, ¿no 
pueden organizar concursos? ¿No pueden hacer ingresar personal idóneo? 
Los estamos presupuestando; a ver si nos entendemos. Lo dijimos claramente 
el año pasado: es la última vez. Y si seguimos con estos criterios, todos los 
años vamos a hacer lo mismo. No; al menos con determinadas manos, no, 
porque esto es realmente un desajuste de la organización institucional, que no 
sé. No lo quiero calificar, porque no es cuestión de calificar. Cualquiera puede 
entender que si hay un escalafón, que es el escalafón F), hagan los concursos. 
Es más: en el escalafón F) muchas veces no se hace concurso, se hace por 
sorteo, porque no se va a hacer un concurso de cómo se lava un piso, aunque 
en la Universidad de la República se hacía en otras épocas. En realidad se 
hace por sorteo; no es por descalificar al escalafón F); al revés: es por 
calificarlo. Si quiero un auxiliar de servicio tengo que saber si está formado, si 
tiene compromiso, si pertenece -como decía el diputado Lafluf- a la localidad o 
si, simplemente, a la APAL, al director o a la directora se le ocurre -no digo que 
no lo necesite-, y diga: fulano de tal va a empezar a cumplir funciones de 
auxiliares de servicio y, después nosotros, por ley, lo santificamos. Es lo mismo 
que discutimos el año pasado. Nosotros no lo vamos a votar. Y cuando digo 
"nosotros" me refiero al sector Todos; no sé qué hará el resto del Partido 
Nacional, porque ya lo hemos advertido, y no podemos seguir despilfarrando el 
dinero. En realidad, lo estamos despilfarrando; lo estamos usando mal, eso es 
lo que significa despilfarrar. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Quisiera saber por qué se 
le asignan los recursos a la unidad ejecutora 001 y no a la 002, que es donde 
realmente se desempeñan las auxiliares de servicio. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- En primer lugar -previo a ceder el uso de la palabra 
al consejero Héctor Florit-, creo que al inicio de la presentación de este artículo 
expresamos que esto complementaba lo aprobado en el año anterior. 


Es verdad que ese planteo se dio, se discutió, se habló del orden de mil 
situaciones, y lo aprobado en aquel momento permitió cubrir gran parte de esa 
demanda. Lo que está complementando esto es la solicitud de aquel momento. 
Por lo tanto, no es una nueva situación, sino que es una nueva discusión de 
una problemática planteada en el año anterior, y aprobada en su parcialidad. 


En segundo término, hay muchas situaciones que para todos los 
administradores generan tensiones entre lo que es la transparencia de la 
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administración pública en el marco de sus llamados y las ponderaciones que, 
en algunas situaciones, se entenderían pertinentes poder ubicar en esos 
llamados. Ahí hay problemas que tienen su complejidad y, seguramente, 
encontraremos los ámbitos para -en cada una de las situaciones- poder discutir 
y generar, no solamente un tema de acuerdos sino las disposiciones 
normativas legales, en el marco de la administración, que permitan avanzar en 
ese sentido. 


SEÑOR FLORIT (Héctor).- Quiero hacer una precisión sobre el tema de los 
auxiliares. 


Como dijo el presidente del Codicén, el año pasado se regularizaron 656 
de esas casi 1.000 auxiliares. Hoy queda un remanente de 300; es decir, el 
listado sigue siendo el mismo y está referido a la nómina presentada el año 
pasado. Queda este resto de auxiliares que deben ser regularizadas. Existen, 
además, 56 auxiliares que tienen contratos a término por algunos meses a 
través de la transferencia de recursos a las comisiones de fomento, que 
atienden algunas situaciones puntuales que decía el señor diputado Lafluf en 
lugares absolutamente remotos, inaccesibles, que nadie en la lista de 
concursantes acepta ocupar. 


Sobre el tema de los concursos, durante el año 2017 se realizaron once 
llamados abiertos a la ciudadanía para proveer cargos no docentes. Tres de 
ellos fueron en el Escalafón F) Servicios Auxiliares; cuatro en el Escalafón D) 
Especializado, etcétera. Eso está en la rendición de cuentas que presentó el 
Consejo de Primaria; es decir, sí se hacen los llamados a través de los 
mecanismos públicos de selección que planteaba la señora diputada Bianchi. 


Estamos hablando de dos situaciones: vacantes que se proveen a través 
de los llamados públicos, con mecanismos que no son el sorteo, sino méritos y 
antecedentes, y la regularización de personal contratado a través de las 
comisiones de fomento en un procedimiento que, quiero recordar, tiene su 
inicio en el año 2002 o 2003, en la crisis de ese momento, con una activa 
participación del entonces ministro Atchugarry, la presidenta del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Teresita González de Tantesio, y la Federación 
Uruguaya de Magisterio. Aquella solución fue mucho mejor que la anterior, que 
eran señoras que estaban trabajando por un plato de comida o por algunos 
pesos que juntaba la comisión de fomento. Yo diría que desde la irregularidad 
con que se atendían los comedores escolares hace veinte, treinta o cuarenta 
años a este proceso de regularización se ha avanzado mucho. Esto no 
sustituye el trabajo voluntario que puntualmente en alguna escuela se da y 
responsabiliza al Estado de servicios fundamentales que atienden 2.350 
escuelas y a 250.000 comensales, diariamente. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Ya que hoy hablábamos de táctica, vino 
la crisis de 2002; no podía ser de otra manera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Permítame, señora diputada. Estamos con el 
articulado. ¡Por favor! Discutamos el articulado y no hagamos consideraciones 
generales, que vendrán después; si no, no avanzamos. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- La consideración general la hizo el 
consejo Florit, a quien le tengo un enorme respeto; por eso le respondo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La aclaración es para todos. 
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SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Lo que yo no entiendo y sigo sin 
entender es por qué desde que se dispuso dinero -no hay duda de que se 
dispuso muchísimo dinero- este tema no se resolvió como se debía. 


Por otra parte, hago una pregunta. ¿Pueden afirmar que efectivamente 
no se están haciendo este tipo de contrataciones año a año, con este tipo de 
irregularidades? Si me dicen que no se hizo ninguna en el último año, pregunto, 
entonces, ¿qué pasó con el dinero que dimos en el presupuesto, el año 
pasado, a regañadientes, porque no estábamos de acuerdo con regularizar 
situaciones que son irregulares de nacimiento y van a seguir siendo 
irregulares? ¿Por qué quedó este remanente? Son dos preguntas que quiero 
que me contesten concretamente, sin recurrir a otras épocas, a otras 
situaciones, porque yo no lo estoy haciendo. 


Hice dos preguntas concretas, porque además el año pasado se dijo que 
no se iba a volver a hacer y acá estamos de nuevo. Por eso, quiero que me 
respondan concretamente. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- No vamos a entrar a comparar la 
situación de veinte años atrás. Cuando hice el planteo, fue porque he vivido 
-ustedes me conocen desde hace muchos años- el tema de las escuelas 
rurales -entiendo que el señor diputado Mendiondo también- y sé que maestras 
han tenido que pagar de su bolsillo los aportes de la auxiliar de servicio. 
Entonces, yo quiero que se solucione. No sé cuál es la solución, pero que se 
solucione de una vez por todas, porque si todos los años seguimos agregando 
este problema, siempre vamos a estar con el mismo tema. 


Ahora bien: tampoco la solución -como enseguida ofrecen- es una 
cooperativa del Mides. No es la solución. La solución es la auxiliar de servicio 
que conoce hasta el último niño, que es casi como su madre, que le da el plato 
de comida en la mesa de la escuela rural. 


También queda pendiente la pregunta sobre la subejecución. 


SEÑOR POZZI (Jorge).- Este tema de las auxiliares de servicio no está sobre 
la mesa desde hace veinte años, sino desde el año pasado, por una especie de 
seminario en el que recuerdo que participamos el señor diputado Gandini y 
quien habla -no me acuerdo quién más estaba-, realizado en la sede Fenapes. 
Allí recibimos el reclamo unánime -fue antes de la rendición de cuentas-, en el 
sentido de que el problema central que tenían era regularizar la situación de las 
auxiliares de servicio. Fue un reclamo que hicieron los trabajadores y así nos 
fuimos. 


Cuando se discutió la rendición de cuentas del año pasado, esto estuvo 
planteado para nosotros como una posibilidad de solución, entre otras cosas, 
por la precariedad de la forma en que estaban contratadas. Además, según nos 
comunicaron -capaz que hay gente que sabe más que nosotros-, los directores 
tenían que formar empresas para poder pagarles a los auxiliares de servicio. 
No era que no tuvieran la plata; llegaba la plata, pero tenían que hacer una 
empresa para poder pagarles. Era una cosa absolutamente fuera de lo normal. 


Se trataba de auxiliares de servicio que venían de tiempo atrás; yo no sé 
cómo entraron, pero no eran del día anterior. Además, que yo sepa, no se hizo 
ningún tráfico de auxiliares de servicio: "Che, vamos a tomarlas ahora, porque 
van a regularizar". ¡Ni nosotros sabíamos que teníamos que regularizar! 
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Acá están los compañeros de mi bancada con quienes discutimos la 
rendición de cuentas del año pasado y sabemos perfectamente cómo fue. Si el 
año pasado había que solucionar mil y conseguimos plata para poder 
solucionar dos tercios -creo que fueron setecientos-, fue porque no teníamos 
más plata. Así, sencillito: no había más plata y dijimos: "Vamos hasta donde 
vamos". Y fueron setecientos. 


Este año, por una cuestión que ni tiene que ver con la bancada, sino que 
fue una decisión a otro nivel, se resolvió terminar de solucionar el problema que 
quedaba con unos fondos que están especificados allí, y tomar a los 
trescientos que quedaban para completar los mil regularizados. 


Esa es la historia de las auxiliares de servicio que yo conozco. Nadie 
estaba pensando hace tres años en regularizarlos. Iniciamos el camino el año 
pasado. Los compañeros de mi bancada saben cómo fue, cómo fueron las 
negociaciones y cómo conseguimos la plata. Avanzamos en lo que nosotros 
creíamos que era flor de problema, porque los trabajadores nos lo plantearon 
así. Este año terminamos la resolución. 


Yo no pido que se vote unánimemente en la Cámara. El año pasado, el 
Frente Amplio no tenía mayoría en la Cámara y este tema se votó y salió 
adelante. ¿Qué vamos a hacer? Alguien nos acompañó. Yo no me acuerdo 
quién votó esto y quién no; todo el mundo tiene derecho a votar o no. Por lo 
menos la bancada del Frente Amplio lo va a votar; el que nos quiera 
acompañar, fenómeno, y veremos la cantidad de votos que hay, pero se va a 
terminar de solucionar lo que era un problema para nosotros: mil auxiliares de 
servicio que no tenían una forma de contratación como debe tener cualquier 
trabajador en el Uruguay. 


Hasta donde sabemos -capaz que empiezan a aparecer datos 
diferentes-, no hubo un tráfico de auxiliares de servicio y así regularizamos 
gente que desde hace un tiempo prolongado está trabajando en esa situación. 
Así le sacamos el problema de encima a los directores que tienen que 
transformarse en empresas para pagarles. 


Acompañaremos este artículo y esperemos no hablar más sobre ese 
tema. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- El compañero Pozzi se adelantó. 


Quiero dejar constancia de que este artículo propuesto por la ANEP 
coincide con el artículo 246 del proyecto del Poder Ejecutivo, incluido 
prácticamente a último momento luego de negociaciones que hicieron todas las 
partes; lo que muy probablemente se hubiera hecho en el Parlamento se hizo 
-como dijo el señor diputado Pozzi- el año pasado, pero esta vez fruto de 
negociaciones previas priorizando, además del aumento salarial del 3,5% para 
2019, la regularización de estos auxiliares de servicio, una de las prioridades 
que públicamente manifestaron los gremios de la educación en todos los 
ámbitos posibles. Se llegó a ese acuerdo y se consideró en los fondos, muchas 
veces con reasignaciones de otros incisos de la Administración central y con 
algunos que en el proyecto figuran como parte de la ANEP para completar el 
importe de $ 105.000.000 que se otorgan en este presupuesto con iniciativa del 
Poder Ejecutivo y que, por supuesto, la bancada del Frente Amplio respaldará. 
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SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Quiero agregar un dato que el señor 
diputado Pozzi -quien sabe de mi estima- no conoce. 


En 2006 -creo- se aprobó una ley que regularizó -si no recuerdo mal- a 
2.709 auxiliares de servicio. Esa fue la regularización de las situaciones hacia 
atrás. Después se siguieron generando situaciones regulares. No me 
contestaron la pregunta -no importa, lo haré por un pedido de informes- de si se 
siguen contratando; de lo contrario, el año que viene otra vez estaremos con lo 
mismo. 


Aprovecho que están presentes las autoridades de la educación para 
preguntar si se siguen contratando, porque así me lo dijeron. 


Creo que la duda del señor diputado Pozzi queda aclarada: el año 
pasado no conocimos este problema, y trabajamos durante cuarenta y dos 
años en la ANEP. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Antes de ceder el uso de la palabra al consejero 
Robert Silva, quiero hacer algunas aclaraciones. 


A veces los términos hacen a la situación; entre irregularidad y deseable 
hay una distancia importante, y nos parece relevante hacer las aclaraciones en 
ese sentido. 


Además, hay tres cuestiones menores. El proyecto de la ANEP -Inciso 
25- distribuye los créditos dentro de la Administración en función de lo que se 
aprueba en la leyes de presupuesto o rendición de cuentas y en función de 
discusiones internas. Por eso se establece el Programa 001, posterior a su 
distribución en cada uno de los programas. 


En cuanto a la preocupación planteada por el señor diputado Lafluf por 
la ejecución de los recursos de Rentas Generales, la ANEP ejecutó el 99,74%. 
A partir de ahí, hay situaciones a atender, complejidades en las fechas para 
resolver, que tensan que la ejecución sea total. Unas están dadas en función 
del pago de subsidios y otras, de pagos de ejercicios vencidos. A veces los 
tiempos no permiten a la Administración reposicionar esos montos ejecutando 
el cien por ciento, sino llegando al 99,74%. 


Por supuesto hay otros recursos de afectación especial que tienen otra 
dinámica de funcionamiento según lo que claramente se establece en el 
presupuesto. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Pozzi) 


SEÑOR SILVA (Robert).- Respecto a este tema compartimos la preocupación 
planteada. En la interna de la ANEP durante el año pasado y este deliberamos 
con el Codicén y con el Consejo de Educación Inicial y Primaria para encontrar 
una solución y poner un punto, por decirlo de alguna manera. El artículo 
presentado por la ANEP, en consonancia con un artículo presentado por el 
Poder Ejecutivo procura cerrar los mil casos presentados el año pasado y no 
generar nuevas situaciones a futuro que continúen con esta modalidad de 
contratación. 


Es bueno aclarar -sobre lo que conversamos mucho en la interna- que la 
irregularidad a que se hace mención es porque no son funcionarios públicos. 
Están regularmente contratados con la particularidad -es cierto que genera 
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problemas y es una cuestión adicional- de que se hace a través de la dirección 
de la escuela. Pero en lo que hace a los derechos de los trabajadores, todos 
están preservados en el ámbito de esas contrataciones que se realizan a través 
de la dirección de las escuelas y de las comisiones de fomento. 


Es bueno aclarar -nos preocupamos en verificar- que el Consejo de 
Educación Inicial y Primaria siempre atendió todas las situaciones que se 
generan en el marco de estas contrataciones, como por ejemplo obligaciones 
económicas o de responsabilidad de cualquier naturaleza, Es decir, de 
generarse alguna situación específica, la Administración asume la 
responsabilidad. 


Reitero: la regularización consiste en pasarlas como auxiliares de 
servicio. Comparto -lo hablamos en el Codicén- la necesidad eventual de 
establecer mecanismos de flexibilización que permitan atender situaciones 
puntuales, específicas, porque en la actualidad siguen existiendo escuelas 
rurales que tienen problemas con auxiliares de servicio. 


Por último, en el marco de distintas modalidades de contratación y fruto 
de conversaciones con colegas directores, inspectores y maestros de escuelas, 
hay una muy buena percepción de las contrataciones que se realizan a través 
de cooperativas de mujeres por parte del Mides. Los inspectores y directores lo 
valoran como un mecanismo alternativo porque -digámoslo- respecto de las 
contrataciones de auxiliares de servicio tenemos problemas sobre los que la 
Administración también tiene que trabajar, es decir, en las tareas disminuidas, 
licencias prolongadas, cuestiones sobre las que se está trabajando; en ese 
sentido, hay una comisión, que integran las consejeras Luaces e lvaldi que 
trabaja sobre salud ocupacional y condiciones de trabajo en los distintos 
ámbitos de la Administración. 


(Ocupa la Presidencia la señora representante Lilián Galán) 


——Este tema tiene diversas aristas. Hoy, concretamente respecto de este 
artículo y en función de las informaciones que tenemos dentro de la 
Administración, se trata de regularizar la situación que presentamos el año 
pasado, poniéndole punto final. No se están generando casos nuevos, salvo 
excepciones puntuales con contrato a término; si no me equivoco, el consejero 
Florit mencionó cincuenta y seis, también con contrato a término. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Está bien el mecanismo de las 
cooperativas sociales, pero en el medio rural no existen. Por ejemplo, para 
Sarandí de Navarro la cooperativa social funciona en Young, y es un lío 
fenomenal. 


Respecto a lo que señalaba el presidente Netto, yo me refería -y 
entonces la pregunta cambia- por qué existe ese saldo sin ejecutar. En el tomo 
Ill "Funcionamiento e Inversiones", "Objeto del Gasto 092, Partidas Globales a 
redistribuir" hay un saldo de US$ 16.000.000 sin ejecutar. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Antes de ceder la palabra al maestro Héctor Florit, 
aclaro que la situación a que hace referencia el señor diputado Lafluf está 
incluida en una partida que se denomina Fondo de Inasistencias, que 
claramente no tiene, en principio, salvo algunas consideraciones de carácter 
especial, una afectación en un fondo permanente. 
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Eso está marcado dentro de ese ítem y, por tanto, no es posible hacer 
uso de dicho fondo para que luego se generen situaciones a las que no se 
puede dar respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor Héctor Florit. 
SEÑOR FLORIT (Héctor).- Quisiera ser enfático en dos aspectos. 


En primer lugar, no hay ningún afán ni ninguna práctica clientelista en la 
convocatoria o designación de auxiliares de servicio. Son las comisiones de 
fomento, que integran el director y algunos vecinos, las que logran convocar a 
alguna mamá que tiene años de colaboración con la escuela para ser 
contratada a través del mecanismo de transferencia a las comisiones de 
fomento. Esto es intrínseco de una red tan vasta de más de dos mil centros, 
con sus comisiones de fomento; no hay ningún antecedente o referencia que 
nos haga pensar que ha habido manejos para favorecer a algunos vecinos, en 
términos de cooptación. 


En segundo término, sostener más de dos mil servicios de alimentación 
implica una continuidad que requiere recursos y esta es una responsabilidad 
irrenunciable. Por eso, básicamente, hay mecanismos vinculados con 
tercerizaciones con costos bastante más altos que estamos tratando de 
minimizar, como los llamados para funcionarios del Escalafón F, a través de 
estos llamados públicos a los que hemos hecho referencia; las cooperativas 
sociales son un mecanismo más flexible, porque en algunos casos se plantea 
que hay que atender tal o cual población -obviamente, no estoy hablando de 
Sarandí de Navarro, que es muy difícil de cubrir- y se realizan cincuenta y 
pocos contratos a término que permiten responder puntualmente a esa 
necesidad de la colonia La Pitanga, de Sarandí de Navarro, o de cualquier otra 
que surge en estos términos de una relación laboral que termina junto con el 
año lectivo. No hay ningún otro servicio del Estado que tenga este grado de 
dispersión, que tenga el desafío de estar atendiendo diariamente este cuarto de 
millón de niños. 


Entonces, también hay que poder entender que estos mecanismos que 
se adoptan son, en algunos casos, los únicos factibles. En ese sentido, 
regularizar a estas trecientas para completar las casi mil que estuvieron 
planteadas el año pasado parece absolutamente imprescindible. Estos mil 
contratos fueron el acumulado desde la regularización, que comenzó en el año 
2006 con la transferencia desde el 2002 en adelante y que finalizó sobre los 
años 2008 y 2009, es decir, que significaron el acumulado del año 2009 hasta 
el 1? de enero del año 2018 cuando se regularizan las primeras 656. Esto se 
llevó a cabo de acuerdo a un criterio negociado con Afuprim y avalado por el 
Codicén, con un estricto orden de precedencia con relación a la antigúedad en 
el organismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa en el uso de la palabra el profesor Wilson 
Netto. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- El artículo 4% está vinculado con una de las 
preocupaciones que aquí se acaba de plantear. En función de la expansión 
educativa y las situaciones que vive la Administración año a año, muchas 
veces, requiere autorización de parte del Parlamento para poder hacer uso de 
ese fondo de inasistencias, que lo hace con extrema responsabilidad. Es así 
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que el artículo 235 de la Ley N* 19.535 autoriza a la ANEP a utilizar parte de 
ese fondo de inasistencias para el cumplimiento de compromisos asumidos, 
fundamentalmente, la expansión de la educación media y los incrementos 
otorgados. 


En el año 2018, el monto autorizado por la Administración en función de 
la autorización dada por este artículo de la ley fue de $ 311.521.698. Lo que se 
está planteando en este artículo 4? es que ese compromiso autorizado que 
asumió la Administración tenga un correlato de permanencia en los años 
siguientes, en función de que, claramente, el grueso de ellos está destinado a 
la expansión educativa y a servicios personales que se requieren con ese 
objeto. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Dado que el profesor Netto estaba hablando del 
fondo de inasistencias y que el financiamiento que habíamos aprobado se 
pudiera utilizar para algunos de los rubros mencionados, quería preguntar cuál 
es el saldo al 31 de diciembre y la estimación de lo que puede ser este año 
2018. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor Wilson Netto. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Estamos hablando de que el saldo a fin del año 
2017 fue de $ 516.000.000. En función de lo que no se utilizó de ese fondo y lo 
acumulado del año 2018, las proyecciones estarían dadas en el orden de los 
$ 900.000.000. Los gastos comprometidos de uso parcial de ese fondo están 
en el orden de los $ 375.000.000 en función de los arrastres de este año. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Pasamos a considerar el artículo 5*. 


Aquí se abre un capítulo con este literal d), que engloba un conjunto de 
artículos vinculados con la expansión de la educación. 


En el artículo 5* se hace referencia estrictamente a disponibilidades en 
función de la expansión en la cobertura de niños de tres años que, en el marco 
de los cuarenta y cinco jardines y escuelas que se han desarrollado en esa 
obra nueva o ampliación, contarán con nuevos espacios a marzo de 2019. De 
ese conjunto de cuarenta y cinco centros de educación inicial y primaria, en 
veintitrés se proyectan ampliaciones destinadas al ingreso de niños de tres 
años, lo que nos permitirá alcanzar o continuar con las metas previstas para 
este nivel. Se solicitan $ 41.854.160 con el objeto de poder atender y continuar 
con la expansión educativa en este nivel. 


En términos generales, de 2005 a la fecha, se construyeron 139 edificios 
nuevos; sumando las ampliaciones importantes, el acumulado es de 556. Para 
los años 2019 y 2020, resta completar y entregar alrededor de 125 centros de 
educación inicial, primaria y media. A ellos se suman 160 centros construidos a 
través de la modalidad de participación público privada. Toda esta información 
figura en los anexos. Aquí se refleja no solamente el proceso de expansión, 
sino también la mejora en las condiciones de trabajo, el número de estudiantes 
por grupo y la radicación de la presencia educativa en todas sus áreas y 
niveles en los distintos puntos del país. 


El ingreso de niños de tres años a la Educación Primaria se relaciona 
con la actividad de otros organismos del Estado. El claro crecimiento en 
educación inicial y primaria permite generar los cupos para que otros servicios 
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educativos puedan atender a niños de cero a dos años. El crecimiento en 
educación inicial y primaria supera las metas establecidas de los 14.000 niños 
de tres años, lo cual genera una repercusión social, en el sentido de que las 
instituciones que cubrían la atención de los niños de tres años liberan los 
espacios para poder atender a más niños de cero a dos años. 


Por lo tanto, es en esta política integrada y enmarcada en el denominado 
Sistema de Cuidados que se establece la solicitud presupuestal del artículo 5*. 


La meta que se ha planteado la Administración ha sido la de incrementar 
la atención a 8.000 niños a través del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
con una aspiración de llegar a 11.000 en todos los servicios. Este crecimiento 
está prácticamente superando la mitad y nos queda el desafío de estos dos 
años para poder alcanzar la meta y llegar a universalizar el acceso a la 
demanda en tres años. 


Por otro lado, es importante hacer notar que a través del Consejo de 
Formación en Educación se ha avanzado en forma importante en la 
conformación de un perfil específico de maestro de primera infancia y, también, 
en un perfil vinculado a un equipo técnico que acompañe los procesos de 
formación en este nivel educativo. Claramente, cinco años está universalizado 
y cuatro años está en ese proceso. En cuanto a tres años, las diferencias que 
hoy estamos notando entre los quintiles más bajos y más altos de nuestra 
sociedad están disminuyendo debido a esta política 


Por lo tanto, para continuar con ese desafío es que en el Capítulo D, 
artículo 5% -vinculado a la expansión educativa radicada en espacios 
generalmente nuevos dotados a la Administración-, en principio, estaríamos 
solicitando el monto referido. 


El artículo 6* se relaciona con que estos nuevos espacios educativos 
permiten avanzar en modalidades educativas. Hemos expresado que 
prácticamente un tercio de los centros educativos de educación inicial y 
primaria trabajan en una modalidad de tiempo extendido o de tiempo completo. 
En los últimos años, se ha más que duplicado el número de centros. Eso hace 
que una vez que se construyan los espacios físicos adecuados, en el trabajo 
progresivo que se viene desarrollando, se generen las posibilidades de 
transformar escuelas comunes en escuelas de tiempo extendido o de tiempo 
completo. En ese desafío está centrado el artículo 6*%, con la solicitud de 
$ 21.604.162 para 2019. 


El artículo 7* está vinculado con un fenómeno, a nuestro entender, de 
relevancia, que es el hecho de la expansión en la Educación Media y todo lo 
que eso conlleva en desafíos sociales y particularmente institucionales. En él 
se hace referencia a los espacios vinculados a su disponibilidad tanto en 
educación secundaria como técnico profesional, generando nuevas 
posibilidades, nuevos niveles y nuevas modalidades educativas en cada uno de 
los territorios a los que se hace referencia. 


De 2005 a la fecha, en Educación Secundaria se visualiza un 
movimiento en el flujo, en las condiciones que van generando mejores 
capacidades de movimiento, de promoción de los estudiantes dentro del 
sistema, seguramente no con la celeridad que la Administración y todos los que 
aquí estamos desearíamos. Es un movimiento de aguja con un lento proceso a 
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lo largo de estos años, que va sorteando distintas situaciones de oportunidad, 
de posibilidad y que, de alguna manera, avanza en dotar de condiciones de 
accesibilidad para que eso ocurra. Claramente, algunas son materiales, como 
fue el caso del impacto del boleto gratuito en la educación media y cómo 
repercutió en la radicación de la educación en los distintos territorios del país. 
Antes, en muchos lugares, solamente se contaba con Primaria, y existían 
grandes dificultades para que los estudiantes continuaran con su educación . 


A su vez, en un desafío no menor, se sortean dificultades culturales, de 
expectativas de la sociedad sobre sus hijos, así como también de tipo 
conceptual y de formas de organización que el sistema debe tener 
permanentemente en análisis y en debate para su transformación; pero no 
tenemos ninguna duda de que estamos viviendo el momento en el cual la 
expansión educativa y en otros órdenes de la sociedad rompen un círculo 
histórico. Cuando el país se encontraba en situación de crisis, los jóvenes se 
volcaban a los centros educativos; cuando se retomaba el desarrollo, los 
abandonaban. Hemos vivido una década en la cual ese círculo se ha 
interrumpido y hoy, los jóvenes, además de tener reales posibilidades 
laborales, se acercan de manera importante a los centros educativos. 


En enseñanza media, desde 2010 a la fecha, se han constituido más de 
2.600 grupos para brindar cobertura a más de 18.000 jóvenes de doce a 
diecisiete años y a personas mayores de edad que por distintos motivos se 
habían desvinculado del sistema educativo, así como también, para mejorar las 
condiciones de trabajo en función del número de alumnos por grupo y de 
realizar un acompañamiento de carácter más personalizado. El hecho de 
abandonar la educación uniforme para pasar a una educación que atiende la 
singularidad requiere transformaciones de distinta índole. Por supuesto, 
también requiere de recursos, así como de mantener una discusión conceptual 
permanente y dinámica con respecto al lugar que la educación debe ocupar. 
Para la creación de los grupos mencionados, se volcaron más de 
$ 5.000.000.000. 


Hoy, la presencia existe, la demanda está cubierta y la planificación de 
infraestructura, también. Para 2019, la educación media va a estar dotada de 
condiciones realmente superiores respecto a las que tenía en el pasado. Se 
debe tener en cuenta que en el año 2015 había 264 liceos y en 2018 tenemos 
302. En UTU, en 2009 había 209 centros educativos y en 2018 tenemos 166 


Actualmente, la educación media se acerca a la primaria. Tenemos 
menos de 1.000 centros de educación primaria a nivel urbano y 468 centros 
donde se desarrolla educación media básica y superior. Esto significa un 
crecimiento de 78 centros que, además, están ubicados en nuevos lugares, 
donde no había presencia de educación media. Digo esto más allá de los usos 
de la sociedad civil en términos generales y también del resto de los actores del 
sistema, que han cedido espacios para esta expansión educativa. 


Previendo el uso de estos nuevos espacios tanto en Secundaria como 
en UTU, en el artículo 7* se solicita un incremento de $ 363.776.743 para poder 
continuar con este proceso. A nuestro entender, es imposible detenerlo; lo 
denominamos expansión educativa y desafío en condiciones de igualdad. 


Más allá de todas las críticas y visiones que puedan existir, es clarísimo 
que los más pobres son los que en mayor proporción se están acercando al 
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sistema y están avanzando en el sistema. Ese elemento es absolutamente 
claro y transparente y se puede expresar de distintas formas. Objetivamente, 
podemos recurrir a la Encuesta Continua de Hogares para establecer con 
claridad las cifras: en doce años, la cobertura es del orden del 99%; en trece 
años, de 98%; en catorce años, de 95%, cuando hace pocos años llegaba 
como máximo al 90%; en quince años, de 91%, cuando hace un tiempo era de 
82%; en 16 años, de 87%, cuando hace unos años era de 77%, y en diecisiete 
años, llegamos a un 80% de cobertura, cuando estábamos en un 67%. 


Hay más de 18.000 jóvenes de doce a diecisiete años en el sistema 
educativo. Además, cuando esto se analiza por quintiles, se puede apreciar 
cómo los quintiles más bajos van teniendo presencia en el sistema educativo 
público nacional. 


En función de ese desafío es que en el artículo 7* solicitamos 
$ 363.776.743. Esa cifra nos permitiría dar un uso a los centros estrictamente 
nuevos y un mayor uso, en función de esta expansión, a los que han sido 
ampliados para tal fin y que aparecen detallados en el primer anexo del tomo 
vinculado al articulado. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Me voy a ceñir a las directivas de la 
señora presidente y de la Comisión en el sentido de tratar estrictamente los 
temas presupuestales. De todos modos, quiero decir que hay consideraciones 
que no comparto; simplemente, anuncio un titular. Las cifras rompen los ojos: 
de diez alumnos que empiezan Primaria, apenas tres terminan la educación 
media superior. Esta información está en todos lados, los decanos se quejan y 
demás, pero la discutiremos en otro momento. 


Con respecto al punto que estamos analizando, hay algo que me 
preocupa y por eso quiero consultar al Consejo Directivo Central. 


Como ustedes recordarán, hace poco vino la UTEC. Ellos tienen un 
sistema para elaborar el presupuesto, determinar las metas, los proyectos, 
etcétera. Una de las variables que tienen en cuenta para disponer de los 
recursos es el egreso. Nosotros preguntamos al consejo de la UTEC si 
efectivamente hacían pesar el egreso, porque así lo habían establecido en la 
exposición inicial. Nos respondieron de una manera muy clara: "Obviamente, si 
nosotros vamos a planificar -palabras más, palabras menos; no quiero sustituir 
lo que dijeron los directores de la UTEC, pero el concepto quedó claro-, para 
hacer un presupuesto correcto y maximizar los recursos es indispensable tener 
en cuenta los egresos". 


Nadie dice que no entren. Algunos no entran, se pierden y, después, hay 
miles que no se sabe dónde están; lo han dicho las autoridades. Entonces, la 
pregunta es: ¿se tiene en cuenta el nivel de deserción al momento de hacer el 
presupuesto? Lo digo en el sentido de la cobertura de edificios y de la creación 
de grupos. 


Me ha pasado de ir a centros educativos -no lo publico, pero voy- o que 
se comuniquen conmigo o vengan a verme directores y demás autoridades: a 
esta altura del año, hay grupos que tienen cinco o seis alumnos. Aclaro que 
esto pasa en liceos de Montevideo. No quiero dar el número del liceo porque 
no quiero generar problemas a las instituciones ni estigmatizar a ninguna. El 
otro día visité un liceo de Montevideo, de una zona de las llamadas de 
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"contexto crítico". A mí no me gusta ese tipo de discriminaciones, entre otras 
cosas, porque es vieja la teoría y la postura -aquí está Margarita Luaces, que 
de eso sabe mucho más que yo- de las escuelas inteligentes. O sea que, en 
realidad, no es el contexto lo que asegura los resultados, sino cómo 
manejamos los recursos educativos en los centros. La verdad es que en esa 
visita encontré grupos de cuatro y cinco alumnos. Además, sé que no es el 
único liceo en esa situación. 


En consecuencia, pregunto al Consejo Directivo Central si esos aspectos 
se tienen en cuenta. De repente, estamos gastando basados en una 
permanencia que no existe -es dolorosísimo, pero no existe- y no estamos 
gastando, o no estamos gastando bien, en lo que se debe hacer para que los 
alumnos no deserten. Esa es mi preocupación. La verdad es que el otro día la 
intervención de la UTEC me removió realmente la forma de pensar. Nunca 
había pensado el tema por ese lado, pero para ellos es una variable a tener en 
cuenta, no para expulsar alumnos, sino para maximizar el uso de los recursos. 


Gracias. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Mi intervención apunta a dar respuesta a una 
pregunta que es muy pertinente, que refiere a uno de los grandes problemas 
que ha sufrido el sistema educativo, que tiene décadas y que, aparentemente, 
hay muchas dificultades para encontrar la solución. 


Hemos elaborado una a gráfica que muestra la cantidad de niños salidos 
de la escuela de los que no hay registro de que inicien un proceso educativo en 
educación media, ni en instituciones públicas ni privadas. Las cohortes de 
egreso de sexto año de Educación Pública son del orden de los 40.000. En 
2013, 3.373 niños no estaban registrados dentro de la educación formal, ni 
pública ni privada; en 2014, eran 3.205, y en 2015, 2.686. 


Cuando comienza el proceso de seguimiento de trayectorias continuas, 
completas y protegidas, hay un cambio -yo diría, si se me permite- de carácter 
conceptual. Uno puede ver el estado de situación de una institución y ver qué 
mejoras le aplica para obtener determinados resultados; es muy distinto si uno 
lo hace en función de que los resultados son el origen de los cambios. Por 
tanto, este proceso en el que ingresó la Administración, en acuerdo 
interinstitucional con muchísimas otras instituciones del territorio nacional, 
permite indagar cuáles son las dificultades, tanto del sistema educativo como 
de otras áreas a atender en términos más integrales, en el caso de nuestros 
niños en su transcurso por la educación primaria, pero fundamentalmente por 
la educación media. 


Ese proceso de descentralización que tomó la Administración, dando 
roles y jerarquías nuevas a actores locales y compartiendo políticas, en una 
línea de seguimiento de trayectorias continuas, completas y protegidas, es lo 
que permite generar -no con macronúmeros, sino con información real de lo 
que vive cada niño, cada familia, en su entorno- las acciones para revertir una 
situación totalmente inequitativa, de la que somos parte, y que en los últimos 
treinta años el país no logró condiciones para resolver. Este proceso de 
seguimiento de trayectorias se empieza con la cohorte de egreso de la escuela 
de 2015. En 2016, se encontró que había 1.068 niños de los que no solo no se 
encontraba registro en la educación pública ni privada, sino que existían otras 
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dificultades en otros registros, referidas a asistencias de otro tipo, a nivel 
integral, que un porcentaje de estos niños no tenían. 


En 2017, empieza un proceso que ustedes conocen, que se llamó 
Preinscripción, por el que se convoca a las familias a elegir, dentro de la 
disponibilidad que tiene la Administración, cómo continúa la trayectoria 
educativa de su hijo. Se trabaja muy fuertemente con Primaria y ya, en estos 
momentos, las maestras de sexto año de Primaria están haciendo un trabajo 
articulado con los docentes de Educación Media y con las familias para ver en 
el entorno donde está radicada esa escuela, cuáles son las oportunidades 
educativas para primer año: si son en Secundaria o en UTU. 


Hecha esta convocatoria en 2017, los niños sin registro, una vez 
terminada la escuela -o sea que no iniciaban, según el registro de la 
Administración, un primer año de educación media- eran 613. Y en el año 
2018, esa cifra pasó a 509. Se conoce al detalle la situación de vida de cada 
uno de ellos; podemos escribir un libro, si ustedes así lo entienden, contando la 
vida y la historia de cada uno de ellos. 


¿Qué pasa? Esta posibilidad que se da a las familias de optar, según la 
disponibilidad que tiene el Estado uruguayo hoy en la educación pública, llevó 
al 91% de conformidad de esas familias respecto de dónde quedó finalmente 
ubicado su hijo; hay un 9% sobre el que hay que seguir trabajando. Y estas 
radicaciones de espacios físicos en nuevos lugares permiten nuevas 
oportunidades para incrementar en forma positiva esa conformidad de las 
familias. 


Eso llevó a un movimiento, particularmente en UTU, que de disponer del 
14,5% de los egresados de Primaria, ha llegado a tener un 24% de ingreso en 
primer año, por opción de las familias, y con un 91% de conformidad. Repito 
que nos queda un 9% para seguir trabajando. 


Esto es tan complejo y es tan importante atenderlo que entendimos 
necesario dedicarle estos minutos de reflexión. 


De estas tres cohortes -estamos hablando de 120.000 niños que salieron 
de la escuela en 2015, 2016 y 2017-, que están en tercero, segundo o primero 
de educación básica, la Administración tiene un seguimiento de un 8%, 
entendiendo que, en esas edades, más del 40% se encuentra en el quintil 1. 
Por tanto, hoy tenemos el seguimiento departamental y local del 8% de los 
120.000 niños que han ingresado. Sabemos la situación por la que han dejado 
de estudiar, por la que se han desvinculado: los motivos y situaciones en 
vínculo con la familia que debemos resolver para revertir esa situación, y las 
expectativas desde el punto de vista educativo y cultural de las familias 
respecto de la permanencia de sus hijos en el sistema. 


Hemos trabajado fuertemente en transformaciones de organización del 
trabajo docente, desafío amplio aún en función de las expectativas que 
sostenemos. Hemos generado discusiones de carácter conceptual del lugar de 
la educación, de la educación como un derecho y la importancia de que todos 
estén en los centros educativos, provocando verdaderos cambios de 
oportunidad. 


Acá siempre hablamos de las personas que estaban dentro y pocas 
veces hablamos de los miles y miles que históricamente quedaban fuera en el 
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primer año de educación básica; ya no estaban en la preocupación de ningún 
sistema. Aquel modelo que centraba la responsabilidad en los directores de los 
centros era de los jóvenes que estaban en esos centros, no de los jóvenes que 
estaban en su territorio y tenían la responsabilidad de convocar y acompañar 
en el proceso educativo. Por tanto, hablamos muchos años de educación de 
las personas que estaban dentro del sistema, no de todos los jóvenes que 
debían estar en el sistema. 


Este dato que estamos acercando -vamos en el tercer año de 
seguimiento de cohortes- pone en jaque a todo el sistema, pone en jaque a 
toda la sociedad y, particularmente, a los responsables de la Administración, y 
nos desafía para encontrar caminos que no naturalicen esto que, de hecho, por 
acción u omisión, estaba relativamente naturalizado. En definitiva, este tema da 
para hablar mucho y para acercarnos. 


Hoy, la Administración está siguiendo el 8% de estas tres generaciones, 
intentando que el que se desvinculó, se vincule; viendo cómo dar un 
acompañamiento adecuado al que tiene un rendimiento débil, a fin de que no 
se desvincule; articulando con el Ministerio de Desarrollo Social y otros actores 
de gobiernos departamentales para fortalecer las estructuras familiares en los 
diversos modelos que hoy existen para, en coordinación con ellos, dar 
continuidad a este proceso, y generando todos los acompañamientos. No en 
vano la Administración creció, de 2005 a la fecha, en casi 38.000 vínculos 
laborales; lo decimos como un elemento generador de oportunidades de 
nuestra sociedad, no como un problema. Prácticamente 38.000 vínculos 
laborales en el Estado están en las funciones que hoy tiene esta expansión y 
esta nueva mirada de atención de los niños y jóvenes en la educación. Para 
nosotros, no por la responsabilidad coyuntural transitoria que tenemos, sino 
como docentes, es un orgullo disponer de un país, de un Estado y de un 
Parlamento como este, que ha dispuesto que esta sea una posibilidad real de 
nuestra sociedad. 


Hay muchas cosas que podríamos expresar respecto de esto para 
hablar de los problemas reales, que nos ocupan cotidianamente, con las 
debilidades que tiene nuestra sociedad y nuestro sistema, pero 
afortunadamente hemos asumido la responsabilidad de sacudirnos para revertir 
elementos o situaciones que han naturalizado una fragmentación de nuestra 
sociedad. 


Esta aguja que comienza a moverse -lentamente en función de las 
aspiraciones que todos tenemos- tiene un rumbo; pueden encontrarse formatos 
de organización y de espacios de atención que hoy permiten revertir 
situaciones anteriores. 


El desafío es enorme. No tenemos inconveniente -si así los legisladores 
lo entienden- en avanzar en el articulado y luego volver con las metas. Hay 
algo que es importante: cuando nosotros presentamos el presupuesto nacional, 
no solamente estamos solicitando dineros para llevar adelante determinadas 
políticas, sino que hemos fijado cuantitativamente metas. 


Cada uno puede tener la aspiración o la intención que crea de por dónde 
debe modificarse el sistema educativo uruguayo, y está muy bien, pero 
nosotros, como Administración, tenemos la responsabilidad de referirnos a las 
metas que nos hemos propuesto, a las dificultades que tenemos para alcanzar 
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algunas de ellas, a los logros y al porqué de esos logros. Eso también tiene que 
ser parte de este intercambio, esta discusión, una vez al año, sobre el avance 
de la educación, sus dificultades, sus proyecciones y logros, y los 
requerimientos de carácter material que son necesarios. 


Pasamos al artículo 8”. 


El desafío general que el país se ha planteado hace algún tiempo es 
avanzar en la generalización de la educación terciaria. La presencia en la 
ANEP de esa educación terciaria está dada en dos ámbitos: en el Consejo de 
Formación en Educación, con la formación de todos los docentes -hoy hay 
nuevos perfiles- y en el avance y la expansión de la educación terciaria 
tecnológica que imparte la UTU. 


En términos generales, esos números nos están mostrando una 
expansión en los niveles terciarios. Al 2017, hay 34.375 estudiantes: 10.225 
aportados por la educación terciaria de la UTU -en el año 2000 tenía 283 
alumnos; en 2018, del orden de los 11.000- y 24.150 alumnos de Formación en 
Educación que, luego de un ajuste en el año 2015, con criterios más estrictos 
de evaluar la matrícula, esta se incrementó en más de 4.000 estudiantes. 


Cuando hablamos de generalizar el acceso a la educación terciaria, la 
ANEP también contribuye con más personas que todos los centros de 
educación privada universitarios y no universitarios de que dispone el país. 
Seguramente, con la Universidad de la República compone el núcleo mayor de 
estudiantes en los niveles terciarios, con una gran expectativa de cambio 
dentro de la ANEP en el marco de una educación terciaria no universitaria. 


La aspiración de la Administración en estos niveles terciarios es una 
oportunidad -no para la Administración, sino para las personas, para los 
docentes, para los técnicos, tecnólogos, ingenieros tecnológicos que se 
conforman a nivel terciario en la UTU- de romper con un esquema de 
fragmentación para darles la posibilidad de que, en función de sus formaciones, 
tengan la disponibilidad de un título de carácter universitario. 


Esa expansión dada en este artículo -se establecen los centros y los 
polos tecnológicos al 2019- tiene un requerimiento de $7.666.379, que 
permitiría radicarse en lugares nuevos, fundamentalmente en el interior del 
país. 


En el marco de las políticas activas que la Administración tendría que 
llevar adelante o en las que tendría que profundizar, hay algunos elementos 
que, indirectamente, se han estado planteando. El artículo 9* refiere a la 
posibilidad de modificar un criterio de categorización de los centros educativos, 
o sea, recategorizarlos en función de sus nuevas condiciones y características 
y no estrictamente del número de estudiantes. No se trata solamente de los 
contextos en los cuales se desarrollan, sino de la diversidad de propuestas, la 
cantidad de proyectos y su acompañamiento, lo que puede permitir avanzar en 
un proceso que no solamente sostenga el número de estudiantes en su interior, 
sino otras condiciones. Esto va acompañado de figuras pedagógicas y de 
apoyo que cada vez se entienden más importantes en una educación 
singularizada. 


En una primera instancia, la Administración entiende que requerirían 
$ 350.000.000 para llevar adelante lo propuesto. 
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El artículo 10, al que indirectamente se hizo referencia cuando 
discutimos el artículo 1*, refiere a una solicitud de la Administración respecto de 
la transformación de los roles de supervisión y de acompañamiento docente. 
Esto permite fortalecer desde el punto de vista salarial a los equipos de 
dirección -no solamente a los directores, sino también a los subdirectores-, en 
un criterio gradual. Esto se anexa al aumento de un 17,10% al 2020 para los 
equipos directivos e inspectivos previsto en el artículo 1%. Para esto se estarían 
requiriendo $ 184.930.732 para 2019. 


El rol de estos perfiles ya ha sido explicitado en este ámbito, por lo tanto, 
no es necesario ahondar en ello, pero sí quiero resaltar que está expresado en 
función de las políticas activas de la Administración, más allá de lo que está 
considerado en las políticas generales de incremento salarial en la 
Administración. 


El artículo 11 refiere al inicio de un proceso con el 2% de los profesores 
efectivos. Se viene trabajando -una situación que viene en franco crecimiento 
en Educación Primaria- en dar la oportunidad a docentes efectivos de 
concursar para adelantar un grado y no tener que esperar el tránsito de cuatro 
años para que ello ocurra. 


En estos últimos tiempos, Primaria ha logrado darle un viraje interesante 
a ese proceso, que también ha tenido sus dificultades, no por la 
implementación, sino por las expectativas, la divulgación y el rol que asume 
ese nuevo docente una vez que avanza. Ese proceso permitiría que los 
docentes efectivos tuvieran la posibilidad de avanzar en su carrera no 
estrictamente cambiando de grado por antigúedad, sino a través de concursos 
que pongan en juego distintas situaciones. 


En el caso del trabajo que ya está aprobado y que se va desarrollando 
en Primaria, es importante destacar que cuando los maestros, al salvar el 
concurso, se destacan en las áreas de la lengua, de las matemáticas, de las 
ciencias o artístico recreativo, el Consejo toma la decisión de reorientar su 
ubicación y su disposición en función de contribuir, desde ese perfil docente, a 
la expansión de dichas áreas. En definitiva, el hecho de que por esa prueba no 
solo cambian de grado, sino que ponen en evidencia capacidades destacables 
-lo que contribuye al colectivo en general-, también motiva a los docentes a 
hacer el esfuerzo de concursar. 


Ese proceso no estaba dado en la Educación Media, por lo que en el 
artículo 11 estamos solicitando dinero para poder comenzarlo con el 2% de los 
profesores efectivos. 


El artículo 12 refiere a la formación y el desarrollo profesional. En 
educación inicial y primaria existe una cultura y espacios que gradualmente han 
ido consolidando un instituto de formación en servicio. Eso permite que un 
tercio de los maestros tengan propuestas de formación planificadas y 
organizadas año a año. Prácticamente en tres años -los consejeros de Primaria 
pueden ahondar en esto-, el Consejo tiene la oportunidad de interactuar con la 
globalidad de sus docentes en diferentes áreas, con distintos énfasis, lugares y 
modalidades educativas. Es algo orgánico, institucional, sistemático, que 
permite avanzar en los procesos de formación en servicio, en articulación -cada 
vez con mayor intensidad- con el Consejo de Formación en Educación. 
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La educación media no dispone en su cultura ni en su historia, de un 
espacio similar. Creemos que es necesario generar un espacio particular, 
intencional, planificado de formación en servicio. Se desarrollan muchas 
actividades a través de la formación en educación, del IPES y de distintas 
instancias que los consejos organizan. Resta mucho para darle la 
sistematización y el cuerpo que se ha logrado desarrollar en educación 
primaria. 


Este es el espíritu del artículo, para lo cual solicitamos $ 262.842.736 
para el año 2019. 


El artículo 13 refiere a dos aspectos. Las instituciones, a lo largo del 
tiempo, han ido buscando un manejo razonable, en función de las necesidades 
que cada uno de los centros y de los consejos requiere para desarrollar 
educación, en el marco de sus competencias legales y constitucionales. 
También es cierto que esas condiciones no son óptimas. Por lo tanto, en todas 
y cada una de ellas hay un conjunto de necesidades específicas aún no 
cubiertas, que no alteran en forma estructural el funcionamiento del sistema, 
pero que no son lo deseable. 


Hay dos espacios en este artículo: las situaciones históricas a 
complementar, de las que nos hemos tenido que distraer parcialmente por la 
expansión educativa, en función de que se han volcado allí rubros muy 
importantes, y un conjunto de políticas desarrolladas a través del Codicén y de 
cada uno de los consejos, en las que entendemos que es absolutamente 
pertinente profundizar: desde campamentos educativos hasta trabajos de 
investigación y desarrollo local, en la búsqueda de propuestas educativas en el 
marco curricular de referencia nacional y con todas las progresiones que hoy 
se están desarrollando. Se basan en distintas líneas de políticas de acción muy 
exitosas pero, a veces, la escala, por los recursos asignados, no es la deseable 
para la Administración. 


En la fundamentación de este artículo pueden recorrer un conjunto 
importante de líneas a profundizar y cuya escala pretendemos incrementar. 
También ahí pueden observar modalidades educativas y expansión del tiempo 
escolar, más allá de lo ya presentado en artículos anteriores. Es un artículo que 
nos pone en agenda entre el funcionamiento razonable y el deseable, en el 
marco del desarrollo óptimo de las instituciones educativas. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Tenemos varias dudas sobre la 
profesionalización docente en la educación media, e inclusive, respecto a otras 
cosas que se afirmaron. Esperaba que el doctor Robert Silva lo dijera. Que no 
lo hayan hecho algunos, es otro problema. En la educación media teníamos 
procesos permanentes de formación en servicio, inclusive con referentes 
internacionales, pero no importa; yo miro para adelante. 


Tengo una gran duda respecto a estos proyectos, que no sé cómo 
llamar. Me limito a lo que expresó el presidente Netto para no volver a las 
cosas que siempre escuchamos. 


¡Acá se va mucha plata! El Instituto Nacional de Evaluación Educativa 
nos hizo llegar un informe con respecto a estos proyectos especiales. Sus 
autoridades expresaron en el informe, negro sobre blanco -también lo hicieron 
en la Comisión de Educación y Cultura-, que muchos de los proyectos que 
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estudiaron -a pesar de las dificultades que tienen- no estaban bien identificados 
y que muchos no se estaban llevando a cabo. 


Me gustaría saber qué evaluación hay de esta larga nómina de 
proyectos; vamos a llamarlos así, porque es un término abarcativo, aunque 
técnicamente podríamos hilar más fino. Por acá se ha ido mucha plata y la 
advertencia vino del Instituto Nacional de Evaluación Educativa -que 
consideramos es de las mejores cosas que se han hecho en estos últimos 
años-, creado por la ley de educación. 


Como ellos han querido llegar y no pudieron y nos lo informan, pregunto 
-esto es estrictamente presupuestal, porque vamos a dar los recursos-: ¿hay 
evaluación? Primero, solicito que se haga una identificación clara y una 
evaluación de los proyectos -no tienen por qué hacerlo ahora; la pueden enviar 
después-, tanto de los que se culminaron como de los que quedaron por el 
camino, porque hay varios que se interrumpieron, a pesar de que en ellos se 
gastaron muchos miles de pesos -¡millones de pesos!-, y nunca supimos sus 
resultados. 


En consecuencia, reitero que quisiera que se nos enviara una nómina 
exacta de proyectos -a la que el Instituto Nacional de Evaluación Educativa no 
pudo llegar-, con su evaluación, porque hasta que votemos el proyecto de 
rendición de cuentas tenemos tiempo para leerlo. Inclusive, los que conocemos 
los nombres de muchos de ellos podemos ayudar a los compañeros a 
entenderlos. 


Aquí aparecen cifras generales, globales, que implican mucha plata. 
Para minimizar los recursos, que ya no son tan abundantes como lo eran antes, 
quisiera saber exactamente lo que pasó con los proyectos y qué resultados 
tuvieron. 


Reitero: no es necesario que lo hagan ahora; lo pueden enviar después, 
aunque, por supuesto, a la brevedad, para poder hacer referencia a ello en la 
discusión en el plenario. 


SEÑORA LUACES (María Margarita).- La ANEP tiene una estructura 
programática, que está visible en todas las presentaciones presupuestales. 
Con esto quiero decir que tenemos un presupuesto por programas. Cada uno 
de los programas -que se corresponden con las unidades ejecutoras: 001, 002, 
003, hasta 008-, tiene dentro de sí algunos de los proyectos que desarrollan. 
Una aclaración interesante podría ser que estamos pasando de proyecto a 
políticas educativas; eso tiene una diferencia importante porque no se 
desarrolla un proyecto puntual, sino una política educativa. Por ejemplo, podría 
tener un proyecto que tuviera que ver con la formación de lo profesores, pero 
estoy deseando tener una política de formación y desarrollo profesional, lo que 
implica varias cosas. En realidad, cuando se analiza una situación en términos 
de política educativa, se mira la totalidad del sistema. 


En ese sentido, lo que instituyó el Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, hace bastante tiempo, fue el Instituto de Formación en Servicio, que 
se ocupa especialmente de los maestros de las escuelas comunes y de tiempo 
completo, pero también hace otras cosas en combinación con el Consejo de 
Formación en Educación, que tiene formación permanente y un instituto que ha 
estado dedicado a eso. Sin embargo, educación media no cuenta con ese tipo 
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de instituto. En algún momento, en UTU existieron las Ureps, pero Secundaria 
no cuenta con un instituto que este bajo su égida. Por supuesto, eso no 
significa que no pueda hacer formación; de hecho, lo hace, e integra todas las 
comisiones intra ANEP que tienen que ver con la formación. 


De todos modos, lo deseable -estamos en esa línea- es que la 
educación permanente tenga un continuo en todo el sistema; es decir, que 
cada cosa que se haga -no importa si lo hace un maestro, un profesor o un 
técnico en UTU- se acredite en el resto del sistema y se reconozca en la 
carrera profesional. Estamos tratando de unificar y esa es la razón por la que 
no hablamos de proyecto, sino de política de formación. 


Por otro lado, la protección de trayectorias, que es algo que insume 
mucho dinero -estoy de acuerdo con que este es el artículo que lleva más 
dinero- es una política y está centrada en los estudiantes. Optamos por ella 
como una orientación particular para este período, ya que deseamos 
acompañar el desarrollo en cada una de las etapas de la vida, especialmente, 
atendiendo a la minoridad. Lo que buscamos -teniendo en cuenta la gráfica que 
se proyectó- es que cada vez sean menos los jóvenes que quedan fuera del 
sistema educativo. Para hacer eso es necesario contar con una enorme 
cantidad de dinero porque -estoy hablando solo de ANEP-, además de 
involucrar a muchos organismos del Estado, es necesario que todos los 
sistemas de información estén actualizados y sincronizados entre las distintas 
partes de la Administración Nacional de Educación Pública, como así también 
contar con unidades en el territorio que trabajen directamente con las familias. 
También es necesario contar con referentes dentro de cada uno de los liceos, 
porque no basta con que los estudiantes concurran a clases, sino que hay que 
retenerlos, hay que tratar de que fluyan, especialmente que aprendan, y que 
egresen; ese sería el sistema natural. 


Esto es lo que quería decir, a modo de aclaración, con respecto a este 
artículo, que es el que lleva más dinero. 


Para llevar a cabo cada una de las políticas educativas y las diferentes 
estrategias que involucran, es necesario contar con una enorme erogación 
desde el punto de vista presupuestal. Por eso cuando se detalla en el 
articulado aparecen todos los consejos representados. 


Por otra parte, quisiera aclarar que en la página 30, donde dice 
"Formación en Educación", debe decir "Consejo de Formación en Educación"; 
allí se cometió un error. 


Por un lado, aparecen los Servicios Personales, que es a lo que me 
estaba refiriendo y tiene que ver con la gente que involucra, pero en la otra 
gráfica, en la que figura por consejos, básicamente, lo que aparece en la 
columna relativa a Proyectos como Trayectorias Educativas continuas, 
completas y protegidas es una política, y lo que aparece como Integración 
Educativa en clave territorial es parte de otra política. Asimismo, la Ampliación 
del tiempo pedagógico en sus diversas modalidades y en todos los ciclos, es 
una política; y así sucesivamente. Por supuesto, algunas llevan más 
dinero y otras menos, porque dependiendo de cómo estén diseminadas en el 
territorio nacional los gastos son completamente distintos. En realidad, se trató 
de tener en cuenta todos los niveles. 
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Ahora no voy a abundar en todos los detalles, pero a partir de la página 
32 y hasta la 35 o 36, figura la argumentación que sostiene cada uno de los 
Consejos. 


En realidad, más que de proyectos puntuales, quería hablar de 
programas enteros. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Me alegro porque nosotros, con estas 
mismas autoridades, estuvimos sistemáticamente en contra de los proyectos 
focalizados. Por tanto, quiero saber -por eso les pido que nos lo acerquen; no 
ahora- qué proyectos focalizados quedaron sin efecto y cuánto se gastó, 
porque se fue mucha plata ahí, al igual que acá. 


En realidad, me parece bárbaro que se llamen políticas educativas, pero 
quiero el aterrizaje, y que se me explique, efectivamente, lo que se va a hacer. 
Si se necesita este dinero o más, si hay disponibilidad, no va a haber ningún 
problema en otorgarlo; por parte nuestra no va a haber problema. 


De todos modos, no diría que estoy cansada -esa no es la palabra 
porque si así fuera no estaría acá-, pero sí desilusionada porque veo que solo 
se les cambia el nombre a las cosas. Por lo tanto, quiero saber si, 
efectivamente, se cambian las cosas y para eso necesito el aterrizaje, sobre 
todo el detalle y la evaluación, también de los proyectos focalizados que se 
aplicaron a partir de 2005 y que quedaron por el camino. Por lo visto, se dieron 
cuenta de que no daban resultado, por lo que me alegro mucho. Y esto es 
presupuestal, porque si volvemos a confiar en dar estas partidas de dinero 
-estamos dispuestos a hacerlo porque no tenemos dudas de que gran parte de 
los mejores resultados que todos queremos pasan por estas cosas- debemos 
contar con datos más específicos. Como dije, pueden enviar el trabajo 
después; me imagino que debe estar hecho ya que, de lo contrario, no podrían 
saber cuánto necesitan para cada cosa. 


SEÑORA LUACES (María Margarita).- Los proyectos focalizados, como indica 
su nombre, son focales y están destinados a algunas instituciones. Por el 
contrario, las políticas educativas, en general, son universales, son nacionales, 
y tienen otro tipo de alcance. Esa es la primera distinción importante. 


Por otra parte, los proyectos originales no están en funcionamiento en 
este período, pero -no hay problema en aclararlo- se evaluaron y se sabe lo 
que hicieron. En realidad, muchas de las cosas que se hicieron y servían 
-especialmente las que servían, como algunos dispositivos, porque no todo es 
descartable- son utilizadas; aclaro eso porque es importante. Algunas cosas no 
las sé porque algunos proyectos no están en funcionamiento; de todos modos, 
muchos de los dispositivos que se utilizaban, que eran útiles y servían, se 
reutilizaron, se utilizan, se matizan, se modifican o crecen, teniendo en cuenta 
lo que existió antes. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Es verdad que se dijeron muchas cosas y que hay 
que informar sobre los avances y los resultados de las líneas de trabajo, así 
como sobre el impacto que tienen en las personas, que son el centro de las 
políticas. 


De todos modos, hay un elemento que es importante socializar en este 
ámbito y que tiene que ver con la preocupación planteada por la señora 
diputada Bianchi. Hay una diferencia sustantiva: debe tenerse en cuenta que 
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esta Administración tiene la responsabilidad -en todo el país, no solo en uno, 
dos o tres centros- de transformar un ejercicio construido en base a un modelo 
de programas y llevarlo a una estructura de políticas. 


Por tanto, esa lámina que ubiqué en ese lugar, seguramente, requiera de 
mucho análisis y discusión. ¿Cómo se avanza? ¿Cómo se escala en el marco 
de programas? ¿Replicando la estructura de un programa dotado de un 
presupuesto para un uso absolutamente reducido de población objetivo a 
atender con iguales características? ¿O se avanza en la construcción de 
estructuras de políticas que permitan poner en uso la institución en su conjunto 
para tener presencia de carácter universal? Porque la discusión de "políticas 
focalizadas, sí o políticas focalizadas, no", no sé si es el gran debate. Tal vez, 
el debate consiste en cuál es la planificación de expansión de cualquier política 
que se genera con un presupuesto particular, con condiciones particulares, 
absolutamente aisladas de lo macro a nivel de escala de un sistema. 


Es cierto que hemos pasado por muchos programas que han pretendido 
demostrar elementos positivos en su accionar y en muchos casos lo hemos 
diagnosticado. Eso es lo que hemos definido y lo expresamos aquí cuando 
presentamos el presupuesto para este período. Dijimos que vamos a 
transformar programas en el uso de sus dispositivos con una escala de 
carácter universal; en primer lugar, porque hay algunos elementos 
conceptuales que pueden estar en juego, pero hay otros que son materiales. La 
forma como se han constituido muchos programas de atención particular no 
tiene la escala presupuestal ni humana para abordar a todos aquellos que 
tienen similar caracterización. Por lo tanto, el cambio conceptual que dio esta 
Administración es pasar de programas a políticas, y para profundizar en ello, 
seguramente, se requerirá de otros tiempos. Antes se podía visualizar que 
había dispositivos para atender la situación de determinados niños, jóvenes y 
estudiantes en algunos puntos del país, pero hoy existe disponibilidad con 
carácter universal, lo que a nuestro entender es un avance significativo. 


Si el señor presidente me permite, cedo la palabra al consejero Luis 
Garibaldi, a efectos de que profundice en algunas líneas vinculadas a estos 
artículos, referidas a los desafíos del Consejo de Formación en Educación. 


SEÑOR GARIBALDI (Luis).- Es un gusto estar aquí presente. 


Simplemente, quiero señalar que este artículo, como lo dijeron los 
consejeros anteriormente, abarca distintas políticas y los programas son 
presupuestales y, por lo tanto, está incluido el Consejo de Formación en 
Educación con el programa de formación inicial y desarrollo de formación 
permanente, posgrados e investigación. 


El Consejo de Formación en Educación tiene planteada una serie de 
desafíos tendientes al mejoramiento en la formación de los docentes en 
número, en calidad y en especificidad según las necesidades del sistema 
educativo; una actualización y una modificación de sus planes de estudio; el 
desarrollo de su estructura docente; el desarrollo de la investigación, y el 
desarrollo de los posgrados y una mejora de la gestión. Esos son los seis 
objetivos previstos en el mensaje de ley presupuestal para 2015 y para estos 
años. 
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En este artículo estamos solicitando -fue lo que acordamos con el 
Codicén- recursos que por un lado, implican el mejoramiento de una estructura 
administrativa y, por otro, la posibilidad de la ampliación de algunas carreras. 
Hoy, el presidente del Codicén mencionaba la nueva carrera de maestro de 
primera infancia, que está teniendo muy buenos resultados y muy buena 
aceptación. Esto demuestra las dos características que debe tener toda 
propuesta de educación terciaria, que son la pertinencia y la relevancia. 
Además, esta carrera implica atender la expansión de la educación en la 
primera infancia e inicial en todo el país. En este momento lo estamos 
ofreciendo en ocho centros, pero se requieren recursos para llegar a otros 
lugares, dado que la educación en primera infancia está en todo el país. 


De todas maneras, nosotros nos propusimos un desarrollo controlado, 
sobre todo porque es una carrera nueva y porque implica nuevos recursos, 
acuerdos y arreglos interinstitucionales para sus prácticas docentes. Sin 
embargo, creemos que es momento, no de expandirla a todos los 
departamentos, pero al menos llevarla a dos más; en algunos casos, inclusive, 
puede ser en forma itinerante, como va a suceder en Rosario y en Rocha. 
Seguramente, esas ofertas se harán en otros departamentos. 


También tenemos necesidad de expandir algunas horas vinculadas al 
mejoramiento de la calidad de la modalidad semipresencial, que se ha 
expandido en forma muy importante. Esto requiere de un incremento para que 
las aulas virtuales -que son muy demandadas en aquellos lugares donde no 
hay ofertas de centros regionales- estén en condiciones de atender con calidad 
a los futuros docentes que quieren regularizar su situación a través de 
formación técnica y pedagógica. 


Asimismo, estamos planteando la expansión de otro tipo de formaciones 
como la propuesta en educación ambiental, de técnico en inclusión educativa y 
de psicopedagogía, en acuerdo con la Universidad de la República, porque en 
este momento estas formaciones no están en la oferta pública. 


Por otra parte, estamos solicitando recursos para seguir impulsando el 
desarrollo de la investigación. Nosotros tenemos un programa en creación para 
el impulso de la investigación en el Consejo de Formación en Educación y un 
acuerdo con la ANIl de un fondo sectorial, además de los tres que tiene 
educación: uno con ANEP, otro con Ceibal y otro con el Consejo de Formación 
en Educación. Tenemos catorce proyectos de investigación en curso y estamos 
haciendo un nuevo llamado. Sin embargo, entendemos que requerimos de 
otros mecanismos no solo para promover la investigación a través de este 
acuerdo con la ANII, sino para desarrollar horas docentes. 


También, a partir de un acuerdo que hicimos para la modificación del 
Capítulo XIV del Estatuto del Funcionario Docente, que hace referencia a la 
estructura en formación docente, estamos planteando la posibilidad de 
establecer una estructura de grados académicos en la que la antigúedad no 
sea el único aspecto para ascender de grado, sino que sea a través de formas 
de trabajos de grados académicos, de concursos, y para eso es necesario 
cambiar la escala. Hay acuerdo en ir a una escala de cinco grados, aunque al 
principio trabajaremos con tres: de ingreso, desarrollo de la docencia y 
conducción de equipos de investigación y de gestión. Para eso se necesitan 
recursos a efectos de remunerar a los grados académicos 3 y 4. 


36 


Asimismo, estamos señalando la necesidad de desarrollar una política 
en la que venimos avanzando pero con recursos todavía escasos: la de becas 
de asistencia económica a estudiantes de formación en educación. El Consejo 
está otorgando anualmente alrededor de 2.300 becas, entre las becas de 
ayuda económica Julio Castro y las que se otorgan a las otras especialidades 
que hemos incorporado nosotros, que están alineadas con lo que paga el 
Fondo de Solidaridad y, además, están gestionadas por dicho Fondo. Esto nos 
permite tener una convergencia con las becas de todo el sistema educativo y 
las becas de los CERP. Nosotros estamos pidiendo un incremento porque de 
cada tres solicitudes de becas, solo podemos otorgar una. Para conceder las 
becas se tiene en cuenta una doble condición: la situación socioeconómica de 
los alumnos y su desarrollo académico, pero a veces dejamos afuera a un 
número importante de estudiantes que podrían contribuir al objetivo, que es la 
continuidad educativa y el egreso en tiempo. 


Recordemos que uno de los problemas que tiene la formación docente 
no es la afiliación, ya que la matrícula y los ingresos han venido 
incrementándose, sino lograr que los estudiantes lleguen a formarse y a 
egresar en cuatro años o, por lo menos, en cinco años, que sería lo correcto. 
Ese es un problema importante y tiene que ver con las características de los 
estudiantes. Hemos hecho un relevamiento sobre estudiantes -que vamos a 
proporcionar a los legisladores- que indica que las edades van de los 
veinticinco a los treinta años, que ya tienen familia, trabajo y, en promedio, ya 
tiene seis años de egresados de educación media; por lo tanto, son estudiantes 
que ya han pasado por otras actividades educativas o formativas. Entendemos 
que para atender a esta población necesitamos de políticas nuevas. Allí va el 
cambio del plan de estudio, que creemos que tiene que ser más flexible y más 
adaptado a estos estudiantes, así como también las becas estudiantiles. 


En síntesis, estos son los aspectos que estamos desarrollando. 


Quiero agregar que podemos ofrecer un estudio que tenemos sobre los 
resultados de todas las becas -y, en particular, de la beca Julio Castro, que fue 
un acuerdo entre el Ministerio de Educación y Cultura, el Ministerio de 
Economía y Finanzas, el Consejo y la ANEP- para demostrar que, 
efectivamente, las renovaciones automáticas que se hacen a partir de una 
aprobación de por lo menos el 60% o el 70% -el 60% es en el primer año y el 
70% es en el promedio de la carrera a lo largo del año- están llegando a niveles 
muy altos, mejoran anualmente e, inclusive, mejoran el objetivo, que son los 
egresos: de cada diez becarios, siete se llegan a recibir alrededor de los cinco 
años de estudio. Eso demuestra que se trata de una política adecuada. 


Finalmente, sobre la evaluación, tenemos un acuerdo con la Corporación 
Andina de Fomento -el presidente del Codicén va a firmar este convenio en 
pocos días- para hacer un estudio longitudinal que nos permita analizar más a 
fondo el impacto de estas becas. Precisamente, nos va a permitir ver qué pasa 
con quienes reciben la beca y quienes no la reciben pero están en condiciones 
similares -como no es una beca universal siempre queda fuera alguien muy 
parecido a otro que la recibió- y también estudiar los impactos, porque 
entendemos que el estudio y la evaluación de las políticas es importante a la 
hora de definir los instrumentos que se utilizan. 
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Las evaluaciones que tenemos hasta el momento nos permiten indicar 
que se trata de una política exitosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos a considerar el artículo 14. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Este artículo está centrado totalmente en 
inversiones y tiene dos aspectos. 


Uno tiene que ver con continuar en el proceso de dotar a los centros 
educativos de accesibilidad, habilitación de bomberos y tantas cosas que hoy 
se están haciendo. Sin embargo, es importante destacar que todo centro 
nuevo, claramente, cumple con todas las condiciones referidas en este caso. 
Se ha trabajado en todas las escuelas rurales para dotarlas de las 
aprobaciones correspondientes, pero el parque edilicio institucional es muy 
grande y hoy está tomando recursos de los $2.400.000.000 anuales 
destinados a inversiones en términos generales. Por lo tanto, descuida parte de 
ese proceso o comparte el esfuerzo en ese proceso con esta etapa de las 
mejoras en lo que tiene que ver con la accesibilidad y la habilitación de 
bomberos. 


En esta primera parte hay algunas situaciones muy excepcionales, y 
creo que tenemos que hacer un reconocimiento muy importante a todos los 
gobernantes departamentales del país, sin ninguna excepción, por la enorme 
contribución que han hecho en la dotación de terrenos para posibilitar esta 
expansión educativa sin costos vinculados a la compra. Inclusive, debemos 
reconocer que varios gobernantes departamentales han hecho ellos mismos la 
compra para luego pasarla en donación o en comodato a la Administración. 
Hay algunas situaciones complejas de resolver que requieren, para una más 
eficiente inversión, la compra de un terreno en un lugar donde las necesidades 
son reales, y que no ocurra que por no disponibilidad de un terreno a una 
distancia cercana se interrumpa un proceso en esa logística de replanificación 
o de planificación en función de la presencia de centros educativos. Entonces, 
hay que terminar comprando algún terreno. Reitero que esta primera parte de 
infraestructura se plantea en esas tres dimensiones: habilitación de bomberos, 
accesibilidad y compra de terrenos. 


Hay un segundo aspecto que tiene que ver con otro tipo de inversiones 
de infraestructura en equipamiento tecnológico de distinta índole. Se trata de 
profundizar la presencia de equipamientos adecuados a los planes de estudio 
que se brindan y actualizados desde el punto de vista tecnológico. Eso, en esta 
solicitud, sería del orden de $ 1.454.624.477. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Sin duda, es 
importantísima la parte tecnológica, pero tenemos que adecuar los locales para 
que puedan recibir estos avances. 


En los últimos años ha habido un incremento de la potencia que se 
utiliza en todas las escuelas, que ha llevado a tener una deficiencia gravísima 
en la parte eléctrica. Eso ha ocasionado que, por ejemplo, una escuela en 
Tacuarembó esperara durante cuatro años para tener luz. 


Quisiera saber si están los recursos como para cubrir eso para ir 
adelantándonos a lo que va a ocurrir después, cuando tengamos esta 
tecnología. Sin duda, en pocos años, la realidad de las importaciones llevó a 
que tengan aire acondicionado, a que tengan una jarra para calentar agua, a 
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que tengan más estufas y a que existan otros implementos, como un 
microondas, que antes no existían. Creo que esa es la prioridad y por donde 
hay que empezar para no poner la carreta delante de los bueyes. 


Quisiera saber si en este rubro está prevista esa parte, porque me 
parece fundamental. 


SEÑORA MONTANER (Susana).- Quiero reiterar algo que ya he planteado en 
pedidos de informes. 


Siempre me preocupó el tema de la habilitación de bomberos. ¿Por qué? 
Por la situación edilicia en la que se encuentran muchos centros educativos, 
sobre todo en mi departamento. En San Gregorio lo están arreglando, pero 
todavía hay grandes carencias en la parte eléctrica que, en caso de lluvia o 
inundaciones, no permitían funcionar. Sé que lo están arreglando, pero en los 
reiterados pedidos de informes que he hecho a la Administración no he 
obtenido una respuesta significativa sino, más bien, contenidos vagos, yo diría, 
muy vacíos. Me preocupa porque está en juego la seguridad de nuestros niños, 
de nuestros jóvenes, del personal docente y del resto del personal que trabaja 
en los centros educativos. 


También conocemos la situación del Liceo N* 3 -por poner otro ejemplo-, 
aunque sabemos que el edificio se va a construir. Mientras tanto, ¿qué 
seguridad podemos dar a nuestros jóvenes y también al personal que trabaja 
allí de que no van a tener un accidente que traiga como consecuencia víctimas 
que no queremos tener? La escuela de Los Molles es otro ejemplo, ya que 
tampoco cuenta con salones suficientes; solo tiene un salón; inclusive, llegó a 
funcionar en contenedores de una empresa que trabajaba en la ruta y que se 
los prestó, pero ahora se los va a llevar. Esa escuela insiste en que no tiene 
salones suficientes. 


Sé que mi pregunta es un poco locataria, pero me aflige el tema. Lo 
hemos consultado a través de los pedidos de informes, pero no hemos tenido 
suerte y, señor Netto, ya que lo tenemos aquí y porque este artículo hace a la 
cosa, quiero solicitar que se priorice el tema porque ponemos en riesgo la vida 
no solo de los jóvenes, sino también de los profesores y de todos aquellos que 
participan de los centros educativos. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Por supuesto que hay toda una línea de 
mantenimiento: mantenimiento profundo y mantenimiento más leve que, 
gradualmente, llega. 


Es verdad que hay -como dice el señor diputado Ezquerra Alonso- un 
efecto que nosotros denominamos "efecto del aire acondicionado", respecto a 
lo que tiene que ver con las instalaciones eléctricas. Son más las demandas, 
las posibilidades que tiene la sociedad de acceder a bienes de mayor confort y 
eso, claramente, tensiona sobre las instalaciones eléctricas. 


Además de una planificación en este sentido también aparecen unas 
figuras -que hoy pueden ubicar en los departamentos- que se ocupan del 
mantenimiento eléctrico y, fundamentalmente, sanitario. Esto ha simplificado 
mucho actividades que la Administración solamente tenía oportunidad de 
sanear a través de empresas, a un costo muy elevado y con las dificultades de 
tramitación que eso implica. Eso ha acelerado un poco el proceso de cambio, 
pero está en la agenda. Este artículo también contribuye a fortalecer en ese 
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sentido, con la planificación que está establecida. También es cierto que de esa 
planificación original de inversiones en infraestructura nueva se desprenden los 
programas de mantenimiento edilicio. 


Por supuesto, la habilitación es un proceso en el cual estamos. No sé si 
entienden necesario ampliar la información. En todo caso, para no ahondar 
ahora en este tema, después les enviamos un informe del arquitecto que está a 
cargo de toda la parte de infraestructura y particularmente de todas las 
habilitaciones. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Ya lo dijo, y agradecemos 
si después nos pueden mandar el informe. 


Si me permite el atrevimiento, ya que hablaba de los gobiernos 
departamentales sería muy bueno tener en cuenta un convenio que ya existe 
entre la Corte Electoral y el Congreso de Intendentes, por la velocidad que 
puede implicar estar en el territorio. Sin duda, Primaria es la unidad más 
descentralizada que tiene el país, pero después vienen las intendencias y se 
pueden establecer convenios por el tema del trabajo, así como generar 
proyectos en común con empresas locales, lo cual sería más rápido y más 
barato, porque no tendrían que pagar traslado ni pernocte ni ese tipo de cosas. 
Muchas veces, en las páginas nacionales no entran las empresas locales, y me 
tomo el atrevimiento de señalar que es algo a observar y, a lo mejor, a copiar. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Hay una pregunta que hice a las 
autoridades de la Corporación Nacional para el Desarrollo -que es la que hace 
la mayoría de las obras de remodelación de las escuelas, especialmente 
rurales- con respecto al seguimiento de la obra. Hay muchísimas escuelas en 
las que se hace una obra y, al poco tiempo, están peor que antes. Yo sé que 
Primaria tiene un arquitecto residente en los departamentos, pero habría que 
hacer un seguimiento bastante más fuerte de las obras que se hacen. 


Nosotros tenemos un ejemplo en Río Negro, donde la licitación de la 
obra en la escuela de Paso de la Cruz fue para cambiar el techo y se le puso 
un techo que las paredes no aguantan, porque están asentadas en barro. Esas 
cosas hacen que el gasto sea, no digo inútil, porque no lo es, pero se podría 
haber hecho mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si le parece, continuamos con el articulado. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Continuamos, pero son de recibo algunos de los 
planteamientos. Hay que estar permanentemente trabajando. Es verdad que 
hay un arquitecto residente departamental -en algún caso hay más de uno-, 
pero este es un tema en el que debemos tener precisión. 


Además, también quiero resaltar que aquellos proyectos que 
generamos, a los que se refiere el señor diputado Ezquerra, fueron muy 
exitosos. Funcionaron muy bien y tenemos que seguir pensando qué pasó que 
aquello no desarrolló la continuidad deseable. 


Voy a pasar al artículo 15. 


Además de las 125 obras con finalización pendiente 2019-2020 y, 
seguramente, a partir de la proyección se podrán arrastrar algunas al año 2021, 
en el proyecto de modalidad participación público privada ya se está trabajando 
en los cuatro llamados que se planificaron para este período. El primer llamado 
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consta de 44 jardines y 15 centros CAIF. El segundo llamado es por 23 
escuelas, 10 polideportivos y 9 polos tecnológicos. El tercer llamado es por 15 
escuelas y 27 centros CAIF. El cuarto llamado es por 58 centros para 
educación media, es decir, Secundaria y UTU. 


El primer llamado ya está en un proceso de trabajo de acuerdo entre la 
empresa y el Ministerio de Economía y Finanzas, en función de cumplir con 
todas las garantías desde el punto de vista del financiamiento para un proyecto 
de este tipo. Por los tiempos que para cada una de estas cosas establece la ley 
aprobada a este efecto, se prevé que la construcción de estos jardines va a 
estar iniciada o con un avance muy importante en el primer semestre del año 
próximo. La discusión de la entrega en términos generales está entre 2020 y 
2021. Así va a pasar con el segundo y el tercer llamado. Por tanto, en relación 
con el cuarto llamado, los tiempos estarían arrojando que las obras estarían en 
2021, y por eso no aparecen demandas relativas a ellas en esta rendición de 
cuentas. De todos modos, las obras en el correr de 2020 van a tener visibilidad 
en función de su construcción. 


¿Qué ocurre? En el primero y el segundo llamado hay cierta probabilidad 
de que algunas de las obras estén entregadas avanzado el 2019. Entonces, la 
Administración solicita la incorporación a un fondo que ya está dado en función 
también de un artículo acercado a esta rendición de cuentas por el Ministerio 
de Economía y Finanzas o el Poder Ejecutivo, vinculado con cierta probabilidad 
de que algunos centros estén con capacidad de entrega antes de que culmine 
el año 2019. Eso significaría asumir la responsabilidad de ese espacio y 
comenzar en esa entrega con los pagos por disponibilidad. 


Está planificado en función de un conjunto de centros y en determinado 
período acotado al año 2019. Por eso, ustedes encontrarán, al verlo en el 
artículo, una diferencia sustantiva entre 2019 y 2020, que es cuando están en 
pleno desarrollo y en su completitud. 


El artículo 15 hace referencia a ese primer llamado de 44 jardines. 


El artículo 16 hace referencia a escuelas que están incluidas en el 
segundo y el tercer llamado. Son esas 23 y 15 escuelas en el tercer llamado, y 
con igual criterio se entendió razonable generar un espacio en 2019, previendo 
que algunas de las entregas pudieran estar dadas en ese año. 


La situación de todas estas obras puede encontrarse entre dos grandes 
figuras: una que sustituye un centro y, por tanto, una vez que esté el edificio, 
todo ese centro, con todos sus recursos, se traslade allí, o que sea un centro 
nuevo, en un lugar nuevo. Lo ponderado en función de los tiempos y de las 
situaciones que incluyen la inscripción -las clases comienzan en marzo y hay 
todo un proceso previo- llevaría a que, de terminarse alguna de estas obras, 
estén priorizadas aquellas que serían sustituciones de centro. Por tanto, no 
requerirían recursos para 2019 -aunque se haga un uso acotado de ellas-, más 
allá de los que ya están hoy funcionando en el centro que se sustituye por uno 
nuevo. Entonces, aquí simplemente aparecen los pagos por disponibilidad, en 
el entendido de que la Administración podría estar en la situación de asumir la 
obra antes de finalizar el año 2019. 


En el artículo 15 tienen los cuarenta y cuatro jardines. En el artículo 16 
tienen el planteo para el segundo y el tercer llamado vinculado a escuelas. El 
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artículo 17 está fundamentalmente centrado en el segundo llamado para los 
diez polideportivos y los nueve polos tecnológicos, que si bien están en el 
segundo llamado, tienen una tecnología de construcción mucho más rápida y 
podrían estar presentes en parte del año 2019. Ese eje está bordeando estos 
tres artículos, es decir, la posibilidad de ya estar con alguna disponibilidad en el 
año 2019, debido a estos tres primeros llamados. 


Aclaro una vez más que el cuarto llamado no está incluido por el hecho 
de que los tiempos marcarían con claridad que su disponibilidad estaría a partir 
de 2021. 


Hago aquí una pequeña aclaración, porque hemos intentando ser lo más 
precisos posible. Al igual que con las obras tradicionales, ustedes tienen el 
desarrollo una por una. En algunos casos, si en todo este proceso se entiende 
que hay un lugar dotado de mejores condiciones que la ubicación original, se 
negocia con la empresa la posibilidad de un cambio y alguno de los centros 
que ustedes ven hoy aquí podrían finalmente estar radicados en otro lugar. Por 
supuesto que se van a abordar las mismas necesidades de cada uno de estos 
centros, que estaban absolutamente justificadas, pero tal vez en estos tiempos 
se logra negociar un espacio mejor de ubicación que el disponible al inicio del 
proceso. Por eso, si bien esto es muy específico en cuanto a los lugares a los 
que se refiere, también es cierto que puede existir algún movimiento respecto a 
su ubicación. 


Hasta aquí los artículos que vinculan créditos; nos queda el artículo 18. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- En cuanto a las obras de participación 
público privada, el informe que tenemos en lo que refiere tanto al Ministerio de 
Educación y Cultura, de Transporte y Obras Públicas, pero sobre todo al de 
Economía y Finanzas, expresan que el país hace las obras por participación 
público privada con dos topes importantes: uno, el 7% del PBI para 
endeudarse, y el otro, el 5 %o para pagos anuales. Lo único que está previsto 
hoy son $ 1.040.000.000 en 2020. 


La información que manejamos en infraestructura educativa corresponde 
a dos llamados: el primero, para cuarenta y cuatro jardines y quince CAIF; el 
segundo, para veintitrés escuelas, diez polideportivos y nueve polos 
tecnológicos. El primer llamado es por US$ 48.000.000 y el segundo por 
US$ 79.000.000. No teníamos datos del tercer llamado para quince escuelas y 
veintisiete CAIF, y menos del cuarto llamado. Lo digo porque este tema es muy 
importante para el futuro. Si el año que viene hay un cambio de Administración, 
esta tiene que saber qué topes tiene y qué topes le van a quedar para seguir 
haciendo obras por participación público privada, pero sobre todo, qué 
compromisos anuales de pago tendrá. Quiero conocer la opinión que tienen al 
respecto. 


Por otro lado, los proyectos, entre que se inician y se adjudican, están 
demorando más de dos años. Es probable que el primer llamado comience el 
año próximo y termine en 2020 o 2021. 


Otra cuestión que también debería estar definida -el profesor Netto dijo 
que podía haber algún cambio de ubicación, etcétera; supongo que en el 
primer llamado ya está todo establecido dónde se hace y si se trata de 
reubicaciones ya existentes o no- son los recursos humanos, tanto docentes 
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como no docentes, para la atención de esta infraestructura realmente 
importante que comenzaría a funcionar en 2020. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Sobre estos tres artículos que la ANEP solicita 
asignación de recursos para los pagos por disponibilidad, según lo expresado 
por el profesor Netto, probablemente en el mejor de los casos estarán 
culminados a fines de 2019 y en 2020. 


En primer lugar, quiero manifestar lo importante que es que se estén 
manejando estos montos de inversión en infraestructura educativa no 
computados hoy en el gasto público en educación, pero que están avanzando 
para concretar las infraestructuras, comenzándose a pagar recién cuando 
estén disponibles, obviamente de acuerdo con los cronogramas de cada obra y 
de los comienzos de su uso efectivo. Son montos importantes y son muchas 
las infraestructuras que se están construyendo, como muy bien lo expresa la 
ANEP. 


Con respecto a la solicitud del crédito correspondiente, como dijo el 
señor diputado Lafluf, en el artículo 294 del proyecto del Poder Ejecutivo están 
previstos los pagos por disponibilidad de todos los Incisos, incluyendo, por 
supuesto, los de la ANEP. Así se previeron para 2019, aunque de acuerdo con 
lo que nos explicaba el Ministerio cuando compareció, seguramente la gran 
mayoría de ellos se vayan a dar en 2020; no obstante, por razones 
presupuestales, hay que preverlos en 2019 para que se repliquen en 2020. 


No es que esté faltando esta financiación para la ANEP, sino que está 
prevista globalmente para todos los pagos. Seguramente, de acuerdo con las 
contrataciones y normas presupuestales, en el objeto del gasto relativo a la 
asignación, contrataciones participación público privado, está previsto un 
importe muy superior al que pide ANEP, porque están incluidas las obras viales 
y alguna social de otro tipo, que serán ejecutadas por los Incisos 
correspondientes. Por lo tanto, no es que falte este financiamiento: está 
previsto, pero será transferido, en función de que esté la disponibilidad de la 
infraestructura, a cada uno de los Incisos, en particular, para la ANEP. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Complementando la 
consulta del señor diputado Lafluf, cuando existe un emprendimiento público 
privado, sin duda, hay una retribución. Quiero que expliquen cómo se hará esa 
retribución al privado, cómo consta, cómo lo va a cobrar, es decir, si por 
alumno, por uso, por tiempo, por mes. 


Además, deseo saber si tienen los montos aproximados que se 
acordaron. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Por supuesto; eso está todo documentado. Pasó 
por una serie de distintos servicios, tanto internos de la Administración como 
externos -como el Ministerio de Economía y Finanzas y la OPP-, para justificar, 
en primer lugar, la necesidad de una infraestructura edilicia de tales 
características en tal lugar, con estudios georreferenciados, de población, de 
movimiento de población. Estamos hablando de una infraestructura que 
quedará habilitada para los próximos treinta a cincuenta años. 


También es importante hacer notar que esta infraestructura, producto de 
la suma de los esfuerzos de lo otorgado en el presupuesto más la modalidad 
PPP, cambian la configuración de disponibilidad educativa del país. Hay un 
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estudio del Programa de Planeamiento Educativo -seguramente, para publicar- 
de una consultoría respecto a cómo estamos en centros educativos de 
educación media para abordar el desafío de su universalización. Ya lo 
plantemos en más de una oportunidad, pero es parte de nuestra realidad como 
país: no teníamos condiciones materiales para que todos los jóvenes, aunque 
superaran las dificultades, tuvieran un lugar para asistir a la educación media. 
Ese es un logro en la educación básica; hoy, en 2018, es una solución 
universal en educación básica y en niveles de educación medio superior, y al 
terminar este período quedará globalizada la posibilidad real, material. Cuando 
hablo de un "lugar", no me refiero simplemente a la intención, sino a la 
constatación material, con un estudio serio, de que ese lugar está dado, así 
como las otras condiciones que tienen que seguir en el análisis, en debate y 
también en el encuentro para que esto se convierta en una realidad. 


Partimos de una situación real: no existían bancos para que las 
personas se sentaran. Por eso decimos que había algunos liceos en los que se 
había naturalizado la desvinculación. Las cifras que mostré en aquella gráfica 
no permiten que eso ocurra. Se trata de la inscripción a primer año de 509 
estudiantes, y se está detrás de su estructura personal, familiar, de salud, así 
como de su familia, para encontrar un espacio adecuado en función de su 
contexto. Ahora, esto es posible porque hay una realidad previa, aprobada por 
el Parlamento, como es la disponibilidad material de los espacios físicos. Hace 
unos años esto no era posible hacerlo; si realmente la intención era que todos 
estuvieran en un lugar físico, este no existía. 


En 2012, en la discusión de ampliación con el consejero Landoni, 
recuerdo cuántas aulas tuvimos que ubicar para aquella mejora del 3% que 
empezó a visualizarse en Secundaria. 


¿Cómo lograr poner aulas en los liceos, para poder atender ese flujo que 
comenzaba a moverse? Es una escala muy grande, y todas las cosas tienen 
que estar en armonía y planificadas para que puedan ocurrir. Algunas cosas 
tienen que ser graduales; primero tienen que estar unas, para luego lograr 
otras, y hay otras que tienen que construirse en paralelo. El Uruguay a veces 
tiene dificultades para comprender cabalmente qué significa construir en 
paralelo. Es mejor decir: "Este es el estadio; busco un equilibrio y luego veo 
cómo me planteo nuevos". En esta dinámica, la educación está en una tensión 
interesante -creo yo- respecto a cómo logra manejar esta expansión tan 
importante. 


Ustedes observen que nosotros hablábamos en Primaria de la 
expansión en tres años, hablábamos de la expansión de escuelas y jardines de 
tiempo completo. Por ejemplo, UTU, que tenía 66.000 alumnos en el año 2005, 
tiene 30.000 alumnos más en su matrícula, es decir, 96.000 alumnos al 2017 
en esta rendición, no en este año. En realidad, en educación media básica, en 
educación media superior y en educación terciaria hay 46.500 alumnos más. 
Es decir, en números absolutos, la UTU tenía 66.000 alumnos, y pasó, en esta 
rendición, a 96.000: 30.000 más. Pero ¿qué estaban estudiando estos 66.000? 
No es lo que están estudiando estos 96.000. Estos cursos, de menor 
capacidad, de formaciones específicas que no tenían continuidad educativa, 
realmente, en el sistema han disminuido y ha aumentado notoriamente la 
trayectoria educativa por niveles de continuidad, a tal grado que en la 
educación básica, media superior y terciaria, UTU tiene 46.500 alumnos más 
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que en el año 2005. Y se da también el crecimiento que expresábamos en 
Secundaria. 


Hay algo que es real, que tiene que ver con algunas observaciones que 
creo que se aclararon muy bien, para verlas como una problemática, y es que 
hay lugares con muchos servicios y pocos estudiantes. Ese es un tema que 
tenemos que analizar, y es parte de nuestra responsabilidad hacerlo. Ahora, 
también es cierto que en otros lugares muy perdidos del interior, esa 
radicación, esa propuesta permitió que ese estudiante estuviera allí. Este es un 
tema muy importante: cuando hablamos de ruralidad o del interior profundo del 
país, a veces creemos que simplemente una logística de escritorio permite 
solucionar problemas que son culturales y difíciles de transformar. No solo por 
tener el servicio en una ciudad departamental se le brinda a todos los jóvenes 
de ese departamento. Esto también hay que analizarlo, estudiarlo, y por eso, 
las propuestas de radicación y niveles educativos, con la dificultad enorme que 
implica -en función de los requerimientos docentes; el consejero Garibaldi 
expresó todo ese desafío para poder abordarlo-, pero de alguna manera, 
centros pequeños de atención más cercana, de escala humana y con 
propuestas educativas más cercanas a los territorios donde habita la gente -es 
algo que no hay por qué seguir insistiendo en su demostración- son elementos 
que permiten mayor continuidad educativa, con todo el esfuerzo que eso 
requiere. 


En términos generales, para poder redondear estos tres artículos, 
ustedes verán que hay una sugerencia -normativamente no es posible hacerlo- 
de aquellos requerimientos que van a estar dados en el 2020, en función de las 
distintas obras que van a estar realizándose en ese año. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Referido al planteo que hacía sobre si 
tenían previstos los recursos humanos para todas estas obras, quiero decir que 
esto hay que pensarlo a cinco años, porque en cinco años probablemente 
todas las obras estén prontas, y ya se sabe, desde ahora, cuáles van a ser 
nuevos y cuáles serán traslados de algunos centros. Nadie puede negar que 
hemos tenido obras -no solo en la educación, sino también en la salud y en 
otras áreas-, con un edificio que está precioso, pero que no puede funcionar 
porque no hay gente, no está lo necesario para que funcione. Como dije hace 
unos días, cuando vino la Udelar, yo soy egresado de la Facultad de 
Veterinaria, de la época de la dictadura. En esa época, los edificios estaban 
todos pintados, pero no teníamos docentes porque estaban presos o se habían 
ido. Ese es el tema que me preocupa. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- En realidad, hay una tensión, que está dada, y lo 
que plantea el señor diputado Lafluf es absolutamente pertinente en su análisis. 


La expansión que ha tenido la educación no tiene correlato con el egreso 
de los docentes requeridos; por eso, los esfuerzos en transformar también ese 
sistema. Pero los niveles de situaciones a cubrir, por excepcionalidad, en 
ausencia de ese recurso original, han disminuido, a pesar de la expansión. 


En definitiva, el sistema se expande y hay 38.000 vínculos laborales 
nuevos, muchas más horas, por supuesto, en juego y más personas en función 
de desarrollo de educación, y los números que de alguna manera muestran al 
inicio de cada año en su proceso el nivel de la asistencia y del cumplimiento de 
ese servicio educativo son mejores que en años anteriores, cuando era mucho 


45 


más reducido el número de centros y de servicios educativos. Es una tensión 
que el país vive, y es verdad que, dependiendo de la región, el desafío es aún 
mayor. Si uno recorre el país y visita los lugares donde se establecieron, hace 
poco tiempo, los centros universitarios, por ejemplo, y uno toma contacto con 
las capacidades que se han ido generando, advierte que hoy ya son notorias, 
por la disponibilidad de capacidad humana, por los temas que se tratan, por 
cómo se visualizan los mismos problemas de siempre desde otro lugar, por 
cómo el conocimiento y la cultura, en ese juego, hacen otro aporte en el mismo 
territorio y, por supuesto, también en términos de educación. 


En ese sentido, son muchos los desafíos. Nosotros no solamente 
anotamos ese planteo, sino que es parte de las preocupaciones que tenemos 
en las discusiones en los Consejos. En cada uno de los centros educativos 
está analizada la expansión, tanto desde el punto de vista de la necesidad de 
los estudiantes como de los recursos que van a estar haciéndose cargo de 
estos centros educativos. 


Hay un conjunto importante que son sustituciones y hay otros que 
claramente son centros nuevos, en lugares nuevos; algunos, con niveles y 
modalidades nuevas. Estamos en ese proceso de expansión en paralelo, entre 
la disponibilidad material y la convocatoria y la formación a nivel de capacidad 
humana para poder convertirlo en una realidad. 


No hay ninguna duda de que muchos señores diputados conocen su 
departamento y, por lo tanto, son conscientes de las oportunidades educativas 
que tienen los jóvenes que lo habitan en el presente. Eso es indiscutible. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- ¿Sabe por qué pregunto sobre este 
tema? Porque desde la hora 9 y 30 estamos hablando de programas y de 
apoyaturas financieras para diferentes programas tremendamente importantes 
de formación, de capacitación, de mejora educativa y demás, pero la inmensa 
mayoría no ha sido contemplada en el proyecto del Poder Ejecutivo. 


Mi pregunta es: ¿cómo nos va a afectar todo esto que ustedes, con tanto 
entusiasmo, han planteado y que no ha sido contemplado? ¿Qué va a afectar y 
cómo? ¿Qué cosas vamos a dejar de hacer por no tener estos recursos? Y si 
encima, a lo que no tenemos hoy le vamos a agregar todo esto, me preocupa. 


Nada más. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Continuamos con el articulado. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- La idea es terminar con el articulado, y estamos 
muy expectantes de la culminación de este ciclo, para luego, terminado este 
proceso, abrir opinión sobre ese tema. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quiero hacer una consideración, para contextualizar 
lo que se ha dicho. 


Creo que todo lo que ha presentado ANEP, hasta ahora, ha sido todo lo 
que se ha realizado con los recursos que aprobaron el Poder Ejecutivo y este 
Parlamento: ¡no nació de la nada! Todo esto que dijeron y las gráficas que han 
mostrado fue hecho con recursos que se aprobaron aquí. ¡No nacieron de la 
nada! 


Gracias. 
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SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Por supuesto; me da para entender que 
lo presentado fue lo hecho. Me preocupa lo que pide la educación para 
adelante y lo que le da el Poder Ejecutivo. Tenemos ejemplos muy claros. La 
Udelar pidió 9.000.000.000 y le dimos 430.000.000 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Se han hecho preguntas concretas y se 
han enunciado cosas muy generales. A propósito, como todos hacen 
constancias, me creo con el derecho de hacerlas 


En cuanto a la expansión de la educación no hay referencia a los 
resultados. Está todo bárbaro, pero tenemos problemas con los resultados. 
Cuando uno distribuye el dinero, como esta es una rendición de cuentas, los 
resultados no condicen con lo que se está diciendo. Aumentó la matrícula, pero 
el problema es cuánto se retiene. Además, no se me contestó cómo evalúa 
todo esto el Consejo Directivo Central. Se trata de cifras del Banco Mundial y 
del Instituto Nacional de Evaluación; no sé si les gusta o no, pero antes el 
Banco Mundial era neoliberal; ahora, como no hay problema, lo puedo decir. 


Nosotros teníamos el 34% de cifra oficial de retención en la educación 
media. Y el Banco Mundial -hace cuestión de un mes- hizo un informe que nos 
bajó al 29%. Yo no voy a discutir en este momento, porque creo que no es la 
ocasión. 


Entonces, si se dice que hay una expansión, debo expresar que eso 
refiere a la matrícula. El problema es la retención y el nivel académico. Eso no 
se ha resuelto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a continuar con el articulado y a dejar las 
consideraciones y constancias para el final. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Entonces, dejemos para otro momento las 
respuestas extremadamente concretas e igualitarias en nuestro país, que se 
están reclamando. 


En el artículo 18 estamos solicitando créditos por un tema de ajustes de 
carácter temporal; aquí no hay ausencia de créditos ni de su financiación. Si 
bien se viene mejorando en forma sostenida el proceso de recaudación del 
impuesto de Primaria y la articulación de la DGI con la Administración, basados 
en las proyecciones de necesidades y de incrementos del impuesto, este 
artículo prevé el aumento de los créditos incluidos en la financiación de los 
recursos de afectación especial. 


Esto, a lo largo del tiempo, tiene más de una solución. Esta es una 
posible solución que plantea la Administración; hay otras, vinculadas a que 
estos créditos se solicitan en el año, se van ampliando y se va cubriendo. Por 
un tema de prevención de espacios y tiempos, la Administración entendió 
conveniente presentar este artículo que está condicionado a la recaudación de 
dichos impuestos. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Sé que estamos urgidos por terminar de revisar el 
articulado, pero lo dejo anotado para después. Me gustaría una evaluación del 
cambio de sistema de cobranza no solamente en los aspectos de la 
recaudación, sino en todo, inclusive, el tema de los funcionarios puesto que en 
su momento tuvimos algunos ruidos al respecto. Quiero saber cómo ha 
funcionado el cambio en la forma de percepción del tributo. 
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SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- El dato que nosotros tenemos es que 
ANEP recauda  -incluido Primaria- U.US$97.000.000, sumado a los 
US$ 17.000.000 de la DGI. ¿Esos números son correctos? ¿Ese es el total que 
va a la ANEP? 


SEÑOR NETTO (Wilson).- En consideraciones generales diría que el proceso 
es muy bueno. En cuanto a cómo se han sorteado algunas situaciones lógicas 
de la DGl y de la ANEP debo decir que se han ido corrigiendo. El diálogo y las 
acciones son claramente positivas; no existen dificultades. Se solucionó todo el 
tema del funcionariado que circuló desde la ANEP en forma voluntaria hacia la 
DGI. Eso está todo estabilizado. 


Inclusive, vamos a encontrar en los próximos artículos algunas 
solicitudes de la ANEP que ya están consideradas a través del Poder Ejecutivo 
por ese diálogo que existe con las autoridades de la DGI. De alguna manera, 
permiten un aprovechamiento mayor de este recurso en la Administración. 


Por otra parte, artículos posteriores a este dejan claro un acuerdo que se 
ha venido desarrollando y que va a quedar en términos de ley en el sentido de 
reflejar la voluntad del Poder Ejecutivo en cuanto a que la administración o los 
gastos del impuesto de Primaria en la DGI quedan en función de las 
promociones o de los servicios que se requieran. Además, quedan eximidos de 
una normativa de carácter general de un 5% de administración de la comisión 
del impuesto. 


Por otra parte, las multas y recargos que cobra la Administración hoy ya 
están volcándose hacia ella. La idea es que esto quede en el marco del artículo 
presentado por el Poder Ejecutivo. Pretendemos dar seguridad institucional 
más allá de las voluntades claras que hoy existen en tal sentido y que se están 
respetando. 


Ustedes ya cuentan con todos los componentes de cada uno de los 
recursos de afectación especial en cuanto a los gastos en la Administración. 


El contenido del artículo 19 está incluido en el artículo 100 del Poder 
Ejecutivo. Se establece que el destino del importe de multas y recargos 
percibido en relación con el impuesto anual de Enseñanza Primaria será el 
mismo que tiene la recaudación de dicho impuesto. 


El artículo 20, señala: 


"Establézcase, con carácter interpretativo, que no es de aplicación respecto a 
la Administración Nacional de Educación Pública lo dispuesto por el artículo 
221 de la Ley N* 13.637 de fecha 21 de diciembre de 1967 sino la previsión 
especial contenida en el inciso 1 del artículo 76 de la Ley N* 19.535 de fecha 
25 de setiembre de 2017" 


Y en el artículo 100, dice: 


"El producido del Impuesto de Enseñanza Primaria, incluidas multas y recargos 
que se deriven del incumplimiento de las obligaciones vinculadas al impuesto, 
con exclusión de los gastos por comisiones de cobranza que cobren los 
agentes recaudadores y los costos que se deriven de la distribución de 
facturación, se destinará al Inciso 25 'Administración Nacional de Educación 
Pública", Unidad Ejecutora 002 'Consejo de Educación Inicial y Primaria", que 
podrá utilizarlo para los siguientes fines: 'Lo dispuesto en el artículo 221 de la 
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Ley N* 13.637, de 21 de diciembre de 1967, no será de aplicación al Impuesto 
de Enseñanza Primaria". Se deroga el artículo 76 de la Ley N* 19.535. 


Entendemos que aquí están totalmente respetados estos dos artículos, 
que tienen un mismo objetivo: dejar en términos legales algo que a nivel de 
gestión y de trabajo conjunto ya se viene desarrollando entre la ANEP y la DGI. 


Ahora, voy a referirme al artículo 21; si bien no goza de demasiada 
simpatía, tenemos la obligación de plantearlo. 


Voy a leer su fundamentación: "La propuesta contenida en el artículo procura 
acotar la concesión de pases en comisión de docentes de la ANEP a un 
número limitado de horas o cargos. La peculiar situación funcional de los 
docentes del Ente (con más de un vínculo funcional por subsistema, entre 
otras) conlleva la realidad de que pueda incluir en el pase en comisión más 
horas de las que le corresponde por Unidad Docente (artículo 15 del Estatuto 
del Funcionario Docente) así como más de un cargo. 


A ello se le debe sumar el significativo número de funcionarios en pases 
en comisión en organismos estatales amparados en normativa de carácter 
preceptiva. 


En este sentido, a la fecha, se cuenta con un total de 122 funcionarios 
desempeñando funciones en comisión fuera del organismo, en carácter 
preceptivo". 


La Administración plantea regular esta situación en el entendido de que 
hay un elemento constituido y dado en el Estatuto, que se llama Unidad 
Docente. Esa Unidad Docente, en otros cargos de la Administración e, 
inclusive, en la Administración de no docente, se entiende como una función a 
desarrollar en ese espacio horario. 


El problema es que tenemos muchas personas en esta situación que 
pueden iniciar el proceso con una unidad horaria y, luego, al estar en este 
régimen, toman dos y hasta tres. 


Cuando hablamos de 122 personas, nos referimos a más de las 
personas que estaríamos necesitando para poder alcanzar el objetivo de la 
meta en tres años: los maestros y los acompañantes para poder hacerlo. 
Estamos hablando de elementos que son significativos en el marco de la 
Administración. 


Creemos que el esfuerzo que hace la Administración aportando a esas 
tareas tendría que verse acotado en función de las necesidades que tiene el 
sistema. 


En ese sentido, el artículo 21, al igual que el año anterior, solicita: 
"Establézcase que los pases en comisión de los funcionarios docentes de la 
Administración Nacional de Educación Pública se otorgarán exclusivamente por 
la Unidad Docente. En el caso de que el funcionario detente más de un cargo 
docente, el pase en comisión se otorgará únicamente por uno de ellos, a su 
elección. Si detentase también un cargo no docente el pase en comisión se 
otorgará solo por este último cargo". 


Proponemos esto en el entendido de que -como bien se planteó- las 
necesidades docentes del país son grandes. Por tanto, la idea de la 
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Administración es que estos perfiles, que tanto le cuesta formar al país, tengan 
parte de su horario laboral en las aulas. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Si no recuerdo mal, había un artículo 
similar en la anterior rendición de cuentas. 


Estoy de acuerdo con lo que dijo el señor presidente del Codicén. Es 
más: volvería -sé que mis colegas me van a odiar- al régimen vigente entre 
1985 y 1990, por el cual se necesitaba el consentimiento del jerarca. En ese 
entonces, el Consejo Directivo Central no daba pases en comisión, los pidiera 
quien los pidiera -desde el presidente para abajo-, si consideraba que por 
razones de servicio el funcionario debía permanecer en el organismo. 


Si hoy me preguntan cuál es la mejor solución, considero que es esa, 
porque el Consejo Directivo Central, que es el jerarca, decide si tiene 
excedencia -por decirlo de alguna manera-, estudia cada situación, etcétera. 


Además, yo pensé que estábamos hablando de más casos; sé que esta 
situación provoca problemas, pero en cierta medida eso me deja más tranquila. 


En consecuencia, esta podría ser una solución; yo estoy dispuesta a 
llevarla adelante, más allá de que me odien mis colegas. Si queremos lo mejor, 
queremos lo mejor. Entonces, vamos a jugárnosla; lo políticamente correcto a 
mí no me gusta. Reitero: se necesitaba el consentimiento el jerarca, pidiera el 
pase en comisión quien lo pidiera. 


Por otra parte, no estoy de acuerdo en el cómo; estoy de acuerdo con el 
concepto. Aclaro que pongo estos temas sobre la mesa para colaborar y 
encontrar la mejorar solución. 


Esto está regulado: los legisladores solo podemos tener un docente. 
Está bárbaro: está regulado que es un docente; no es libre. 


Me parece que lo mejor y lo que nos asegura con relación a futuras 
demandas es prohibir que cuando la persona pida el pase en comisión se 
"congele" -entre comillas porque no es lo correcto desde el punto de vista 
administrativo- su situación, para evitar lo que acaba de decir el profesor Netto. 
Si yo tengo pase en comisión, no tengo obligación de ir a dar clase, pero puedo 
elegir diez horas en Artigas, cuatro en otro lado y llenarme de horas hasta los 
topes. De esta manera, le estoy generando un enorme daño al sistema 
-coincido con ustedes en este punto- y, además, estoy utilizando un 
mecanismo de la Administración como es el pase en comisión, que si se 
maneja con criterio, es válido. Digo esto porque realmente no tenemos 
disponibilidad de asesores y demás; los legisladores no la tenemos. 


Entonces, yo iría más por ese lado de otorgar el pase en comisión y 
determinar por resolución que a partir de ese momento y durante todo el 
período en el que ocupe ese cargo, no podrá haber cambios en la elección de 
horas, excepto que vuelva al cargo de docencia directa. En definitiva, todos 
estamos de acuerdo en que lo que más se necesitan son docentes. 


¿Cuál es el problema de este artículo? Que después aparecen los 
abogados y empiezan los recursos. Probablemente, el Codicén no dé lugar al 
recurso, pero sí se puede elevar al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Pero el Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene en cuenta la legalidad, 
no la conveniencia; en general, no considera la conveniencia. La verdad -no 
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estoy totalmente convencida; ni siquiera lo planteo como una cosa segura- es 
que me animaría a discutir en un tribunal, que además no tiene nada que ver 
con la intención educativa, sino con la aplicación de la norma, si se puede 
limitar a un profesor efectivo a las veinte horas docentes. Si me preguntan a 
boca de jarro, si yo actuara como abogado del diablo, les diría que me animaría 
a defender el caso -aunque es difícil- ante un tribunal, integrado por jueces, que 
no saben nada de educación. 


La otra solución es que el docente se tome el pase en comisión. Es 
opción del administrado aceptar un pase en comisión, pero debe tener claro 
que tiene un condicionamiento: no puede modificar su carga horaria mientras 
dure el pase en comisión. 


Les pediría que tuvieran en consideración este planteo. Nos evitaría 
recursos y acciones de nulidad en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y, además, nos daría más estabilidad a todos. Sabemos que cuando un 
docente se va con equis cantidad de horas, es necesario cubrir ese agujero de 
alguna manera por el tiempo que dure el pase en comisión. A su vez, 
generaríamos una situación intermedia porque necesitamos docentes -por 
suerte, tenemos docentes con muy buena formación- y, también, 
asesoramiento. 


Esta es la propuesta que hago, inclusive, a mis compañeros en la 
Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda. Como yo no la integro, no 
estoy en el momento en que se vota el articulado y me gustaría que se lograra 
consenso. Estoy de acuerdo con el Codicén, pero creo que esta no es una 
buena solución. Todo lo que abra pasos para recursos y acciones de nulidad 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en lugar de beneficiar al 
sistema, lo puede perjudicar. Y a esto se agrega que, después, tenemos las 
reparatorias por daños y perjuicios. 


Simplemente, es esto lo que quería decir. Reitero que comparto 
totalmente el espíritu del planteo. | 


SEÑOR NETTO (Wilson).- El artículo 663 de la Ley N* 16.170 dice: "A los 
contribuyentes que se encuentren en situación regular de pago con sus 
aportaciones mensuales o trimestrales, cuotas de convenio de facilidades de 
pago y demás obligaciones correspondientes a todos los tributos recaudados o 
administrados por el Banco de Previsión Social, se les expedirá un certificado 
que será exigible y habilitará para:" -y sigue- " 1) Realizar cobros a cualquier 
título, en organismos estatales, con excepción de los correspondientes a 
salarios, sueldos, dietas, jubilaciones, pensiones y demás asignaciones 
similares y complementarias. 2) Tramitar permisos de importación. [...] 6) 
Otorgar promesas de enajenación de bienes inmuebles en régimen de 
propiedad horizontal proyectados o en construcción. [...] 8) Enajenar y gravar 
vehículos automotores, [...] 9) Obtener créditos en las instituciones públicas o 
privadas del sistema financiero nacional". 


Luego, el artículo 664 de esa Ley N* 16170 prevé: "A los contribuyentes 
que a la fecha del acto que motiva la solicitud, no registren adeudos de especie 
alguna con el Banco de Previsión Social, se les expedirá un certificado 
especial, que será exigible y habilitará para:" y en los numerales 3) y 4) habla 
de enajenar vehículos de transporte y enajenar o gravar bienes inmuebles. 


al 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Wilson Aparicio Ezquerra 
Alonso) 


——-¿Cuál es la situación en términos generales? Que la Administración tiene 
una escala y estructura que por estar tramitando uno de estos documentos o 
certificados que avalen una obra, por ejemplo, los trámites inhiben a la 
Administración de tener la posibilidad de, en un acuerdo con una entidad 
pública, recibir el dinero y pagar a los docentes que están llevando adelante 
determinada actividad. 


Si bien es verdad que la Administración tiene que mejorar en todos sus 
términos la gestión a su cargo en estos componentes, son tan diversas las 
situaciones que se dan en su órbita que generan ciertos tiempos y, a veces, los 
trámites están alejados de las posibilidades materiales reales del ente de 
avanzar y lo detienen en un conjunto enorme de situaciones que ponen en 
riesgo su competencia constitucional. 


Entonces, en ese sentido cederíamos la palabra al asesor letrado para 
que profundice en este punto. 


SEÑOR DEL CAMPO (Aníbal).- Se trata simplemente de preservar el 
cumplimiento a cabalidad de los cometidos del ente y que este no compita con 
otros entes del Estado, porque es una contradicción mayúscula; hasta podría 
plantearse la constitucionalidad de la exigencia de un certificado que coarta las 
posibilidades de cumplimiento de cometidos que tienen raíz constitucional, ni 
siquiera legal. 


No se ha querido ir hasta las últimas consecuencias en esto, pero sí se 
han contemplado aquellos ítem de estos dos artículos que se mencionan, 
porque la experiencia enseña que coartan el cumplimiento de esos cometidos y 
limitan operaciones puntuales con todo el perjuicio consiguiente. 


(Ocupa la Presidencia la señora representante Lilián Galán) 


——Hay antecedentes legales exonerando de algunas de estas exigencias a 
otros organismos públicos, pero en nuestro caso no se ha querido proponer 
una exoneración lisa y llana, con cargo a estudiar más en profundidad la 
constitucionalidad de este tipo de exigencias, pero sí, a partir de la experiencia, 
enumerar aquellos rubros que está probado que dificultan el cumplimiento de 
esos cometidos. 


Ese es el sentido de la disposición que se propone. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Entendemos el problema; lo hemos 
vivido directamente. 


Es complicado para la Administración, tanto para el BPS como para la 
ANEP, porque creo que esto se mejora con convenios o acuerdos de gestión, 
porque el BPS expide el certificado común en cuarenta y ocho horas a todo hijo 
de vecino. Y el certificado común sirve para algunas transacciones -estoy de 
acuerdo que no sirve para compraventa de bienes inmuebles y otras cosas, 
pero sirve para la mayor parte de las obligaciones que tiene que pagar la 
ANEP. 
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El otro certificado -que ya no se llama especial, ahora es certificado 
único-, que habilita a enajenar o gravar, demora un poquito más; está pronto 
entre los veinte y treinta días 


Sinceramente, entiendo lo que le pasa a la Administración, pero me 
parece que exonerar de responsabilidad en ese sentido pone en riesgo a la 
ANEP por el flujo impresionante que tiene de bienes y de administración de 
bienes, tanto muebles como inmuebles, que es para lo que se exigen estos 
certificados, además de para trámites licitatorios, compras directas. Es muy 
riesgoso para la ANEP. 


El certificado común no presenta problemas. Si se hacen las cosas bien, 
el BPS lo expide en cuarenta y ocho horas. Es más: lo manda vía electrónica; 
ni siquiera es necesario ir a buscarlo. Y respecto del certificado especial, creo 
que se puede sensibilizar al BPS para que cuando se trata de un organismo 
público, en lugar de demorar veinte o treinta días, como mucho, se pueda 
obtener antes certificados únicos, que así se llaman desde hace dos años. Lo 
digo porque el BPS mejoró muchísimo en la expedición de estos certificados y 
ahora se pueden obtener hasta en una semana. Entonces, en otras épocas sí 
podría ser un inconveniente, pero ahora, con los nuevos sistemas informáticos 
y el perfeccionamiento que ha tenido el BPS en ese sentido, me parece que 
estamos asumiendo demasiados riesgos cuando, en realidad, es un problema 
de gestión que está tendiendo a mejorar claramente: un certificado único no se 
lograba antes de tres o cuatro meses; ahora se logra en relativamente pocos 
días. 


Entonces, lo planteo como una duda, pero en realidad advierto que es 
un riesgo para las autoridades de la Administración. 


Además, no hay que olvidarse de que en esto la Administración es 
solidariamente responsable y es peligroso; son pesadas estas obligaciones 
frente al BPS. Entonces, creo que se les está yendo la mano, con la mejor 
buena intención y que el problema se está agrandando más de lo que 
realmente es, porque es de fondo: es un problema de mecanismo de 
obtención. 


SEÑOR DEL CAMPO (Aníbal).- Me parece absolutamente legítimo que una 
propuesta de esta naturaleza suscite cierta perplejidad y puedan existir 
segundas o terceras opiniones. 


Lo único que quiero advertir es que el sentido es otro. Aquí no se está 
negando la necesidad de cumplir con los adeudos del ente, ni siquiera por 
concepto de multas y recargos. Aquí lo que se pone en cuestión es que un 
organismo del Estado oponga a otro un instrumento de coerción para estimular 
el pago que compromete e impide el cumplimiento cotidiano, fluido, diría yo, de 
sus cometidos. Ese es el espíritu de esta disposición. 


Me parece que es fundamental señalar esto porque ese es el enfoque. 
Se ha avanzado considerablemente en despejar situaciones dudosas en un 
intercambio bastante nutrido con el Banco de Previsión Social, en el que hemos 
reducido las hipótesis que generan multas y retrasos, por retrasos O 
retroactividades en las rectificaciones de nómina, etcétera. 


En paralelo, se está haciendo un esfuerzo en cuanto al mejoramiento de 
los procesos para obviar esas multas y recargos, pero debe comprenderse 
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también que estamos ante el ente más complejo del Estado y no solo por su 
estructura, sino por el personal y la cuantía de personal que encuadra. El solo 
hecho de que tengamos cuatro Consejos desconcentrados hace que muchas 
veces el intercambio de información, que es el que permitiría llegar a tiempo en 
todos los casos, se vea dificultado. 


Se está haciendo un gran esfuerzo en ese sentido; el Banco de 
Previsión Social ha sido notoriamente receptivo, pero seguimos tropezando en 
situaciones puntuales con la imposibilidad de concretar operaciones a tiempo, 
precisamente, por la falta de certificados de estar al día. El problema no es que 
el Banco sea lento en proporcionarnos el certificado, sino que es un problema 
más de fondo que compromete la existencia de adeudos por multas y recargos, 
lo que impide muchas veces contar a tiempo con ese certificado. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Los últimos cinco artículos están vinculados a una 
temática común: la Ley N* 17.230, conocida como de pasantías de carácter 
curricular. 


El Consejo de UTU entiende conveniente hacer este planteo, sin 
perjuicio claro de todos los avances que se están desarrollando de trabajos 
conjuntos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la ANEP, en 
función de estas nuevas modalidades de educación, articulando con distintas 
entidades. 


Voy a leer lo sustantivo que sostienen estos artículos, algunos cambios 
de denominación que tienen detrás una estructura conceptual. 


El cambiar de la expresión "pasantías laborales", como establece el 
artículo 2% de la Ley N* 17.230 a "educación en ámbitos de trabajo" nos lleva a 
la idea de que es un estudiante el que está haciendo práctica laboral, por ser 
este término más amplio y contribuir a la articulación entre la educación y el 
trabajo. 


El ampliar la posibilidad de hacer las pasantías curriculares en entes 
públicos hoy está restringida a entes privados. Estas pasantías permitirían un 
desarrollo productivo también en áreas específicas en el marco de las 
empresas públicas, que también tienen gran desarrollo en este sentido. 
Inclusive, la posibilidad planteada en esta ley fue ampliada a la UTEC, por lo 
tanto, la UTU hoy también hace referencia a poder ampliar ya no solo en 
ámbitos privados, sino públicos. 


En cuanto a posibilitar el desarrollo de las pasantías en el extranjero 
“teniendo presente que existen cursos binacionales que darían respaldo a 
dicha inserción, particularmente en la frontera con Brasil, con énfasis muy 
fuerte en el departamento de Rivera, en Santana do Livramento-, hoy ya existe 
un número muy importante de estudiantes que están desarrollando cursos de 
carácter binacional. Se plantea modificar los plazos para la implementación de 
la pasantía como una forma de permitir ampliar las posibilidades de acceso a 
los estudiantes. 


El artículo 6* de la Ley N* 17.230 establece un período mínimo de tres 
meses prorrogables por otros dos trimestres, o sea que sería un total de nueve 
meses. 
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Por lo tanto, la sugerencia de los cinco artículos serían las siguientes: 
que se modifique el artículo 2% de la Ley N* 17.230, que quedará redactado de 
la siguiente manera: 


"Establézcase el sistema de educación en ámbitos de trabajo como 
mecanismo regular de la formación curricular de los alumnos reglamentados 
del subsistema de educación Técnico-Profesional de la Administración 
Nacional de Educación Pública. La presente disposición será también aplicable 
a los alumnos reglamentados de los institutos privados de educación écnico- 
profesional que se hallen debidamente habilitados". 


El artículo 24 se refiere al tiempo de este pasaje de educación en ámbito 
de trabajo y establece: "Cada pasantía se cumplirá también durante un período 
máximo de 12 meses, en cada año lectivo, en entidades públicas y privadas, 
nacionales e internacionales, [...]", ampliando la posibilidad solo a entidades 
privadas. 


El artículo 25 plantea: 


"Modifíquese el artículo 9? de la Ley N* 17.230, el que quedará redactado de 
la siguiente forma: 


“Los estudiantes que desarrollan la pasantía y los docentes 
acompañantes deberán ser debidamente registrados como tales por la 
autoridad educacional, ante las oficinas de la Inspección General del Trabajo y 
la Seguridad Social, con expresión del lapso autorizado en cada caso". 


El artículo 26 establece: 


"Los estudiantes que desarrollan la pasantía podrán ser acompañados 
por sus docentes siempre que la empresa correspondiente lo autorice en forma 
expresa, todo ello, sin perjuicio de la plena vigencia de las potestades de 
orientación, supervisión y evaluación a cargo de la autoridad educacional". 


El artículo 27 amplía lo que ya expresaba el artículo 11 de la ley y 
establece: 


"El Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP) determinará, por cuatro votos conformes, en cuales 
otros de sus servicios desconcentrados, así como en el extranjero, podrán ser 
aplicables los mecanismos de educación en ámbitos de trabajo a que refieren 
los artículos anteriores, así como también, las modalidades de pasantías no 
remuneradas que considere conveniente establecer". 


Damos por culminada la presentación de los veintisiete artículos. 


SEÑOR SABINI (Sebastián).- ¿Estos artículos refieren únicamente a la 
educación terciaria? Porque el último artículo establece que se puede dar esta 
potestad a otros desconcentrados 


Creo que sería muy bueno que, por ejemplo, los estudiantes de 
bachillerato pudieran realizar una práctica educativa; supongamos, un 
estudiante de arquitectura en el área de arquitectura del municipio o en un 
hospital los estudiantes de medicina, y así podríamos seguir. Entonces, ¿por 
qué no directamente habilitar al Consejo de Educación Secundaria a esa 
posibilidad en lugar de dejar una potestad en un artículo aparte? 
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Creo que son importantes estos cambios; luego los vamos a analizar 
más en profundidad. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- En realidad, nos parece muy bien la propuesta para 
considerarla. Creemos que es muy saludable que todos los jóvenes, en el 
mismo proceso que están desarrollando de educación, tanto en la formación 
técnico-tecnológica como en la formación de carácter general, atraviesen por 
espacios de trabajo y de investigación. 


La propia ley se refería a este Consejo en su momento. Entiendo que la 
Administración no tendría ningún reparo en estas ampliaciones y 
consideraciones. En el proceso de análisis del proyecto de rendición de 
cuentas se podría intercambiar acerca de los elementos que deberíamos 
considerar pero, en principio, permite la denominación "educación en ámbitos 
de trabajo". Esto tiene una concepción importante detrás, de pasar a tener 
ámbitos de trabajo y que se sientan en espacios formadores. La denominación 
"pasantía", en sí, contribuye a una aplicación y no a una construcción de 
conocimiento, y esta propuesta amplía en ese sentido. 


Después está el alcance. Ya hoy, para poder profundizar en los niveles 
que desarrolla el Consejo de UTU se requiere el límite mínimo de un año; por 
eso la ampliación; no es una pasantía puntual, sino que es todo un proceso de 
trabajo en una lógica diferente. 


Por otro lado, algo nuevo en el país es la consolidación de carreras de 
carácter binacional que exigen replantearse todo ese sistema. En términos 
generales, esa sería la propuesta. 


SEÑORA IVALDI (Elizabeth).- Necesito realizar algunos énfasis en función de 
todo lo que se ha planteado, considerando la situación compleja que venimos 
transitando como Administración Nacional de Educación Pública y el 
presupuesto que se viene planteando año a año, en el que se han recortado los 
recursos proyectados para el año 2020. Pretendo plantear estos énfasis en 
virtud de mi integración al Codicén en representación de los trabajadores 
organizados en la central sindical. 


Para comenzar, quiero hacer un reconocimiento a las mejoras de 
carácter presupuestal sostenidas en el tiempo, que han sido destinadas al 
Sistema Nacional de Educación Pública, en particular a la ANEP. Ejemplo de 
ello son el crecimiento sostenido del monto anual destinado por alumno, 
aunque en forma desigual entre los desconcentrados y con sistemas de 
medición que se están modificando para llegar a datos más certeros; la mejora 
paulatina del parque edilicio, que se encontraba en condiciones inaceptables; el 
incremento, aunque no al ritmo deseable, de los salarios de los trabajadores, 
que se ubicaban en niveles bajísimos; el aumento en las propuestas de tiempo 
extendido en varios subsistemas; la creciente incorporación de los niños de 
nivel inicial a la educación pública y, en los últimos tiempos, del nivel tres años, 
junto con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Con seguridad podríamos marcar otros significativos avances, pero si 
realmente apuntamos a construir una educación pública de calidad, tal como 
los estamentos políticos, las familias, los alumnos, los medios de 
comunicación, tal como la sociedad en general lo reclaman como una 
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aspiración justa, los fondos otorgados a la ANEP no pueden seguir resultando 
insuficientes, como lo continúan siendo. 


Los sindicatos de la educación no renuncian al reclamo del 6% del PBI 
para la ANEP y la Udelar. Esto no ha estado planteado hasta ahora en este 
ámbito, y me parece importante traerlo, porque no se trata de una cifra 
caprichosa, sino que es la que recomiendan muchos organismos 
internacionales, entre ellos la Unesco. 


Estos organismos nos presentan evidencias de que aquellos países que 
se destacan en el contexto mundial por sus propuestas educativas, destinan el 
6% o más de su PBI al presupuesto de la educación. Por eso afirmamos que 
ese 6%, aún no alcanzado, debe considerarse el punto de partida para 
continuar definiendo una política educativa de calidad, que cuente con los 
recursos necesarios para implementarla. 


Lamentablemente, vemos con preocupación que ese compromiso 
político del Gobierno no se cumplirá. Esa tendencia al 6% que se anunciaba 
para el 2020 en realidad quedó, como dijimos el año pasado, en una tendencia 
al 5%. En el 2015 se llegó al 4,56%; en el 2016, al 4,9%; en el 2017, al 5%, y el 
quinquenio seguramente finalice con un 5,1% o un 5,2%. Matemáticamente, 
esto es una tendencia al 5%. 


Si comparamos los mensajes presupuestales del Poder Ejecutivo y de la 
ANEP, presentados en el Parlamento, encontramos grandes diferencias en la 
solicitud de fondos. No escapa a quienes estamos acá que hay una diferencia 
significativa. En realidad, el proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo 
propone un incremento presupuestal de $ 2.047.000.000, que representa un 
19,16% del pedido que hace la ANEP. 


Es preocupante que en la asignación presupuestal, de los 
$ 1.942.000.000 para servicios personales, destinados a los años 2019 y 2020, 
como ya se planteó hoy, no se prevea el compromiso asumido de un promedio 
de aumento de 3,5%, a fin de llegar a un equivalente del salario planteado en el 
2015 de $ 25.000, para los docentes de veinte horas y para los funcionarios de 
gestión y de servicios de cuarenta horas. Esto hace necesario un refuerzo, y es 
uno de los énfasis que queríamos establecer. 


Seguramente, todos los aquí presentes recuerden cómo surgió ese 
convenio. Fue en un contexto sumamente conflictivo, del que se salió con el 
compromiso de llegar a ese salario mínimo para el año 2020. Esta 
preocupación fue planteada por la CSEU en cada una de las instancias de 
negociación que existieron en el proceso de determinar este mensaje 
presupuestal. 


Para salvar esta situación y cumplir con los trabajadores de la 
educación, se hace imperioso encontrar los recursos que hagan posible un 
incremento presupuestal para el año 2020 de $ 2.015.000.000 con destino al 
rubro servicios personales, de forma de mantener la cadencia de aumentos 
salariales, tal cual lo solicitamos en el artículo 1% del mensaje de la ANEP. 


Con respecto a las inequidades, saludamos con satisfacción la 
disposición de un monto para la regularización de trescientas auxiliares pero, 
como ya fue planteado aquí y también viene en el mensaje de la ANEP, hay 
inequidades que todavía están vigentes. Las veníamos solucionando, como 
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esa diferencia de las docencias indirectas en enseñanza media -situación que 
se arrastra desde los años noventa-, que cobraban retribuciones personales 
correspondientes a veintidós horas y media por veinticuatro horas de trabajo y 
a treinta y una horas por treinta y tres horas de trabajo semanal. También está 
el valor de la unidad docente compensada, que es diferente en las veinte 
primeras horas y las veinte segundas horas en maestros de tiempo completo y 
en profesores agrarios. 


Quiero aclarar que en el convenio de 2015 se había llegado a un 
acuerdo, y se venía trabajando en ese sentido, para terminar con esas 
inequidades en un proceso paulatino. Cuando un proceso que se proyecta en 
el tiempo de forma paulatina se detiene, en realidad, está retrocediendo. Es 
decir, estamos consolidando inequidades que estábamos en camino de 
resolver. 


También quiero hacer énfasis en el destino dado a los fondos de 
inasistencias, que no compartimos. Consideramos que disponer de ese fondo 
de inasistencias como gasto permanente atenta contra la autonomía financiera 
del ente. Acá ya fue planteada la necesidad de reforzar ese gasto. 


Con respecto a los nuevos espacios educativos, ya fue planteada la 
preocupación en este ámbito, y la comparto. Resulta impensable que la 
atención dada a incrementar la infraestructura edilicia de la ANEP, ya sea por 
obra tradicional o por participación público privada, obra nueva o ampliación, no 
se acompañe debidamente de los recursos que se requieren para implementar 
el funcionamiento de dichos espacios, mediante la creación de cargos y la 
asignación de los recursos materiales correspondientes. 


Me voy a detener particularmente en el proceso de universalización de 
nivel tres años en el ámbito de la ANEP y el Consejo de Educación Inicial y 
Primaria, porque creo que exige una mirada cuidadosa de la sociedad en 
general, en primer lugar para garantizar la ampliación de cobertura en términos 
cuantitativos. Pero no se trata solo de garantizar un lugar en la educación 
pública, sino también, y no menos importante, la calidad de las intervenciones 
educativas -respetando el ratio adulto-niño, en una edad tan sensible como los 
tres años-, la profesionalización de los docentes y de los asistentes técnicos y 
la conformación de ambientes físicos y humanos de bienestar. Creo que esa es 
una responsabilidad y un compromiso de cada uno de los ciudadanos de 
nuestro país. No alcanza con sentirnos orgullosos de haber avanzado en 
cobertura numérica; tenemos que mirar con mucha atención los criterios de 
calidad. 


En cuanto a estos recursos para la universalización en los tres años, me 
quiero detener en ese artículo 13, que llamó la atención por el monto que 
establece. Si queremos dar respuesta a la cobertura de tres años para el año 
2019, cuando todavía no tendremos los cuarenta y cuatro jardines que se 
construirán por el sistema de participación público privada, es necesario buscar 
una alternativa. Se está pensando en utilizar aulas móviles, colocadas en las 
zonas donde se encuentra la demanda, que es donde estarán ubicados esos 
jardines. Para eso se necesita crear cargos. Al año siguiente esos cargos 
pasarán a los jardines que tengamos por el sistema de participación público 
privada. No podemos saltearnos un año sin dar respuesta a esas poblaciones, 
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claramente detectadas, que ya han tenido en el año 2018 una demanda 
insatisfecha. De esa demanda insatisfecha del año 2018 estamos partiendo. 


Lo mismo sucede con las políticas de inclusión educativa para educación 
media, que también requieren esta mirada cuidadosa. No solo debe tenerse en 
cuenta lo cuantitativo, sino también lo cualitativo, porque la permanencia de los 
estudiantes en educación media y lo relativo a la culminación de ciclos también 
tiene que ver con lo que se enseña y se aprende. 


Por eso quiero decir que confío en el intenso trabajo que, seguramente, 
están llevando a cabo los legisladores para redistribuir recursos, a fin de dar 
respuesta a los requerimientos que hemos descripto y que el conjunto de los 
trabajadores de la ANEP necesita para funcionar de una manera más acorde 
con la importante labor educativa, cultural y social que cumplen, que apunta, ni 
más ni menos, que a dar respuestas de calidad a los alumnos y a las familias, 
que es algo que reclaman y merecen. 


SEÑORA MONTANER (Susana).- Quisiera consultar sobre la creación de la 
Unidad de "Educación, prevención y diagnóstico de salud escolar", la que se 
establece en el artículo 247, aunque también se hace referencia a ella en los 
artículos siguientes del proyecto presentado por el Poder Ejecutivo. 


En realidad, queremos saber si esta propuesta, que coloca dentro de la 
ANEP algunos programas que funcionaban en la órbita central, fue coordinada 
por el Codicén. Si bien sabemos que se trata de una política que se ha llevado 
adelante -varias de ellas se trabajan a partir de comisiones establecidas al 
efecto-, nos parece oportuno consultar a la autoridad educativa respecto de la 
propuesta que llega a consideración del Parlamento nacional. 


En tal sentido, quisiéramos saber, en primer lugar, si el Codicén está de 
acuerdo con esta propuesta y si fue consultado en ese sentido. Además, nos 
gustaría conocer si esta propuesta remitida por el Poder Ejecutivo está dentro 
de la línea de acción que el Codicén está llevando adelante en la materia. 


En realidad, el Codicén está fortaleciendo estos servicios en su órbita, 
por lo que quisiéramos saber si esta propuesta del Poder Ejecutivo se 
circunscribe dentro de ese accionar. 


Además, en el proyecto enviado -lo que no es menor- no se asignan 
recursos a la ANEP para este traspaso de programas centrales. Por lo tanto, 
queremos saber si esta Administración cuenta con recursos para hacer frente a 
los programas que funcionarán en su órbita y si ha estimado el costo que 
insumirá el funcionamiento de su estructura organizacional. 


Por otro lado, es importante conocer si la ANEP sabe cuántos nuevos 
funcionarios profesionales tendrá a partir de la incorporación de estos 
programas. 


El artículo 227 establece que se instalarán los Consejos Consultivos 
integrados por diversos organismos para asesorar -al Mides- y transversalizar 
la perspectiva de diversidad sexual, étnico-racial y afrodescendencia en las 
políticas públicas. En ese sentido, quisiéramos saber si la ANEP ha sido 
consultada respecto de esos Consejos y de su función a futuro. 


Además, nos gustaría saber si la Administración está al tanto de bajo 
qué órbitas funcionarán estos Consejos que deberá integrar. 
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Para finalizar, quisiera hacer alguna consulta con respecto al mensaje 
presupuestal remitido por la ANEP, teniendo en cuenta las diferencias 
existentes -como mencionó el señor diputado Lafluf- entre los recursos que 
esta Administración solicita y los que el Poder Ejecutivo propone asignar. 


En tal sentido, sería bueno conocer la opinión de las máximas 
autoridades educativas y saber en qué grado afectará las metas establecidas la 
no asignación de los recursos que se están solicitando, ya que la diferencia es, 
nada más y nada menos, que de $ 7.000.000.000. 


Por otra parte, teniendo en cuenta que es necesario realizar varios 
cambios en la educación, queremos saber si en 2019 se realizará una elección, 
por más de un año, a nivel de la educación media del país, o si habrá otros 
métodos para ascender, más allá del establecido en el estatuto del funcionario 
docente de la ANEP 


Por último, queremos conocer en qué cambios está trabajando la 
Administración Nacional de Educación Pública para el próximo año en esta 
materia. 


SEÑOR SILVA (Robert).- En nuestra calidad de consejeros electos por los 
maestros y profesores, y teniendo en cuenta la confianza que depositaron en 
nosotros -por ella estamos aquí-, vamos a hacer énfasis en algunos aspectos, 
como decía la consejera lvaldi. 


En realidad, nos parece de fundamental importancia avanzar en el 
acuerdo que se suscribió oportunamente entre la Administración, los 
representantes de los trabajadores, el Ministerio de Economía y Finanzas y 
otras entidades, a fin de lograr una recuperación salarial. 


Por esa razón, nos parece importante la forma en que la Administración 
de la educación presentó el tema y llegó a un acuerdo con las organizaciones 
de trabajadores para alcanzar ese resultado final 


Nos parece importante que los legisladores tengan en cuenta que, 
además de los recursos solicitados para 2019, también solicitamos 
$ 2.000.000.000 adicionales para 2020, que es lo que necesitamos para 
cumplir con el convenio, o el mecanismo pertinente. Lo mismo sucede con lo 
relativo a las inequidades, que es algo en lo que se pudo avanzar durante 
mucho tiempo. 


En realidad, como nos gusta decir en educación, no se trata de tener 
visiones fundacionales ni de decir que las cosas comenzaron ahora o en otro 
tiempo. Es claro que hay muchísimas políticas que Uruguay viene 
desarrollando desde hace décadas; algunas hacen hincapié en algunas 
cuestiones, y otras ponen énfasis con otros aspectos. 


En ese sentido, la consejera lvaldi hizo referencia a la educación inicial. 
Ese es un claro ejemplo, ya que los CAIF fueron creados en 1998; además, se 
universalizó la educación para los niños de cuatro y cinco años. Y ahora, como 
sociedad, estamos llevando a cabo un extraordinario esfuerzo para incorporar 
al sistema educativo público de la ANEP a los alumnos de tres años de edad. 


Asimismo, queremos seguir trabajando para eliminar las inequidades, 
como así también regularizar y poner punto final a la situación de los auxiliares. 
Estas cuestiones nos parecen importantes para seguir adelante. 
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También debe tenerse en cuenta que la Administración tiene 
compromisos asumidos, los que ascienden a más de $ 300.000.000. Se trata 
de erogaciones importantes que están en la lógica de la utilización del Fondo 
de Inasistencias para gastos permanentes, que es algo no compartimos ya que 
nos parece una situación riesgosa. 


Por otra parte, solicitamos a los legisladores que pongan especial 
atención a la que figura en la fundamentación del articulado presentado por la 
ANEP. Allí encontrarán los recursos incrementales  -sustantivamente 
incrementales, que figura en cuadros- para 2020, y que no están previstos. 
Dichos recursos serán destinados a la expansión de la educación primaria y de 
la educación media, y a llevar adelante las distintas acciones que allí se 
específican. 


También invito a los legisladores a que lean el anexo del articulado, ya 
que allí hay un listado de los centros educativos y de las obras que se van a 
habilitar en el transcurso de los años, para lo que se solicitan recursos. En ese 
sentido, es muy importante lo que se dijo con respecto a las PPP, y en la 
fundamentación de los artículos 15, 16 y 17 también van a encontrar los 
recursos que necesitamos -y que no están previstos- para los servicios 
personales y los gastos de funcionamiento cuando se habiliten las PPP. 


De todos modos, para 2019 vamos a necesitar -como dijo la consejera- 
recursos incrementales para continuar trabajando en la universalización de la 
educación para los niños de tres años de edad. Por lo tanto, hay importantes 
situaciones a atender. 


Finalmente -en esto quiero hacer especial hincapié, ya que está 
entrelazado con lo que planteó la señora diputada Montaner al final de su 
exposición-, quiero referirme a un conjunto de acciones propuestas por la 
ANEP con respecto al desarrollo profesional, y que me parecen muy 
importantes. 


Por supuesto, no se trata de cargar a los docentes la responsabilidad del 
éxito o el fracaso del sistema educativo, pero todos sabemos que los docentes 
tienen la responsabilidad fundamental de conducir a los alumnos y de que 
estos tengan el éxito deseado en su incorporación social y en la obtención de 
sus aprendizajes. Por eso hay varios artículos - el 9%, 10, 11 y 12- que 
contienen un conjunto de propuestas y cuestiones bien innovadoras sobre las 
que se viene discutiendo hace tiempo y que por primera vez planteamos para 
la educación media. Estas cuestiones tienen que ver con cambiar la forma 
tradicional de ascenso docente, que actualmente está vinculada a la 
antigúedad. 


Hay una propuesta tímida, un 2% proyectado, pero que va a implicar la 
posibilidad de generar, así como existen en otros Consejos, la posibilidad de 
ascenso más allá de la antigúedad. Esta es una cuestión que venimos 
reclamando los docentes desde hace muchísimo tiempo y no se ha concretado. 


Lo mismo ocurre con el fortalecimiento y el cambio de los roles de 
supervisión, y para eso se necesitan recursos. El liderazgo pedagógico, el 
fortalecimiento de los equipos de dirección y de inspección en las escuelas, en 
los liceos y en la UTU resulta de fundamental importancia. En ese sentido, 
hemos presentado un pedido, que va unido a la recategorización de los centros 
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que pretende atender lo que acá se planteaba, pero eso implica el cambio en el 
escalafón directivo. Es cierto que la remuneración de los directores de 
secundaria está unida exclusivamente a la cantidad de alumnos, y es necesario 
considerar otros componentes para establecer la categoría de los centros y así 
asociar dichas remuneraciones. 


También, en el artículo 12 hay una fuerte apuesta a la formación 
permanente, es decir, al desarrollo profesional de los docentes. 


Hay dos cuestiones que nos parece importante dejar claras, reitero, en 
nuestra calidad de representantes de docentes y de trabajadores. 


Si no se asignan los recursos que la Administración está solicitando, 
gran parte de las cosas de que venimos hablando no se van a poder hacer, 
porque ya hay recursos comprometidos en función de las cuestiones que se 
explicitaron acá por parte del presidente de la ANEP, de las acciones que se 
están desarrollando y de algunas que vienen de hace menos tiempo y de otras 
de mayor tiempo, reformuladas o continuadas, por ejemplo, las escuelas de 
tiempo completo. 


Es necesario reasignar recursos dentro de las posibilidades que el país 
tenga para atender estos requerimientos de la educación, y ustedes tienen la 
posibilidad de hacerlo. Y nosotros, como dije el año pasado, debemos llevarnos 
algunos deberes con respecto a la necesidad de mejorar varias cuestiones 
vinculadas con nuestra gestión, como la utilización de los recursos, la 
planificación, la articulación y la coordinación. Sobre estas cuestiones se está 
trabajando, pero, sin duda, queda mucho camino por andar. 


Tenemos varios desafíos que planteamos acá y que hemos discutido en 
el ámbito del Codicén -el cual integro- vinculados con los aprendizajes de los 
alumnos, tanto en educación primaria como en educación media, relativos a la 
equidad interna del sistema, a la culminación de los ciclos y a otros desafíos 
más. Seguramente, en la exposición de los integrantes del Consejo y de la 
delegación de la ANEP podrán encontrar la argumentación necesaria para la 
asignación de nuevos recursos. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Todos conocemos el Programa Nacional de Salud 
Bucal y, más cercano en el tiempo, el Programa Nacional de Salud Ocular. 
Esto ha articulado muy fuerte con la evaluación infantil temprana, en la que se 
van detectando situaciones que tienden a abordarse, fundamentalmente, en el 
primer año escolar y, luego, en todo el proceso dentro de educación primaria. 
Estos programas han permitido abordar ciertas situaciones y han logrado 
mejoras sustantivas en las condiciones no solamente educativas, sino también 
de integración social. Nos parece importante la visión del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria sobre esta forma de organización que se prevé. 
Para eso, voy a ceder la palabra al maestro Héctor Florit. 


Para el segundo punto, referido a la integración de los Consejos 
Consultivos, cederíamos palabra a la consejera Laura Motta. 


SEÑOR FLORIT (Héctor).- Con respecto a la consulta de la señora diputada 
Susana Montaner, en primer lugar, ubicamos estos programas en la relevancia 
que decía el presidente del Codicén. Para tener una idea de la magnitud y del 
impacto de estos programas, alcanza con decir que a pesar de lo reciente del 
Programa Nacional de Salud Ocular hay más de 10.000 alumnos pesquisados, 
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fundamentalmente, de cinco años. Se espera llegar en esta Administración a 
los 43.963, que es un cambio muy sustantivo. Se han entregado 602 pares de 
lentes. Hay 240 escuelas que están siendo atendidas. Se ha detectado que 
18% de los niños pesquisados tienen problemas visuales. Estamos hablando 
de un programa que está modificando favorablemente las posibilidades de 
aprender. 


En cuando al Programa Nacional de Salud Bucal, hacemos valoraciones 
similares. Fueron visitadas 934 escuelas en el último; 687 rurales y 247 
urbanas y fueron atendidos 80.000 niños. Casi 70.000 provienen de los 
sectores de mayor pobreza, pertenecen a los quintiles 1 y 2 en la distribución 
de las condiciones socioeconómicas de los alumnos, y más de 10.500 son del 
área rural. Hubo intervención asistencial en 25.494 alumnos del total de estos 
80.000 atendidos en el último año. Estos números que he dicho muy 
sucintamente corresponden a los programas que hoy forman parte de los 
derechos incorporados de los alumnos más vulnerables de las escuelas 
públicas urbanas y rurales. 


La continuidad de estos programas en la órbita del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria coloca nuevos desafíos y algunas dificultades. 
Fuimos informados de esta iniciativa a través de estudios de nuestras 
divisiones y, fundamentalmente, de la división Planeamiento Administrativo, por 
el director, contador Luis Petrelle, y acercamos algunas propuestas. 


Rápidamente, voy a señalar los desafíos que tiene hoy por delante la 
Administración. 


En primer lugar, el Consejo de Educación Inicial y Primaria no dispone 
de cargos de médicos, no tiene una estructura de personal de salud; es decir, 
una Administración que se caracteriza por tener sistemas de orientación, 
supervisión y una normativa muy precisa que permite orientar las acciones del 
personal docente y no docente no dispone de esta plataforma de ingreso. 


La segunda dificultad institucional que existe refiere a algunas 
advertencias sobre las competencias legales, particularmente, en lo que hace a 
la asistencia. Además, se ha propuesto un Consejo donde los representantes 
de la ANEP son minoría y orienta al director que se ha elegido. 


No diría que estas sean las dificultades fundamentales, pero sí creemos 
que hay aspectos presupuestales que merecen una consideración detallada. El 
cargo de director de la unidad no está financiado y otros recursos que la norma 
mandata que la ANEP debe proveer tampoco tienen un financiamiento 
específico. 


Un segundo grupo de dificultades en lo presupuestal está vinculado con 
que la incorporación de los odontólogos o higienistas no es preceptiva; es 
decir, no tendríamos la certeza de que estos casi cien técnicos se 
incorporasen. La misma consideración obra para el personal tanto de salud 
pública como de Presidencia de la República, que tiene un período para hacer 
opción. En caso de que no haga opción, ahí tendremos un faltante del 
personal. 


Luego, hay aspectos normativos de la ANEP que suponen otros 
desafíos. Ahora, este personal actúa bajo el régimen de empresas 
unipersonales. La propuesta de incorporación supone que, obviamente, 
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adopten la calidad de funcionarios. Por su cargo, supone incorporarlos en el 
Grado 10 del escalafón A, de profesionales. La carga mínima, por lo menos 
hasta el momento, es de treinta horas semanales. Sin la permanencia a la 
orden, supone un faltante de $ 26.500.000 entre la asignación presupuestal, los 
costos de la condición actual de empresas unipersonales y los costos 
asociados a su incorporación como funcionarios de ANEP. Si tuviesen la 
permanencia a la orden, como la mayoría de los funcionarios del escalafón A, 
la diferencia sería mayor; andaría en el orden de los $ 45.000.000 anuales. 


Esta diferencia está vinculada con que hoy la retribución es de $ 27.695; 
ese es el contrato por diez meses. El Grado 10, con permanencia a la orden, 
percibe $ 62.635 y, sin la permanencia a la orden, $ 46.440. 


Tenemos programas muy valorados y una propuesta del Poder Ejecutivo 
que implica adecuaciones en los marcos normativos reglamentarios y un 
necesario refuerzo de disponibilidad. Una alternativa que planteamos en el 
Consejo de Educación Inicial y Primaria -obviamente, no forma parte de la 
iniciativa del ente, entonces, no tiene un carácter resolutivo- sería ajustar la 
carga horaria de estos funcionarios a veinte horas semanales. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Simplemente, voy a hacer una pregunta 
de oportunidad. 


Después de todo lo que hemos escuchado durante la mañana, después 
de haber escuchado a la consejera decir que de lo que pidió la ANEP el Poder 
Ejecutivo otorgará el 19% ¿les parece que es necesario e imprescindible 
instrumentar este programa en este año complicado, difícil, con falta de 
recursos? En realidad, es un programa de salud que debería decir al revés de 
lo que dice acá, que la ANEP coordinará con los organismos públicos de la 
salud; debería decir que la salud coordinará con la ANEP. 


La mía es una pregunta, con la mejor intención, acerca de la necesidad, 
la oportunidad y la forma de llevarlo adelante. 


SEÑORA IVALDI (Elizabeth).- Comparto la preocupación en lo que tiene que 
ver con la forma. Desde los sindicatos de la educación, desde la Federación 
Uruguaya de Magisterio preocupa el respeto por la consideración de la 
autonomía del ente. 


Por supuesto que también comparto gran parte de las palabras del 
consejero Florit en cuanto a lo que representan estos programas. El magisterio 
nacional comparte y se compromete con estos programas, pero también hay 
temor de que la aproximación de estos programas -que son de prevención en 
salud; si fueran de atención, serían netamente de salud- al ámbito educativo, 
en los hechos, implique una sobrecarga de la tarea docente que ya se vive, que 
se consolidaría o se aumentaría. 


También nos preocupa el tema de los recursos. He planteado y ha 
estado en agenda en la mañana de hoy el tema de las inequidades entre los 
trabajadores de la educación, entre los trabajadores de la administración 
educativa. Tal como lo explicaba el consejero Florit, el ingreso con otros 
formatos, con otras modalidades laborales de un grupo de profesionales a la 
ANEP podría generar diferencias con los profesionales que hoy revistan en la 
ANEP. 
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Reitero que comparto la pregunta de si es competencia del organismo 
de la educación. Yo también venía con esas preocupaciones para plantearlas 
en el momento oportuno. Creo que hay serias cuestiones a analizar y es 
necesario que los legisladores se preocupen por una mirada específica a estos 
artículos. 


SEÑOR SILVA (Robert).- Con relación a las consultas formuladas por la 
diputada Montaner y por el diputado Lafluf Hebeich, el mensaje que envió el 
Poder Ejecutivo no es el mensaje de la ANEP. 


Lo primero que quiero decir es que estas son algunas consideraciones a 
título personal, porque no tenemos posición como órgano. Comparto la 
preocupación. 


La naturaleza jurídica de ANEP es ente autónomo. Nos llama 
poderosamente la atención enterarnos el 29 de junio que esta propuesta venía, 
y nos llama poderosamente la atención que en un artículo de un proyecto de 
ley de rendición de cuentas se vaya a la estructura de una unidad dentro de un 
consejo desconcentrado del ente autónomo ANEP 


En lo personal, como consejero, me preocupa esta situación, porque 
busqué antecedentes y, francamente, no encontré. Sí ocurre dentro de los 
ministerios, pero no dentro de un ente autónomo. 


En cuanto a lo que el diputado mencionaba, y creo que la diputada 
también, con respecto a la competencia, debo decir que esto está afuera de las 
competencias de la ANEP establecidas en los artículos 53, 59 y 63 de la Ley de 
Educación. Pienso que, además, habría que complementarla. Creo que, al 
menos, desde febrero de 2016, cuando comencé a compartir el Consejo con 
los colegas- está al contrario de lo que se venía avanzando. Nos otros 
veníamos en una lógica de avance de trabajo  interdisciplinario, 
interinstitucional, por aquello de que, muchas veces, pasa que nos cargan en la 
educación todo lo que tiene que ver con los problemas que suceden en la 
sociedad. 


Entonces, teníamos servicios de salud para atención, para diagnóstico, 
para intervención, y en muchas de esas cosas, terminábamos gastando 
muchos más recursos y teniendo una actuación no tan eficiente o prioritaria 
como quisiéramos que fuera. Por lo tanto, habíamos comenzado un proceso de 
articulación con el Mides, con el Ministerio de Salud Pública, con ASSE. 
Inclusive, algunas de nuestras oficinas las habíamos ido transformando en 
otras cosas, proceso en el que se estaba antes de que yo ingresara en el 
Codicén y que comparto. 


Con respecto a los recursos materiales -lo ha dicho el consejero Florit-, 
nosotros venimos acá con carencias de recursos; venimos a pedir mucho más 
de lo que está previsto entregarnos, al menos, en una primera instancia. 
Francamente, no podemos asumir nuevos costos. No podemos integrar un staff 
de decenas de profesionales que vienen con situaciones diferentes. Además, 
hay un artículo en la ley que habilita la contratación directa. En ese sentido, hay 
que revisar la normativa interna de nuestros estatutos. Asimismo, por materia 
constitucional y por nuestra naturaleza jurídica, tenemos potestades 
específicas en la materia. 
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Por lo tanto, creo -reitero que a título personal- que las preocupaciones 
planteadas por los legisladores son compartibles. Pienso que se debería 
potenciar este accionar específico, que es muy bueno, y el hecho de que 
emitamos esta opinión desde una perspectiva jurídica funcional o desde el 
lugar que ocupamos en el Codicén no quiere decir que estemos en contra o 
que no valoremos el trabajo de estos programas de salud bucal y ocular. 
Quizás se potenciarían si estuvieran ubicados en un lugar que tuviera como 
competencia central brindar estos servicios y nosotros articuláramos, desde el 
sistema educativo, sin ser los responsables. 


SEÑORA MONTANER (Susana).- Después de escuchar las palabras de los 
consejeros y del maestro Florit, me voy más preocupada, porque si bien es 
muy loable el objetivo que se plantea, entiendo que escapa -como bien se 
acaba de decir- a aquello que nosotros aspiramos, que es superar los 
resultados educativos, por lo que tanto estamos luchando. Por el contrario, los 
estamos sobrecargando -como bien dijo Robert Silva, que además de ser 
consejero, es abogado- con asuntos que se pueden atender por vía legal de 
otra manera. 


Creo que es un artículo que deberíamos rever en aras de procurar 
mejores resultados. La verdad es que si teníamos inquietudes y 
preocupaciones, nos vamos mucho más preocupados después de escucharlos 
exponer la situación. 


SEÑOR EZQUERRA ALONSO (Wilson Aparicio).- Queremos hacer unas 
consultas, pero lo que no puedan contestar ahora lo pueden enviar después. 


Quiero saber qué costo de implementación tiene esta unidad y con qué 
criterio se iban a llenar los cargos. 


Con respecto a la violación de la autonomía, pensamos que sucede en 
varios artículos tales como 247, 248, 249 y 251, en los que se reitera este tipo 
de situaciones. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Vamos a ir cerrando esta temática. 


Acá se mencionan cuatro aspectos que deben estar en juego en el 
análisis. Uno está vinculado con la forma del contenido del artículo. Otro tiene 
que ver con si un espacio con características que permitan la promoción, la 
educación y la formación en distintos tipos de hábitos -más allá de la detección- 
está dentro de los equipos técnicos como los que hoy podemos tener de 
psicólogos y otros profesionales para abordar situaciones de carácter educativo 
de promoción y prevención. 


Por otra parte, tenemos la discusión más concreta vinculada a 
consideraciones de carácter presupuestal. ¿Qué contiene el espacio hoy y 
-como lo ha expresado el consejero Florit- cuáles son los requerimientos para 
poder asumir una responsabilidad de ese tipo? Después, las discusiones 
pueden ser muchas. Cuando se logra detectar y solucionar un problema en 
salud ocular, ¿es una carga o un apoyo para el maestro? Son elementos 
discutibles que podemos encontrar en muchísimos ámbitos y espacios. 


En definitiva, podemos tener visiones encontradas. Creo que todos 
hacemos acuerdo en la importancia de este tipo de acciones y lo que han 
implicado en la vida de los niños y de sus familias. Hay que ver cómo cercar 
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situaciones que permitan su proyección. Entonces, es necesario subdividir esto 
en distintos aspectos. Uno es la forma, que siempre puede ser discutible y 
corregible. Me consta que conversaciones sobre esta temática fueron 
anteriores en el marco del Consejo de Primaria y no tanto en el Codicén, ya 
que -como expresó el consejero Silva- el día 29 tomamos contacto con esta 
temática, pero me consta que no fue así en el caso del Consejo de Primaria, 
que lo recibió con anterioridad para su análisis. 


Por otro lado, insisto: las competencias es un tema que tenemos que 
enfocar en función de las distintas áreas que maneja la Administración con 
otras profesiones en el sentido de promoción y prevención. Claramente, el 
tema vinculado a las previsiones presupuestales en función de darse un paso 
de esas características tiene que estar suficientemente claro en el sentido de 
que la Administración no tiene condiciones vinculares como para poder asumir 
dichos costos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Cabe destacar que ya fuimos analizando el 
articulado con las consideraciones generales. Entonces, les voy a pedir que 
vayan redondeando el tema, porque ya tenemos la otra delegación esperando 
a ser recibida. Sin ánimo de coartar la palabra de nadie, les pido que vayamos 
viendo cómo ir cerrando las disposiciones generales, porque se fueron 
analizando -repito- con el articulado. 


SEÑORA MOTTA (Laura).- Saludo este espacio que para todos es de 
enriquecimiento, reflexión y propuestas, como se ha dado hasta ahora. 


En artículo 227 que ha presentado el Poder Ejecutivo se dispone la 
instalación de "Consejos Consultivos integrados por los Organismos de la 
Administración Central, Gobiernos Departamentales, Administración Nacional 
de Educación Pública, Universidad de la República y Sociedad Civil, con el 
cometido de asesorar y transversalizar la perspectiva de diversidad sexual, 
étnico-racial y afrodescendencia en las políticas públicas". 


Antes de comentar este artículo, quisiera decir simplemente que la 
temática que abordan estos Consejos es de preocupación de esta 
Administración y de los directivos. La educación como reflejo de toda la 
sociedad tiene entre de sus propuestas educativas toda esta población y la que 
no está es motivo de preocupación, como ha demostrado el señor presidente 
del Codicén, con los esfuerzos que se han hecho para la inclusión de todos los 
niños y jóvenes de nuestro país. 


Lo segundo es que nosotros, como Administración Nacional de 
Educación Pública, ya integramos como invitados el Consejo Consultivo de 
Políticas de Género y en la nueva propuesta que se presentó a principios de 
este año para ser considerada por el Poder Legislativo estaríamos incluidos 
también en ese Consejo, ya no como invitados, sino como miembros plenos. 


Lo tercero es que la ANEP participa, junto con otros organismos, de 
políticas transversales, por ejemplo, en el Consejo Nacional de Políticas 
Sociales, por mencionar uno. 


Con estas tres cuestiones, estoy afirmando que esta práctica no le es 
ajena a la ANEP, ni en cuanto a la temática ni a la forma de abordarla. 


67 


Además, es necesario decir que nosotros enfocamos el abordaje de la 
educación desde el punto de vista del derecho a la educación como está 
consagrado en la Ley de Educación. En este sentido, Unesco destaca que la 
implementación correcta y concreta y la aplicación eficaz son responsabilidad 
del Estado. Por lo tanto, el Estado y la ANEP dentro del Estado tienen esa 
responsabilidad para con todos los ciudadanos, y estos Consejos están 
volcados a la mirada de algunas poblaciones específicas, en general, las más 
vulneradas también en cuanto a su derecho a la educación. Es 
importante mencionar otro concepto denominado la escolarización justa o la 
justicia curricular. Involucra algunas ideas abordadas a fines del siglo XIX, 
principios del siglo XX en todas las reformas educativas de América Latina, que 
voy a simplificar mencionando a Simón Rodríguez, cuando hablaba de la 
igualdad como punto de partida y no como meta. Considerar y participar de 
consejos consultivos que abarquen a poblaciones específicas donde se trabaje 
la igualdad como punto de partida es algo que le interesa a la Administración 
Nacional de Educación Pública, y creemos que es muy bueno hacerlo en 
conjunto con otros organismos. 


No voy a extenderme, pero simplemente quería contarles la visión del 
Consejo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero hacer una consulta. Si las 
autoridades no pueden responderla no hay problema, envían la información. 


Hace unos meses elevamos un pedido de informes sobre las herencias 
yacentes respecto de las que la ANEP es beneficiaria. Como estamos en una 
rendición de cuentas de 2017, me gustaría saber los casos en los que la ANEP 
fue beneficiaria de este tipo de herencias, qué tipo de bienes y valores recibió y 
cuál fue su destino. 


SEÑOR SILVA (Robert).- El pedido de informes del señor diputado ingresó 
hace unas sesiones. Lo que podemos hacer es acelerar la respuesta y remitirla 
a la Comisión. 


SEÑOR NETTO (Wilson).- Este espacio, privilegiado para discutir todas las 
temáticas, también nos permite aunar los esfuerzos que estamos haciendo y 
visualizar los desafíos que tenemos en cada período de gobierno. 


La discusión del presupuesto en función de recursos materiales a veces 
no nos genera los espacios y los tiempos para discutir sobre los avances o 
dificultades de las propuestas presentadas por la Administración. Esos tiempos 
siempre son escasos, muy exiguos, y no nos permite fortalecer las instituciones 
y habilita a que cada uno crea que la educación debe ser como lo entiende 
cada uno, o que la educación solo tiene condiciones de avanzar en función de 
que se haga lo que cada uno cree se debe hacer. 


Por eso hay algo objetivo en los presupuestos. Es la primera vez que en 
la Administración Nacional de Educación Pública se presentan metas 
cuantitativas para hacer un seguimiento real e informar al Parlamento y a la 
población respecto de sus logros y debilidades. 


Quiero marcar esto al cierre de nuestra presentación porque construir un 
sistema educativo público fuerte, como una gran herramienta de transformación 
social, también requiere responsabilidades sobre qué habla cada uno cuando 
opina sobre ciertos temas, cuáles son las expectativas a generar según lo 
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planteado, cuáles son los espacios, los recursos, los medios, las dificultades y 
desafíos. 


Por tanto, por un profundo respeto a lo que ha logrado el Uruguay -esta 
herramienta de transformación que es el sistema educativo público- 
aspiraríamos, en otros momentos, a tener los tiempos para poder debatir sobre 
lo presentado en los presupuestos, los alcances logrados y las dificultades de 
llegar a esos logros, en el marco de lo que aprobó el Parlamento y no en lo que 
cada persona, sector o grupo individualmente aspira por sí y para sí. 


Desde ese lugar, daríamos -dejando constancia en ese sentido de esta 
situación- por cerrada la presentación de la rendición de cuentas 2017 de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación de ANEP. 
(Se retiran autoridades de la Administración Nacional de Educación Pública) 
(Ocupa la Presidencia el señor representante Groba) 
(Ingresan autoridades de la Junta de Transparencia y Ética Pública, Jutep) 


——=EEs un verdadero gusto recibir al presidente de la Junta de Transparencia y 
Ética Pública, contador Ricardo Gil, al vicepresidente, doctor Daniel Borrelli, a 
la vocal, señora Matilde Rodríguez Larreta, y a la asesora financiero-contable, 
contadora Laura Busto. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Es un gusto para nosotros compartir esta instancia. 


La Jutep presenta ocho artículos sin costo y dos con costo. El primer 
artículo amplía las fuentes de recursos que puede tener la Junta, que hoy están 
limitadas, obviamente, a las asignaciones presupuestales y a las donaciones, 
herencias y legados, y agrega algunas alternativas. No estamos pensando en 
nada concreto, sino genéricamente en la posibilidad de que, por ejemplo, la 
Junta preste servicios a cambio de una retribución, que pueda utilizar los frutos 
de sus bienes. Por ejemplo, hoy la Junta tiene tres garajes en la Ciudad Vieja, 
pero no tiene vehículos; alquilar los garajes sería una forma de incrementar sus 
ingresos, que son muy reducidos. Lo que se busca es habilitar genéricamente 
cualquier otro ingreso que pueda ser autorizado mediante una norma legal. 


Repito que en este momento no estamos manejando nada concreto, 
sino abrir esa posibilidad sobre la base de que la Junta ha encarado esto con la 
idea de que estamos en un momento de restricción de gastos y tenemos que 
habilitar las distintas fuentes de ingreso a las que nos habiliten las normas y la 
imaginación nos ayude. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Esta solución que se propone es muy interesante y 
además, sin duda, implica un cambio cualitativo relevante. Creo -por eso 
pregunto al Directorio, en particular a su presidente- que podría llegar a 
significar una modificación, no voy a decir que al cometido, las funciones que la 
ley encomienda a la Junta. 


Obviamente, la ley vigente prevé que son fuentes de recursos de la 
Junta de Transparencia y Etica Pública las establecidas en los numerales 1) y 
2) -eso se mantendría-; parece, creo, de sentido común establecer por 
añadidura los numerales 5) y 6), es decir, los frutos, los resultados que surjan 
de los bienes del organismo, los que generen por autorización de otras normas 
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legales; creo que eso va de suyo también, y no sería necesario establecerlo en 
esta oportunidad. El ejemplo que daba recién el señor presidente en cuanto al 
arrendamiento de un espacio, obviamente, tiene que ver con los resultados 
provenientes de la activación de alguno de esos bienes o de los bienes propios 
de la Junta. 


Los numerales 3) y 4) introducen un cambio bien interesante, porque 
implican que la Junta, no solo cumpla con los recursos presupuestales que se 
le asignan para la muy importante misión que tiene, que es ni más ni menos 
velar o intervenir en el ejercicio de sus atribuciones en todo lo que concierne al 
comportamiento de los gobernantes y a la ética pública en términos generales, 
sino que inclusive venda servicios. Desde el punto de vista teórico eso podría 
llegar a convertirla en una empresa pública -es un organismo del artículo 221-, 
exagerando el razonamiento. Eventualmente, vendería bienes y servicios como 
Ancap, UTE o cualquier otra empresa del Estado. Repito: capaz que estoy 
razonando por el absurdo, pero capaz que no tanto desde el punto de vista 
estrictamente formal. 


Solicito al presidente alguna precisión adicional con respecto a esto. 
Entiendo el origen del planteamiento. La Junta necesita recursos y esto está 
debidamente explicitado en la exposición de motivos que se hizo llegar al 
Parlamento con el mensaje correspondiente. Me interesaría saber de qué tipo 
de servicios estamos hablando y quiénes serían sus destinatarios. Cuando aquí 
se habla de convenios con terceros, ¿cuál es la idea que la Junta tiene al 
respecto? ¿Qué manifestaciones de interés ha recibido? Tal vez esas 
manifestaciones de interés hayan motivado la posibilidad de avanzar en esta 
dirección. 


Que quede claro que cuando pregunto no cuestiono; estrictamente, 
pregunto. Antes de decidir debemos tener toda la información y, sobre todo, la 
justificación y los fundamentos de quien solicita la inclusión de un artículo de 
estas características. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludo formalmente a la delegación de la Junta de 
Transparencia y Etica Pública. 


En cuanto al numeral 3) del artículo modificativo, sobre el que se estaba 
consultando, referido a la prestación de servicios, hay que aclarar que son los 
vinculados al carácter esencial de la misma. No va a vender petróleo, 
comunicaciones ni los otros servicios que venden las empresas públicas. Creo 
que es más que obvio. 


Pero si se quieren sacar cualquier duda, ya desde su propio nombre está 
establecido que la Jutep tiene que ver con temas de transparencia y ética. 
Entonces, si pueden ser requeridos sus servicios en alguna manifestación de 
ese cometido esencial, simplemente alcanzaría con mencionarlo en la 
definición de esa posibilidad de ingreso. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero decir que cuando hice la pregunta, no fue 
porque estuviera pensando oO sospechando que la Junta estuviese 
pretendiendo vender bolsas de pórtland. No lo dije en esa dirección: utilicé el 
símil, pero con otro sentido. Naturalmente, vendería servicios que están 
vinculados con su giro, con la competencia que la ley le asigna. La pregunta iba 
en esa dirección, porque así está planteado el artículo. 
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SEÑOR GIL (Ricardo).- Me parecen muy pertinentes las consultas, porque 
también es nuestro interés que esto quede absolutamente claro. Lo que 
estamos planteando es estrictamente dentro de las funciones de la Jutep y 
algunas de estas cosas ya las estamos haciendo; lo que sucede es que no las 
cobramos. Nosotros tenemos una serie de servicios, sobre todo de 
asesoramiento y capacitación, que prestamos básicamente a instituciones 
públicas. Pero nuestra visión a mediano plazo es que el tema del combate a la 
corrupción también va a insertarse en el sector privado. En ese sentido, ya hay 
normas UNIT en materia de políticas antisoborno y vemos una evolución: cada 
vez más las empresas privadas van a tener que asumir compromisos en 
materia de combate a la corrupción. Nos parece que la Junta ahí tiene un rol 
para cumplir, que es el que ya viene asumiendo. Y dentro de nuestro rol está el 
tema de la capacitación y de la difusión de ciertos principios, valores y 
conceptos. 


Ahora bien: pensamos que no necesariamente -sobre todo cuando se 
trata de empresas privadas- estos servicios de la Jutep han de prestarse de 
forma gratuita. Entonces, simplemente habilitamos la posibilidad de que en 
algún momento, por ese tipo de cosas -y ninguna otra: no estamos pensando 
en crecer en el ofrecimiento de nuevos o más servicios, sino en lo que hoy 
tenemos y estamos haciendo-, que van a tener más demanda, percibamos 
ingresos razonables. De todas formas, me parece que con esto tampoco 
vamos a cambiar el presupuesto de la Jutep. 


De manera que nos parece bueno que la Jutep empiece a interactuar 
con el sector privado para fortalecer las defensas que todo el sistema tiene 
contra la corrupción. Entendemos que allí debemos dejar esa posibilidad 
abierta. 


En el octavo artículo propuesto, habilitamos la firma de convenios de 
estas características. Es todo un paquete que apunta a generar esa posibilidad, 
a fortalecerla, y a permitir que la Junta perciba por este concepto ingresos 
razonables, sobre los cuales no hemos discutido, porque todo lo que hacemos 
hoy lo estamos llevando a cabo de forma gratuita con instituciones públicas y 
con algunas privadas como, por ejemplo, con alguna universidad. 


Habilitada la posibilidad de generar algunas líneas de ingreso nuevas, el 
segundo artículo propuesto plantea la posibilidad de que la Junta disponga del 
ciento por ciento de los ingresos generados por esos conceptos. Supongo que 
ustedes conocerán esto, porque no es algo único de la Juntep; no es una 
cuestión innovadora, ni nada por el estilo. Simplemente, es esa previsión. 


El tercer artículo está dentro de este mismo esquema y de la misma 
línea de razonamiento y plantea la posibilidad de percibir un precio por los 
desarrollos técnicos o por la elaboración de informes que se hagan tanto por 
instituciones públicas como privadas, así como por los asesoramientos 
prestados. Por un lado, habilitamos la nueva fuente de posibles ingresos de la 
Junta y, por otro, la fijación de precios de algunos de los servicios prestados. 
No es más que eso: estos tres artículos están dentro del mismo paquete. 


El cuarto no solo es un artículo de costo cero, sino que implica 
economías. En la actualidad, la legislación vigente obliga a que la Junta 
publique la lista de funcionarios que no cumplen con la obligación de presentar 
la declaración jurada en el diario oficial y en otro diario de circulación nacional. 


71 


Ya en el mes en que asumió este directorio, en febrero del año pasado, cuando 
nos reunimos con la Comisión en materia de prevención de lavado de activos y 
crimen organizado -y habiendo incorporado el tema de la transparencia- para 
discutir el proyecto de ley que está en ese ámbito, referido a modificaciones del 
sistema de declaraciones juradas, planteamos que este tema implicaba un 
gasto absolutamente innecesario. En el mundo de hoy, publicar listas en el 
Diario Oficial -que ya no es más un diario, sino una página web- y en un diario 
de circulación nacional, implica un costo que no tiene ningún sentido mantener. 
Entonces, la posibilidad es que la Junta en su página web publique los listados. 
Este no es un tema menor, porque en el año 2016 hubo listados que no se 
pudieron publicar por un tema de costos y en 2017 hubo uno que no 
publicamos, pero sí dimos a conocer un aviso diciendo que el listado de omisos 
de tales organismos estaba colgado en la página web. |¿Por qué? Porque no 
teníamos dinero para invertir o gastar; $ 500.000 en avisos en los diarios de 
cosas que podíamos publicar en la web. 


Teniendo en cuenta que el proyecto que está en la Comisión no ha 
salido, queremos anticiparnos en esta reducción de gastos porque nos parece 
que es sencillo, es indiscutible y nos asesoramos en el sentido de que esa 
publicación no es una notificación. La notificación se procesa por otras vías, 
esto es la publicación para conocimiento general y nos parece que es 
clarísimo, es un ahorro y no hay mucho más que pensar. 


Tenemos dos artículos interrelacionados que tienen que ver con los 
pases en comisión. Vale la pena aclarar que la Junta se ha nutrido durante 
mucho tiempo de pases en comisión, algunos de ellos fueron posteriormente 
regularizados, incorporándose a la Junta en distintos momentos, 
especialmente, cuando se transformó en servicio descentralizado. Hasta ahora 
es una dinámica que se ha mantenido, incluso en 2017, donde el directorio 
debió concretar tres pases en comisión de personal técnico del cual no dispone 
en la plantilla del organismo. 


A efectos de posibilitar una mejora en ese sistema, el primer artículo 
plantea que, en ciertas condiciones, con el aval del organismo de origen y de la 
propia Junta y después de un año de permanecer en comisión en el organismo, 
el funcionario pueda quedar en el organismo y se transfieran los respectivos 
créditos. 


En definitiva, el Estado no va a pagar más ni menos; simplemente, lo que antes 
se pagaba en el organismo de origen, ahora se va a pagar en el organismo de 
destino, que sería la Junta. Lo que se agrega es que esa transferencia sea de 
todas las partidas; que las partidas que tenían su lugar de origen, sean 
mantenidas. 


Quiero poner un ejemplo que a este directorio ha sorprendido 
muchísimo. Tenemos un abogado en comisión en la Junta que por trabajar 
como asesor letrado cobra $ 20.000; es su sueldo en el ministerio de origen. 
¿Por qué? Porque el ministerio de origen tenía una partida compensatoria que 
perdió en el momento del traslado. De esa forma, salvo situaciones muy 
especiales, es impensado que alguien acepte un pase en comisión. Pensando 
en eso es que en este artículo -además de prever la posibilidad que pase y 
quede con los respectivos créditos- planteamos la necesidad de que cuando se 
haga esa transferencia sea con todas las partidas que reciba, lo cual me consta 
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porque ha pasado en la Secretaría Antilavado donde hay antecedentes claros 
en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos analizado juntos los artículos 5? y 6% porque 
son complementarios. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Sí, son complementarios. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 72. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- El artículo 7* tiene que ver con la posibilidad de 
remunerar horas docentes prestadas por funcionarios de la Jutep. ¿Por qué 
decimos que tiene costo cero? Porque, en realidad, no estamos pidiendo más 
dinero para remunerar, sino que eso tendría que salir de dos fuentes: los 
convenios y los ingresos previstos en los artículos iniciales, la posibilidad de 
percibir ingresos por esas tareas docentes y las economías que el propio 
organismo haga. Esto no implica más dinero, significa la posibilidad de 
remunerarlo. ¿Por qué? Porque estamos haciendo capacitaciones a distintos 
organismos, generalmente con un cuerpo de asesores externos que percibe 
una retribución del organismo que es capacitado. Estamos haciendo más 
capacitaciones, estamos trabajando con el BPS en el interior y eso implica un 
esfuerzo adicional y lo que nos parece razonable es que se compense como 
una cosa excepcional y adicional con las economías que hagamos o con lo que 
podamos percibir por esas tareas docentes que el funcionario cumple. 
Tenemos un departamento muy chico de capacitación, son dos funcionarias. 
También cabe la posibilidad que nuestros asesores legales puedan participar 
en esas instancias. Sería para los funcionarios de la Junta en tareas docentes 
con economías o con ingresos percibidos por las capacitaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 82. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- El artículo 8*, el último de los artículos sin costo, 
refiere a la posibilidad de que la Junta celebre convenios con personas físicas, 
jurídicas, privadas o estatales, nacionales o extranjeras para prestar servicios o 
colaborar con actividades de la especialidad de la Junta en los términos que ya 
explicamos. Refiere a habilitar la posibilidad de celebrar ese tipo de convenios 
y en paralelo, pero en forma independiente, la posibilidad de percibir por ellos 
algún ingreso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar los artículos con costo. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Los dos artículos con costo refieren estrictamente a la 
creación de cargos. 


El año pasado, al venir a la Comisión, planteamos que en el marco de la 
restricción de gastos y debido a la situación en que se encontraba la Junta y el 
directorio -que había asumido hacía muy poco-, no nos parecía prudente hacer 
solicitudes de cargos si no estaban al servicio de un proyecto de trabajo de la 
Junta. 


El año pasado no lo teníamos y nos pareció que no correspondía, en el 
marco de contención de gastos, plantear cargos cuya razón de ser no estuviera 
muy clara. Hoy la situación cambió, seguimos pensando que los gastos hay 
que acotarlos y que estamos en un momento de control, pero entendemos que 
el trabajo de la Junta, en este momento y en el futuro, requiere la incorporación 
de algunos cargos, básicamente técnicos. Lo planteamos el año pasado. La 
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Junta no tiene ningún abogado, tiene dos abogados en pase a comisión; 
tampoco tiene contador, solo la contadora Busto -que nos acompaña- y que es 
un pase en comisión. Podría pasar que en un plazo breve el directorio y los 
pases a comisión se fueran porque no están enganchados al cargo y que el 
organismo quedara sin técnicos en materia contable y de asesoría letrada. Nos 
parece que la única forma seria de resolver esto es que la Junta cuente con 
algún abogado y contador propio que acumulen experiencia, que demuestren 
seriedad en el trabajo, que trabajen con los Juzgados, que sean la memoria del 
organismo, pero eso no se soluciona con pases en comisión. Ahí tenemos que 
incorporar algún elemento nuevo. Estamos trabajando con una reestructura. La 
Junta tiene catorce funcionarios presupuestados y tres en comisión. Los 
catorce funcionarios presupuestados tienen catorce sueldos y condiciones de 
trabajo distintas porque vinieron de orígenes diferentes, en momento distintos. 


Estamos en el marco de un convenio que firmamos con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, apuntando a una reestructura funcional, pero 
tenemos claro que en ese rubro hemos tenido economías, tenemos economías 
y queremos administrarlas bien. Por tanto, la reestructura va a ser financiada 
con esas economías y hoy podemos decir que uno de esos tres cargos lo 
podemos cubrir sin necesidad de crearlo. Es decir, estamos oficializando un 
pedido menos de esos tres cargos porque entendemos que lo podemos cubrir 
nosotros. 


Hay un cuarto cargo que es para un ingeniero de sistemas. La Junta no 
tiene ninguna persona que sepa de temas informáticos. Contamos con una 
página web que es muy mala, un sistema colgado en la web de presidencia de 
declaraciones juradas, con un contrato que este año asumimos nosotros, ya 
que antes lo cubría Agesic. Además, tenemos una empresa contratada para 
que nos resuelva los problemas de sistema de la propia Junta. Creemos que la 
Junta necesita un cargo técnico de ingeniero de sistemas, y por eso lo estamos 
proponiendo. La mitad de los egresos totales que genera el cargo de ingeniero 
en sistemas se cubre discontinuando el contrato que tenemos hoy con la 
empresa de sistemas, que nos está cubriendo algunas necesidades. El costo 
incremental equivale a la mitad del total que estamos planteando porque ese 
contrato se reduciría. Esos cuatro cargos nos parecen fundamentales para que 
la Junta tenga su equipo técnico mínimo para poder seguir operando con 
seriedad, y cumplir con una serie de proyectos que han surgido por iniciativa 
del Directorio, pero también por la relación que la Junta mantiene con otros 
organismos. 


Por un lado, la Junta se ha integrado a la Comisión Coordinadora contra 
el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo y ha definido una 
estrategia nacional basada en riesgo para los próximos años. En esas 
estrategias se han incluido una serie de objetivos vinculados con el combate a 
la corrupción, con los cuales nos hemos comprometido totalmente. 
Participamos en esa discusión y estamos muy comprometidos con el 
cumplimiento de esos objetivos. 


Por otro lado, también nos hemos incorporado a los proyectos de 
gobierno abierto; estamos participando en el 4% Plan de Acción Nacional de 
Gobierno Abierto. En ese sentido, también estamos comprometidos, por lo 
menos, con un objetivo específico en los próximos dos años. 
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Tenemos más planes en marcha que se suman a los que ya venimos 
haciendo, que tienen que ver con la capacitación, el apoyo a la Justicia, y el 
análisis de situación e irregularidades en comportamientos que tengan que ver 
con las normas de conducta de los funcionarios públicos. Hay algunas 
iniciativas que para nosotros son de particular confianza. En especial quiero 
mencionar el trabajo que se está haciendo en coordinación con el gobierno 
abierto, incluido en la estrategia de combate al crimen organizado de lavado de 
activos, que está relacionado con la construcción de un sistema de recepción 
de denuncias vinculadas con el tema corrupción. En tal sentido, hemos 
conseguido el apoyo de la Eurosocial, un organismo vinculado con la Unión 
Europea. Estamos abriendo líneas para tratar de que buena parte del 
financiamiento de este tipo de iniciativas se pueda obtener por otras vías. 


Esos serían los cuatro cargos planteados en ese primer artículo con 
costo. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Antes de pasar a considerar los temas de carácter 
general, hay algunos datos que queremos pedir al presidente y a la Junta en su 
conjunto. 


Los fundamentos de estos dos artículos que tienen costo, vinculados con 
la creación de cargos han sido muy claros, sin perjuicio de lo cual quiero 
señalar dos cosas. 


En primer lugar, un aspecto de carácter formal en cuanto a la 
metodología de la presentación, porque el articulado viene antecedido de una 
exposición de motivos que también es muy clara. 


En segundo término, me voy a referir al texto de cada uno de los 
artículos, ya que en estos dos hay unos párrafos que aparecen como lo que 
podría ser un segundo y tercer inciso que parecen más fundamentos o 
justificación del artículo que parte del texto mismo. Digo esto para dejarlo 
señalado por si la Comisión resuelve aprobarlos e incorporarlos en la rendición 
de cuentas. No sé si me interpreta el señor presidente, pero acá se hablan de 
cuáles serían las razones para crear estos cargos, y eso más bien pertenece al 
fundamento, a la exposición de motivos, y no al aspecto dispositivo del artículo, 
que es la creación de los cargos propiamente dicha. 


La pregunta concreta que quiero hacer tiene que ver con el último 
artículo y la creación de este cargo de abogado que obviamente sería una 
suerte de asesor directo de la Junta. Aquí se establece que supervisaría el 
funcionamiento de las distintas áreas del organismo. Y antes habla de un 
profesional permanente que asegure la ejecución de las resoluciones del 
Directorio. Me interesaría saber en qué consiste esta función, teniendo en 
cuenta que las decisiones de la Junta -por lo menos las que estamos 
acostumbrados a ver; no digo que sean todas- carecen de efecto imperativo. 
Son recomendaciones que los organismos deben tener en cuenta o no. 
Naturalmente, después merecen la valoración de la opinión pública, y esa tal 
vez sea la función central de la Junta Anticorrupción. Pero no implica 
necesariamente un hacer de parte de alguien; ni siquiera del organismo o del 
jerarca que esté involucrado con esa decisión que la Junta en cada caso 
concreto adoptó. Por supuesto que también adopta otras resoluciones como las 
que tienen que ver con la función administrativa, que supongo esas sí son de 
necesario cumplimiento. Me imagino que cuando se ordena hacer una 
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publicación con relación a las declaraciones juradas, evidentemente hay una 
decisión que se tiene que cumplir. Tal vez sea instrumental o accesoria a las 
otras, pero no tiene que ver con la función principal. 


Por eso pregunto específicamente qué se está pensando al hablar de un 
profesional que asegure la ejecución de las resoluciones de la Jutep. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quiero hacer algunas consultas en cuanto a la 
solicitud que se nos hace en el artículo 9* vinculada con un asesor, ingeniero 
de sistemas, y a alguna referencia que hizo el contador Gil respecto de los 
temas informáticos, inclusive de un convenio con la Agesic que había 
culminado y que ahora se estaba contratando a una empresa privada para 
hacer el mantenimiento del sistema. 


Teniendo en cuenta que estamos tratando modificaciones al sistema de 
declaraciones juradas en la Comisión de Transparencia y Lavado de Activo y 
que, además, la ley ya autorizó a que estas declaraciones juradas puedan ser 
enviadas a través de medios digitales, me gustaría saber si la información que 
se recaba por los medios digitales está lo suficientemente protegida. Digo esto 
pensando en la seguridad informática y en la posibilidad de jaqueos. Durante el 
análisis de las modificaciones al sistema de declaraciones juradas muchos han 
manifestado la preocupación de llegar a publicitarse el contenido de las 
mismas, lo que podría generar problemas de seguridad en este caso personal 
por el conocimiento de los bienes que están allí declarados. 


Reitero: mi pregunta específica está relacionada con los temas de 
seguridad informática que la Jutep puede tener en este momento. Me dejó 
preocupado la afirmación de que había terminado el acuerdo con Agesic en 
este caso. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- El planteo de los artículos se hace en 
dos partes. Un artículo es sin costo, aunque trasmiten una necesidad de 
mínimo recurso donde están haciendo volar la imaginación a ver de dónde 
surge algún peso, para hablar en criollo. Y los dos artículos siguientes tienen 
costo. 


A mí me preocupa que un organismo, con la trascendencia que ha 
tenido la Jutep y la función que cumple, tenga que andar preocupándose de 
dónde puede rescatar algo para funcionar. 


Concretamente, quiero saber si para los dos artículos que tienen costo 
es eso a lo que aspiran para funcionar correctamente o, teniendo en cuenta 
que no hay plata, es lo mínimo de lo mínimo que pueden pedir. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Me parece que las tres preguntas nos permiten aclarar 
y ampliar el tema. 


Efectivamente -y es un error nuestro- la propuesta de artículos incluye 
fundamentación, y eso está mal. La única explicación o excusa es que por 
motivos ajenos a nosotros tuvimos que elaborar esto de manera muy rápida los 
últimos días del plazo y eso se nos escapó. En realidad, los incisos segundo y 
tercero del penúltimo artículo y el último inciso del último artículo no son 
artículos, son explicación de lo que se está planteando. Es claro que eso no es 
parte de la propuesta. 
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Lo segundo es la creación del cargo de secretario ejecutivo, que está 
planteado en el último artículo, que para nosotros es el responsable funcional 
de la Junta. Está el Directorio, y hoy, debajo del Directorio, hay una dispersión 
de catorce funcionarios. Tenemos cierto funcionamiento en sectores, pero no 
hay nadie que, en ausencia del Directorio, pueda ir manejando los temas que 
están en trámite y, más allá de que la visibilidad de la Junta tiene que ver con 
cuando se expide sobre algunos temas que hacen al comportamiento de 
funcionarios públicos, en realidad, tenemos toda una serie de áreas de trabajo 
que son tanto o más importantes y tanto o más tiempo insumen. Tenemos 
capacitaciones, toda la parte informática, declaraciones juradas, el manejo de 
la administración, la asistencia a por lo menos dos organismos internacionales 
donde la presencia de Uruguay es fundamental: el Mesicic (Mecanismo de 
Seguimiento de la Convención Interamericana Contra la Corrupción), que son 
dos reuniones al año en Washington, y el organismo de Naciones Unidas que 
hace el seguimiento del cumplimiento de la Convención de Naciones Unidas, 
que son tres reuniones. Nosotros no asistimos a todas esas reuniones por un 
tema de costos, pero además tenemos un problema físico de presencia en 
esos lados si quisiéramos ir a todas las reuniones. Precisamos alguien en 
quien delegar algunas cuestiones, que nos haga el seguimiento, que tenga una 
responsabilidad interna funcional: hoy no tenemos un cargo que la cumpla. 
Además, nos parece que no debe ser un cargo de confianza política, sino que 
debe ser un cargo presupuestado, técnico y de carrera. Ese es el objetivo. 


En la parte que mencionó el señor diputado Abdala, en la parte de lo que 
hacemos hoy hacia afuera, no le veo casi participación, eso es un tema del 
Directorio y así debe seguir siendo, no se nos ocurre cambiar eso. Sí en todo lo 
demás, que nos lleva muchísimo tiempo y esfuerzo, y donde, si no es por 
nuestra presencia física todos los días en las oficinas, no tenemos tranquilidad; 
y nos consta el esfuerzo de los funcionarios, pero también hay un tema de 
capacidades y de formación: precisamos alguien con una formación que nos 
permita delegar temas técnicos, de seguimiento. Es por ese lado que viene el 
planteo de ese cargo. 


Con respecto a la consulta del diputado Asti, tal vez no me expliqué bien. 
Todo el sistema vinculado a las declaraciones juradas descansa en una nube 
que amablemente nos ha cedido Agesic. Eso fue un proyecto que nació con 
Agesic, fue un proyecto embrión que Agesic ayudó a gestar que, luego -hace 
tiempo ya-, implicó la participación de una empresa privada. ¿Qué nos planteó 
Agesic en su momento? Estos proyectos nosotros los ayudamos a crecer, pero 
después los soltamos, los tienen que asumir ustedes. Y a nosotros nos pareció 
absolutamente lógico; si no, les trabamos a ellos la posibilidad de tomar otros 
proyectos. Ellos estaban pagando el funcionamiento del sistema de 
declaraciones juradas de Jutep: no solo nos daban el sitio, sino que pagaban 
ellos a la empresa. Lo único que cambió es que ahora lo pagamos nosotros: el 
sistema sigue siendo el mismo. Licitamos los dos servicios de mantenimiento 
de operación, quedó la misma empresa, pero fue una licitación abierta, y ahora 
eso lo cubre la Junta, con una partida extra que nos dio el Ministerio de 
Economía y Finanzas, porque le planteamos la situación; no era lógico que 
Agesic siguiera pagando eso. Más allá de que nos complicaba la vida, en 
realidad, era un tema nuestro y así se está haciendo desde hace un par de 
meses. 
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No cambia nada respecto a cómo venía funcionando antes y todo el 
tema de seguridad lo maneja Agesic, lo cual nos da mucha tranquilidad. A 
pesar de esto, hace unos meses gestamos una auditoría de seguridad. Nos 
parece importante que cada tanto alguien que no participa, de afuera, cruce a 
ver si el sistema sigue siendo seguro, porque sabemos que lo que es seguro, 
pasado mañana, capaz que no lo es. Hicimos una auditoría, detectamos alguna 
falla menor, pero la seguridad en declaraciones juradas sigue siendo un tema 
clave para nosotros, y tenemos toda la tranquilidad. No ha habido cambios en 
la empresa, no acceden ahora a más ni a menos que antes. Es la misma 
empresa, la experiencia ha sido buena, pero el tema de la seguridad en 
declaraciones juradas no lo desatendemos y nos parece que está 
adecuadamente cubierto. 


Con respecto a la última pregunta, es brava la respuesta. Lo que 
planteamos acá es lo que entendemos como mínimo. Si nos pregunta cuánto 
precisaría la Junta para trabajar mejor, diría que bastante más que esto, pero 
tampoco podemos desconocer que hay un tema de manejo de fondos 
complicado: hay una política general de restricción del gasto, y nosotros nos 
asumimos como parte de una política general, no somos un ente aislado. Nos 
parece que la Junta puede cumplir un rol importante en su tema especializado, 
pero dependerá de una decisión que es de ustedes y que nosotros respetamos. 


Además, tenemos economías, hemos generado economías, y lo primero 
que hacemos es manejarlas. Como dijo el diputado con razón: estamos 
rascando en distintos lados la imaginación para ver cómo mejoramos esto. ¿Es 
lo mejor? No; lo mejor sería que alguien nos dijera: "Tomen, acá está la plata", 
pero no es la realidad. La realidad es que tenemos un local propio donde 
pagamos $60.000 al mes de gastos comunes. A mí no me suena lógico. 
Entonces, estamos viendo cómo hacemos para bajar los gastos comunes del 
local o confirmar que son razonables. 


En la Comisión Especial con Fines Legislativos de Transparencia, Lucha 
contra el Lavado de Activos y Crimen Organizado hemos planteado la 
necesidad de que todo el sistema de declaraciones juradas se ajuste, porque 
hoy es pesadísimo y da muy pocos resultados. Hoy controlamos mal a 55.000 
funcionarios públicos. Yo prefiero controlar bien a 20.000 y no mal a 55.000, y 
controlar mal a 55.000 nos implica 5 de 14 funcionarios. ¿No podemos 
racionalizar eso? Sí, por eso en la Comisión llegamos a un acuerdo sobre una 
serie de cambios que, sin perder el manejo del riesgo, que es lo que hay que 
manejar en este tema, nos permitan hacer una racionalización. Hoy el 100% de 
los funcionarios del Ministerio del Interior declaran. Los bomberos zafrales 
declaran cuando entran en diciembre y lo hacen nuevamente cuando se van en 
abril. Además, muchos no declaran, por lo cual, después, viene todo el 
seguimiento de los omisos, de las cartas, de las publicaciones. 


Entonces, estamos trabajando en toda esa zona, tratando de achicar por 
donde podemos. ¿Precisamos mucho? Precisamos algo, y esto que está 
planteado es lo mínimo. Con esto nos animamos a trabajar. Es más: como les 
anticipé, de los cinco cargos, estamos diciendo cuatro; hay uno que pensamos 
que lo podemos cubrir con parte de las economías. Esa es la realidad. Si 
pedimos mucho, sabemos que no se va a dar. Además, queremos dar a todo el 
mundo -a ustedes también- la imagen de un manejo serio de todo esto. No 
queremos pedir por pedir. El año pasado no pedimos nada. El año pasado se 
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aprobó la posibilidad de que la Junta solicitara fondos al Fondo Nacional de 
Bienes Decomisados. En este año no hicimos ningún planteo. ¿Por qué? 
Porque no teníamos un proyecto claro que viéramos que requeriría el 
financiamiento del Fondo, y pedirle un aire acondicionado o dos escritorios nos 
pareció poco serio. Nosotros queremos usar esa potestad que nos dio la 
rendición del año pasado en cosas fuertes, sólidas, en proyectos de futuro. 
Entonces, seguramente, el año que viene le vamos a pedir algo, pero en el 
marco de proyectos, no para tapar los agujeros financieros que tenemos. 


Nos hemos manejado con equilibrio, hemos administrado bien los 
fondos, tenemos economías porque los administramos bien, y les queremos 
decir a ustedes que lo que pedimos es lo que necesitamos para un primer 
saltito. Si trabajamos bien, después, demostraremos que, en vez de dos 
abogados, capaz que precisamos dos más, pero eso va a ser dentro de dos 
años, antes, no. Hoy con dos abogados encaminamos bien el trabajo y nos 
quedamos tranquilos en lo que les decía: no solo la calidad del técnico, sino 
también que sea del organismo y que logremos construir una memoria 
institucional que supere los cambios de Directorio o los ceses de los pases en 
comisión, que son los riesgos que hoy tenemos. 


SEÑOR BORRELLI (Daniel).- El diputado Abdala realizó una pregunta con 
respecto al asesor letrado o abogado, y no comprendí bien cuál era su 
inquietud, por lo que le pediría que la repitiera a fin de aclararla. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que no va a ser necesario que el doctor 
Borrelli me conteste porque ya lo hizo el presidente de la Junta. Lo que yo 
pregunté, concretamente, fue a qué se refería o qué significado tenía la 
expresión relativa a que el profesional abogado se contrataría para asegurar la 
ejecución de las resoluciones del Directorio. En tal sentido, el presidente de la 
Junta dijo con mucha claridad que el propósito es que ese funcionario 
supervise la coordinación de todas las áreas del organismo y vele por el 
cumplimiento de todas las normas de funcionamiento interno, pero que eso no 
abarca, o no alcanza, las recomendaciones o decisiones internas de la Junta, 
las que por supuesto están a cargo del propio órgano de conducción. Si el 
doctor Borrelli tuviera algún elemento adicional, para mí será un gusto tomar 
nota de él. 


SEÑOR BORRELLI (Daniel).- El diputado Abdala entendió bien. En realidad, 
los asesores letrados siempre están bajo la subordinación de la Junta en lo que 
respecta a lo técnico. Si bien yo soy el único abogado del grupo, mis 
compañeros también participan activamente en esta tarea y las resoluciones 
siempre salen con el consenso del Directorio por más que los abogados 
aconsejen una u otra cosa. Simplemente quería dejar claro ese aspecto. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Complementando la pregunta que había hecho 
originalmente con respecto al sistema informático, quisiera saber qué avance 
ha habido en cuanto a la modificación que votamos hace un par de años 
respecto a la posibilidad de que las declaraciones juradas se presentaran en 
soporte digital en lugar de realizarse en papel, y qué porcentaje de un 
mecanismo y otro se está manejando en este momento. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Cuando nosotros asumimos, esa modificación estaba 
vigente y el resultado era escaso. A principios del año pasado el porcentaje de 
declaraciones juradas electrónicas era del orden de 9%, o tal vez un poquito 
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menos. Dentro de las limitaciones de recursos que tenemos, hemos hecho un 
esfuerzo por potenciar la declaración jurada electrónica que, obviamente, 
reduce muchísimo los costos y, secundariamente, minimiza el espacio físico de 
almacenamiento, que es un tema menor pero pesa. Ese proceso tuvo un 
impulso grande cuando a fines del año 2017 y principios de 2018 venció la gran 
mayoría de las declaraciones juradas de los funcionarios del Ministerio del 
Interior. Hicimos un trabajo previo coordinado con el Ministerio porque era un 
aluvión de gente, y cuando se debió hacer la declaración inicial se formaron 
colas de quienes iban a declarar en enero -lo cual implicó un esfuerzo adicional 
del declarante y de los funcionarios- y nos pareció que eso debía ser 
planificado. Lo planificamos en forma muy coordinada con el Ministerio, 
pudimos superar el pico sin grandes daños y, especialmente, logramos que el 
porcentaje de funcionarios de ese Ministerio que declarara por vía electrónica 
fuera muy alto. Entonces, empezamos a ver que el sistema podía caminar y no 
tuvimos inconvenientes con él ya que funcionó bien. El problema es que a la 
gente le cuesta acostumbrarse o le gusta más el papel, y tenemos un 
porcentaje de funcionarios del Ministerio del Interior que no puede manejar el 
mecanismo digital con facilidad. De todos modos, diría que ha habido un 
cambio y la curva empezó a mejorar. El Ministerio del Interior fue una buena 
experiencia y seguimos promoviendo la declaración digital. Nunca se va a 
llegar al cien por ciento, pero aspiramos a que se inviertan las proporciones y, 
por lo menos, lleguemos a un 80% de declaraciones digitales a mediados del 
año que viene. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solamente quisiera hacer algunas preguntas o 
solicitar algunos datos a los integrantes de la delegación -que creo que pueden 
ser de interés de la Comisión y de todos nosotros- con relación a la importante 
misión que cumple la Jutep, sobre la base de lo que venía explicando el 
presidente, en función de que, de hecho, el encadenamiento de las preguntas y 
las respuestas nos trasladó del análisis del articulado a los temas más 
generales. 


Creo que sería interesante saber cuántos funcionarios trabajan 
actualmente en la Junta, en la condición que sea, propios o en comisión, ya 
que por más que el tema estuvo sobrevolando, no se expresó el dato concreto. 


El presidente de la Junta ya mencionó la cantidad de declaraciones 
juradas que existe, pero me interesaría saber cuántos fallos o 
pronunciamientos con relación al cumplimiento de su cometido ha emitido la 
Junta en el último año, por ejemplo, así como cuántas denuncias ha recibido 
-sé que recibe denuncias con distintos fundamentos, algunas de entidad y otras 
que no tienen fundamento ninguno, pero supongo que se lleva registro de 
ellas-, vinculadas con eventuales apartamientos del correcto proceder de los 
funcionarios en las más diversas áreas. A la vez, querría saber cuántas 
intervenciones de oficio tuvo la Junta, es decir en cuántos casos resolvió 
intervenir; algunos fueron casos notorios que todos conocemos, pero 
seguramente habrá tenido otras intervenciones además de las que fueron 
motivo de amplia difusión en los medios de comunicación. 


Por último, creo que es interesante preguntar algo con respecto a un 
tema que todos sabemos que es de enorme importancia para el sistema 
político y para el prestigio de la actividad pública. En la exposición de motivos 
-lo acaba de reiterar el presidente Gil- queda claro que a nivel de los 
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organismos internacionales al país se lo audita en cuanto a su comportamiento 
con relación a estos temas y particularmente con respecto a la situación de los 
organismos especializados que tienen competencia en estos temas, en nuestro 
caso la Jutep. En el informe dice que, en el marco de la Convención de 
Naciones Unidas, este año se estaría dando una nueva instancia de esas 
características. Me interesaría saber, no para compararnos con otros sino en 
términos objetivos, cuál es la calificación que el país ha recibido, a fin de 
conocer algún guarismo, o bien algún concepto o idea que nos permita saber 
cómo estamos y cómo se nos ve internacionalmente a este respecto. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Vamos a tratar de contestar los distintos tramos de las 
preguntas en orden y con la información que tenemos. 


Actualmente, la Junta tiene catorce funcionarios presupuestados, tres 
directores, tres funcionarios en pase en comisión y un funcionario de la 
empresa de sistemas que la Junta tiene contratada para operación y 
mantenimiento del sistema propio, las máquinas de las oficinas, etcétera. 
Contando al Directorio, somos veinte personas, más esta persona contratada 
por fuera. Esa es la situación actual. 


Este año se jubiló algún funcionario y falleció una funcionaria, por lo cual 
los haberes los incorporamos a las economías -como ya mencioné- que, por un 
lado, van a cubrir uno de los cargos que hemos solicitado y, por otro, se van a 
utilizar para adecuar las retribuciones a la reestructura que estamos intentando 
coordinar con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Este es el panorama. 


Con respecto a los casos y las situaciones, conceptualmente manejamos 
las prioridades, es decir, las respuestas a las consultas y a los pedidos de 
información y de asesoramiento de la Justicia penal. El año pasado tuvimos 
once solicitudes. 


No recuerdo la cifra exacta de este año -lo cerramos siempre a fin de 
año-, pero entre los pedidos de la Justicia penal, de crimen organizado y de 
algún juzgado del interior debemos andar en ocho respuestas. 


En materia de denuncias, la mayor visibilidad pública de la Jutep a partir 
de setiembre del año pasado ha hecho que tuviéramos picos interesantes de 
denuncias ciudadanas o de algún organismo público, pero no en temas penales 
-porque automáticamente van para la fiscalía- sino en temáticas relacionadas 
con la conducta del funcionario público. Como bien ha dicho el señor diputado, 
los niveles fueron absolutamente dispares, es decir, denuncias muy bien 
fundadas y serias -algunas hemos tomado y analizado- y otras sobre 
situaciones familiares, acoso laboral o acoso sexual. En todos los casos damos 
alguna respuesta, pero muchas veces les decimos, por ejemplo, "Usted debería 
ir a tal lado" o "Usted este tema ya lo gestionó en la Justicia por vía 
administrativa y la Junta no va a emitir una tercera opinión para que se quede 
contento O vaya a mostrarla donde le dijeron que no". Hemos sido muy 
cuidadosos con ese tema. 


Se ha planteado que las denuncias de la ciudadanía son muy 
importantes. Hay un compromiso de Uruguay asumido en la Convención de las 
Naciones Unidas de habilitar sistemas de denuncias, inclusive anónimas, y 
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estamos trabajando en ello. El problema lo tenemos, pero estamos tratando de 
mejorar el sistema. 


Suscribimos convenios con distintos organismos para empezar a testear 
la situación. Ha sido público el convenio que realizamos con ASSE; la idea es 
hacer un piloto en ese organismo, que es una organización compleja, y trabajar 
con un organismo más sencillo como puede ser la Corporación Nacional para 
el Desarrollo a efectos de ver cómo funciona internamente este tipo de 
sistemas. 


La idea nuestra es contar con un portal de denuncias, una especie de 
ventanilla única donde nos llegue todo, pero eso no tendría sentido si no es 
acompañado de un buen relacionamiento con los organismos para poder 
derivar, consultar y hacer un seguimiento de las denuncias. 


Las denuncias ciudadanas se implementaron, fundamentalmente, en 
2018. Me comprometo a enviar las cifras oficiales porque no las tengo en la 
cabeza, pero diría que fueron alrededor de cuarenta. 


¿Cuál es el problema que tenemos? Que no contamos con capacidad 
para hacer un seguimiento razonable de todas las denuncias; no nos dan los 
tiempos ni la gente. Son demasiadas denuncias y, como he dicho, tratamos de 
contestar todas. Lo que hacemos es un análisis de riesgo de entidad, y vemos 
si algún otro organismo ha participado. Hemos sido muy respetuosos del rol del 
Tribunal de Cuentas y cuando nos llega un planteo que nos consta que fue 
respondido por dicho organismo, intentamos de no participar o coordinamos 
con ellos. 


En cuanto a las actuaciones de oficio, no han sido solo las cuatro que 
publicamos sino que hemos tenido más. Lo que ocurre es que las hemos 
manejado en reserva, de la misma manera que hicimos con la solicitud de 
algún funcionario consultando, sobre todo, por familiares en la función pública y 
la posible violación de las normas. Hemos recibido no menos de tres consultas 
de ese tipo y respondemos si nos parece si hay alguna falla. Esto no se 
divulga, como tampoco hemos informado sobre algunas consultas de 
organismos públicos sobre el mismo tema. 


En realidad, sobre el vínculo de familiares no hicimos público ninguno de 
nuestros informes. Es cierto que elaboramos un informe general sobre la 
situación, pero ninguno con nombre y apellido. 


Con respecto a las Naciones Unidas, la próxima semana recibimos la 
visita de un equipo evaluador. Del día martes al jueves tendremos una agenda 
intensa de reuniones, de la hora 9 a la hora 18. En esta oportunidad, las 
Naciones Unidas evaluará dos capítulos de la Convención, concretamente el 
capítulo 2, que refiere a las medidas preventivas, y el capítulo 5, que tiene que 
ver con las recuperación de activos. 


El año pasado contestamos un cuestionario complejo que nos enviaron y 
ahora viene una misión integrada por expertos de Antigua y Barbuda, de 
Bosnia y Herzegovina, y dos expertas de la Secretaría de las Naciones Unidas 
para realizar una evaluación. 


La imagen de Uruguay tanto en la OEA como en las Naciones Unidas es 
muy buena. Cuando trabajé en lavado de activos descubrí que el mundo tenía 
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una muy mala imagen de Uruguay, pero en este caso la situación es distinta, 
porque ahora la imagen de nuestro país en este tema es muy buena, y hay que 
tratar de que siga siendo así. Hemos trabajado todo lo que pudimos para esta 
evaluación. 


También hemos armado una lista de entrevistas de los evaluadores con 
distintos organismos, desde el Poder Judicial y la Fiscalía hasta la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, Contaduría General de la Nación, Ministerio del 
Interior, Secretaría Antilavado y Compras del Estado, es decir, todos los 
organismos implicados con esos capítulos de la Convención. 


En su momento los invitamos a contestar el cuestionario junto a nosotros 
y ahora lo hacemos para que participen de las reuniones. 


Conozco las evaluaciones antilavado de las Naciones Unidas, que son 
durísimas; son quince días de visitas, informes extensos y listas grises y 
negras. La evaluación de las Naciones Unidas en temas de corrupción es muy 
light; el informe no se discute en ningún ámbito; se elabora y se publica un 
resumen. 


En el caso de Uruguay se realizará un resumen que concitará mucha 
atención por su buena imagen y aún no tiene el grado de dureza que tiene una 
evaluación en lavado de activos como sí tendremos el año que viene. De 
cualquier manera, Uruguay debe seguir trabajando y buscar resultados. 


En la OEA -este año no nos tocó- la evaluación también se hace por 
capítulos, pues nunca se hace una evaluación de toda la Convención. En este 
caso el informe se discute, pero sigue estando como era en lavados de activos 
hace un tiempo, en el plano normativo, es decir, analizando la ley y los delitos 
tipificados. 


Pese a eso, Uruguay tiene algunos problemas, y eso lo vamos a saber la 
semana que viene. Dos problemas que me vienen a la memoria rápidamente 
son los siguientes: el enriquecimiento ilícito como delito -que no lo tenemos 
tipificado, y está en la Convención-, y la corrupción privado, que tampoco lo 
tenemos tipificado. Tal como ha sucedido con el caso de la FIFA, se terminó 
procesando por estafa y lavado, porque no hay ningún delito que refleje la 
coima en el sector privado. 


Este es otro tema que está en la Convención y sobre el que Uruguay 
tendrá alguna observación. Entiendo que serán observaciones menores y que 
no cambiarán sustancialmente la imagen del país, pero debemos saber que 
hay cosas que no están bien del todo. Sí han puesto especial atención al 
sistema de declaraciones juradas y a los recursos disponibles para la Jutep 
como organismo especializado, y tal vez haya algún tipo de observación por las 
carencias que tenemos. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En la presentación de la Jutep se tocaron dos o tres 
temas vinculados a las declaraciones juradas en cuanto a lo que exige la ley, la 
cantidad de funcionarios involucrados y el poco control. Inclusive, muchas 
veces se planteó la falta de una norma que habilite un análisis de riesgo para 
tratarlas como se hace en otra cantidad de controles vinculados al riesgo. Se 
controla mucho lo que es más riesgoso y menos lo que es menos riesgoso, 
pero acá, como no hay diferenciación de riesgo, tenemos que controlar al 
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bombero que está hace cuatro meses igual que a un ministro de Estado o del 
Tribunal de Cuentas. 


Como todos saben, en la Comisión Especial con fines legislativos de 
transparencia, lucha contra el lavado de activos y crimen organizado estamos 
tratando un proyecto de ley de declaraciones juradas que prevé en algunas de 
sus modificaciones otorgar a la Jutep la posibilidad de aplicar análisis de riesgo 
y, por lo tanto, disminuir algunos controles e incrementar otros. 


Recién el presidente de la Jutep manifestaba un dato que a mí se me 
escapaba, que tiene relevancia. A principio de este año, vencieron los dos años 
para la presentación de la declaración de la mayoría de los funcionarios del 
Ministerio del Interior, lo que nos saca la presión. 


Todos conocemos que el proceso parlamentario puede llevar más 
tiempo del que quisiéramos, pues primero debemos aprobarlo en comisión, 
luego en Cámara y, por último, tiene que pasar al Senado. Me gustaría saber si 
la Jutep quiere que algunas de las normas que estamos previendo en estas 
modificaciones en la comisión las incluyamos en esta oportunidad a fin de 
acelerar la aprobación de la aplicación del análisis de riesgo en el tema del 
control de las declaraciones juradas. 


SEÑOR GIL (Ricardo).- Como decía, concurrimos en febrero del año pasado y 
logramos elaborar un proyecto de ley que tal vez no era el mejor pero que, 
desde nuestro punto de vista, lo es. Sin embargo, hoy sigue siendo un 
proyecto. Entonces, el pico del Ministerio del Interior no era la única razón de 
urgencia. Creo que ese proyecto racionaliza un sistema que hoy es irracional, 
que es pesado, que va a seguir siendo pesado y que da muy pocos resultados. 
Me parece que ese sistema tiene que servir. Ello implica no solo reducir el 
número sino también trabajar sobre las declaraciones y analizarlas. Por allí se 
pensaba en una apertura al azar de un 5%, lo que nos pareció bien. Nosotros 
planteamos esa apertura al azar, que implica que alguien deberá analizar el 
contenido. Puede hacerlo la Jutep u otro organismo, pero alguien tiene que 
analizar la declaración jurada y ver si lo que se dice que una persona tiene en 
el banco es lo que hay en el banco o no. Y si hay secreto bancario, no lo puedo 
hacer. 


Nos parece que ese proyecto quedó bien y debería ser aprobado lo 
antes posible. La demora nos preocupa mucho. 


Hay otros proyectos de ley en el Parlamento vinculados a la Jutep. He 
visto no menos de catorce o quince; algunos diputados me los hicieron llegar. 
Algunos de ellos tienen que ver con temas que son importantes como, por 
ejemplo, el enriquecimiento ilícito, que hay que discutirlo, o la corrupción 
privada. Me refiero concretamente a lo que está pasando o lo que puede pasar 
en torno al fútbol uruguayo. El futuro es que el tema de la corrupción también 
va a tener mucho peso en el sector privado. Estamos encantados de incorporar 
cualquiera de estos temas en la propuesta para que sea aprobada cuanto 
antes. 


No hemos querido presentar más proyectos porque hay muchos y nos 
parece que es un asunto de los legisladores, que son quienes fijan las 
prioridades del país. Tampoco quisimos incluir en la rendición de cuentas 
elementos que no son de rendición de cuentas. En eso hemos sido 
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respetuosos; los temas que incluimos tienen que ver con esta comisión. Los 
otros temas hay que discutirlos aparte. 


En cualquiera de esos temas, si ustedes quieren un análisis compartido 
y que hagamos alguna propuesta, estamos a disposición, pero nos pareció que 
si aquel proyecto de ley que habíamos preacordado no salió, agregar más 
cosas no tenía mucho sentido. De todas formas, estamos a disposición con las 
limitaciones de recursos y profesionales que tenemos. Estamos encantados de 
trabajar sobre cualquiera de esos temas. 


Si algunos de esos asuntos se pueden aprobar de aquel proyecto de ley 
y adelantar, no tenemos inconvenientes. Hoy solicitamos que se incluyera en la 
ley de rendición de cuentas el que refiere al costo de avisos; estaba en el 
proyecto de ley y quisimos incluirlo en esta oportunidad. Con otros no quisimos 
hacer ese tipo de cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha culminado el análisis de los asuntos que trajeron 
para analizar. En cada uno de ellos nos hemos centrado en las 
consideraciones generales. 


Agradecemos la visita, imprescindible para el trabajo de esta comisión, y 
quedamos conectados por cualquier otra consulta que pueda surgir. 


(Se retira de sala la delegación de la Jutep) 


(Ingresa una delegación del Instituto Nacional de Inclusión Social Adolescente, 
Inisa) 


——LLa Comisión recibe con mucho gusto a la delegación del Instituto Nacional 
de Inclusión Social Adolescente, Inisa, integrada por la psicóloga María 
Gabriela Fulco, presidenta; la asistente social Betty Policar, miembro del 
Directorio; el señor Jorge Alvaro Viviano Baldi, miembro del Directorio; la 
doctora Alicia Díaz, gerente general; la doctora Andrea Caffiro, directora del 
Departamento Jurídico; el doctor Diego Camaño, asesor letrado de la 
Presidencia; el señor Juan Ravetta, director del Programa de Privación de 
Libertad y Semilibertad, y el señor Pablo Vecino, director de la Unidad de 
Planificación Estratégica. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- La señora presidenta de la Comisión nos 
acaba de avisar que hay un cambio en la presentación. Nosotros pensábamos 
empezar por la relatoría referida a la rendición de cuentas, pero se va 
directamente al articulado. Tenemos distribuidas las tareas. Yendo 
directamente al articulado, solicito que haga uso de la palabra la doctora Alicia 
Díaz, gerenta general de Inisa. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Nos convoca nuevamente el planteo de la situación 
del articulado sin costo para el Instituto Nacional de Inclusión Social 
Adolescente. Si bien todos manejan los artículos que se incorporaron, que nos 
van a permitir transitar este proceso de separación del INAU hacia lo que es 
nuestro instituto como servicio descentralizado, voy a hacer una breve 
referencia a ellos; si les queda alguna duda, luego nos consultarán. 


El artículo 282 confiere al instituto la facultad de instrumentar 
racionalmente la estructura de cargos y funciones. Esto para nosotros es muy 
importante, porque no contábamos con la estructura de cargos, y nos va a 
permitir generar cierto orden dentro del sistema. Esta estructura está siendo 
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trabajada por un equipo dentro del instituto y con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil en el intento de que no se genere una lesión de derechos 
funcionales y no implique un costo presupuestal. El proyecto de estructura está 
prácticamente terminado; estamos haciendo algunos ajustes que obedecen a 
cuestiones técnicas sobre las que estamos siendo asesorados. La norma nos 
autoriza la financiación de esta reestructura con los créditos presupuestales 
que se le otorgaron al inciso y, a su vez, con la partida que nos fue asignada en 
el artículo 289 de este proyecto que estamos analizando. En ese artículo se 
establece el monto de esta partida que incrementa en $ 43.873.572. 


El artículo 283 establece al Inisa una facultad para la transformación de 
los cargos ocupados por funcionarios que cumplen funciones distintas a las del 
cargo que ostentan. Esto se dio por la necesidad del servicio. En otras 
ocasiones, ilustrtamos a la Cámara sobre la necesidad que tenía el Inisa de 
contar con determinados recursos que no le fueron asignados en el proceso de 
separación. Era necesario que quienes contaran con la acreditación suficiente 
en materia profesional o con la idoneidad suficiente en la tarea pudieran cubrir 
esas funciones. En los hechos las vienen cumpliendo, y para poder ordenar la 
estructura, es necesario que se pueda proceder a la transformación de esos 
cargos. Como les decía, esa transformación responde a circunstancias fácticas 
que se nos fueron presentando a partir del proceso de separación. Existen 
determinados requisitos para que se pueda realizar esa transformación, por 
ejemplo los que tienen que ver con la evaluación satisfactoria por parte del 
jerarca de aquellas funciones que se van a transformar y la acreditación 
mediante títulos, habilitaciones y créditos para el caso de los profesionales. En 
el caso del personal administrativo sucede lo mismo. Hay, además, 
determinados requisitos de formación y algunas acreditaciones en otras 
entidades habilitadas por el Ministerio de Educación y Cultura. Lo mismo 
sucede con el escalafón D, Personal Especializado; el E, Personal de Oficios, y 
el F. No redundo en los detalles que ya tienen explicitados en la norma porque 
todos responden a la capacidad, formación e idoneidad de los funcionarios. Es 
una potestad del directorio determinar si la transformación del cargo solicitada 
es necesaria para la gestión de nuestra institución, y siempre se va a hacer a 
partir del último grado ocupado del escalafón y serie. Esto tampoco implica un 
costo presupuestal. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Doy la bienvenida a la delegación del Inisa. 


Quiero hacer dos consultas con relación a la reestructura o a la 
racionalización de la estructura, que en los hechos es la creación de una 
estructura organizativa del organismo. 


En primer lugar, quiero saber si esto se inscribe en un proceso de 
intercambio con los trabajadores, teniendo en cuenta la vigencia de la ley de 
negociación colectiva del sector público; si es una instancia que se haya 
cumplido o que se vaya a cumplir en el futuro, porque parece que es de orden 
en la medida en que esto afecta, en el buen sentido del término, las relaciones 
laborales y las condiciones de trabajo. 


En segundo término, en el inciso segundo del artículo 282 hay una 
referencia a la remisión de ese proyecto de reestructura a la Asamblea 
General, y me llamó la atención. No fue para mal, sino porque no es frecuente. 
Inclusive se asigna valor al silencio de la Asamblea General, si en un plazo de 
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cuarenta y cinco días no se pronuncia. Pido disculpas por solicitar estas 
consultas ahora, dado que acabo de llegar a sala. Y por tanto, no se si se 
explicitó la fundamentación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que recién estamos empezando. 
Continúa en el uso de la palabra la doctora Alicia Díaz. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Nosotros trabajamos en una Comisión, constituida a 
partir de la disposición de las autoridades, con integrantes de diferentes áreas, 
para trabajar todo el proceso de estructura, no solo con el servicio civil, sino a 
nivel interno y en consulta con el sindicato. Siempre lo tuvimos presente 
porque, como dice la norma, se trata de no lesionar derechos de los 
trabajadores en ningún punto. Hicimos las comunicaciones que nos parecieron 
más pertinentes de acuerdo a cómo se daba el proceso de reestructura, a su 
conceptualización y a los elementos técnicos que acompañaron. 


Luego hicimos una consulta, que no se hizo solo por escrito, sino 
servicio por servicio, en la que mediante formularios recibimos la aceptación o 
no de los trabajadores, para modificar el cargo que ostentaban por el ingreso. 
Trabajamos con esa información, teniendo en cuenta la voluntad de los 
trabajadores. 


Una muestra más de que todo esto tiene que ver con los trabajadores es 
el acuerdo que se celebró en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
donde estuvieron presentes las autoridades del Inisa y los representantes del 
Suinau. A propósito del incremento del Rubro 0, que tiene que ver con el 
proyecto de la rendición de cuentas, las partes acordaron el empleo de los 
fondos, entre otras cosas, para la estructura de cargos y funciones; el ingreso 
de personal en áreas no comprendidas en la separación; la priorización de 
incremento en las retribuciones de los grados más bajos de la escala salarial, 
que no perciban compensaciones especiales por mayor responsabilidad; la 
reorganización y jerarquización de las tareas de los coordinadores de atención 
directa -algo que nos parecía fundamental-, y la carrera funcional y 
organización. Todo esto en acuerdo con los trabajadores. 


La pregunta relativa a someter a consideración de la Asamblea, como 
órgano que nos parece que tiene su importancia por el contralor en todo a lo 
que refiere a la actividad pública, lo consultamos y nos pareció prudente. 
Quizás, la mención al plazo de la voluntad que se tiene después de los 
cuarenta y cinco días, sea algo que puso esta Comisión que estuvo trabajando 
el articulado y quizás no lo amerite. Será una corrección que ustedes nos 
puedan hacer. Se trataba de someterlo a consideración de la Cámara y a 
normas de estilo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuamos con el articulado. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- El artículo 284 refiere a la necesidad implícita en dar 
al organismo la estructura que ordene y haga prolijos los distintos vínculos 
contractuales, que venimos arrastrando desde que nos encontrábamos dentro 
del INAU, como una de sus divisiones. A partir de la separación, nosotros 
tenemos determinados vínculos contractuales, como los ingresos de los 
funcionarios, que han pasado por diferentes modalidades de ingreso. Esto hace 
que se haya utilizado la modalidad de contrato eventual -que era una excepción 
dentro de una norma de hace años-, que se haya utilizado el contrato de 
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vínculo permanente con la administración, luego de una evaluación de esas 
contrataciones eventuales, y la contratación en régimen de provisoriato y 
presupuestados. Con el fin de ir dejando en orden toda la estructura orgánica 
funcional y de cargos, plasmábamos acá la necesidad de que esos contratos 
eventuales -que aún estaban pendientes en ese vínculo- pasaran a 
provisoriato, con más de doce meses y con una evaluación satisfactoria 
pudieran pasar a la presupuestación y que los contratos permanentes, con una 
evaluación favorable, pudieran pasar al presupuesto. En todos los casos, esto 
tiene que cumplir determinados requisitos, como se viene señalando, como 
tiene que ser la evaluación. Y si hay algún remanente que no cumple los 
extremos que requiere la norma, van a ser valorados en el momento que 
cumplan con ese extremo o que cesen en la función, producto de la valoración. 


El artículo 285 refiere a la potestad de los funcionarios que desempeñan 
tareas en comisión en Inisa para solicitar su incorporación. Si bien en la 
Comisión de redacción veníamos analizando todo el articulado, creo que aquí 
quedó un error de redacción y me gustaría señalarlo. Entiendo que puede ir en 
contra del fundamento para el cumplimiento del objetivo del artículo. 


Como ustedes verán, establece que los funcionarios públicos 
provenientes de los organismos integrantes del presupuesto nacional que, a la 
fecha de la promulgación de la presente ley, se encuentren desempeñando 
tareas en comisión por un lapso superior a tres años, en forma ininterrumpida, 
en el Programa 461, gestión de la privación de libertad del Inciso 27 de INAU o 
en el Inciso 35, Inisa, podrán optar por solicitar su incorporación definitiva en el 
Inciso 35. Cuando se dio la separación, algunos funcionarios que trabajaban en 
INAU, que tenían experiencia en los cuadros funcionales, que aportaron 
bastante y que quisieron pasar al organismo, como era en una fecha posterior 
a la resolución presidencial, tuvieron que venir en pase en comisión. Nosotros 
aspirábamos a que ellos aportaran y que después pudieran dejar cuadros 
funcionales armados. Pero, de hecho, no hemos tenido demasiados ingresos ni 
tenemos demasiados recursos. Establecer que a la fecha de la promulgación 
tengan tres años hace que caiga el fundamento del artículo, porque recogería 
un principio general, como lo es la reincorporación pasada determinada fecha. 
Pero, aquí, ellos no llegan a cumplir los tres años a la fecha de la 
promulgación. Y, sin embargo, mantienen la voluntad de permanecer. Yo 
propuse que la redacción no dijera: "a la fecha de promulgación", que fuera 
pasados los tres años y que ellos pudieran tener la opción de plantear la 
reincorporación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el artículo 286. 
SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Saludo a las autoridades presentes del Inisa. 


Quiero realizar dos preguntas. ¿Cuántos contratos eventuales hay 
actualmente en Inisa? ¿Se sabe cuántos funcionarios pasarían a carácter de 
presupuestados? 


Cuando hablamos de la incorporación de los funcionarios que están en 
comisión, ¿todos van a ser incorporados? ¿Qué criterio se va a aplicar? 
SEÑOR VIVIANO BALDI (Jorge).- Quiero redondear el concepto vinculado 
con la explicación de este artículo de los pases en comisión porque tiene 
relevancia otro aspecto. Los legisladores saben que, en esta materia, hay un 
régimen general que no en todos los casos es aplicable a los descentralizados. 
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Pero este centralizado, además, tiene un régimen especial otorgado en la 
anterior rendición de cuentas, que le permite, en atención a la particular 
precariedad en materia funcional, que funcionarios de la Administración Central 
pasaran en comisión al Inisa. Estos funcionarios estaban en el entorno de los 
veinte y hoy representan catorce o quince y no más, más algunos de INAU que 
se han profesionalizado y, de alguna manera, se están formando. Por este 
artículo, si se dan las condiciones de los tres años, como establece el régimen 
general, una vez dispuesta esta norma, podrán hacerlo, como podría hacerlo 
cualquiera. Esa es la facultad que posibilita este artículo. La intención del 
organismo es que todos aquellos funcionarios que en este lapso han sido 
formados en el Inisa, y ya forman parte de esa plantilla, puedan hacerlo si lo 
desean. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Referente a la consulta de la legisladora sobre 
cuántas contrataciones eventuales había para el pasaje al presupuesto, quiero 
decir que, tomando el criterio de antigúedad, tenemos 139 trabajadores. No 
podríamos decir que es el número final porque están en proceso las 
evaluaciones, que es otro requisito para pasar. 


El artículo 286 tiene la referencia de incorporar a los profesionales del 
programa 461 al régimen de acumulación de cargos que establece el Decreto- 
Ley N* 14.985, de 1979. Ese decreto prevé la acumulación de horas de los 
profesionales de la salud, de los escalafones A) y B), técnicos, y D) 
especializado, en materia de los organismos propios de la salud. Nosotros lo 
que peleamos es que el Inisa se pueda incorporar a este régimen y permita la 
acumulación de estos profesionales que desempeñan tareas en el Instituto. 


Por supuesto que, una vez formulada la norma, también se establecieron 
algunos requisitos, que tienen que ver con la no superposición de horarios 
entre los cargos, con que no se causara un perjuicio al servicio respectivo, no 
superar el tope de doce horas diarias de labor y que no proceda esa 
acumulación de cargos cuando se trata de cargos de responsabilidad como 
direcciones dentro del organismo en materia de salud o aquellas que están 
sujetas al régimen de dedicación total, lo que sería incompatible. 


Esa acumulación de cargos, como el régimen general, se inicia en el 
organismo que corresponda la última designación. Eso nos permitiría contar 
con algunos recursos que en el área salud son escasos y, a veces, tienen 
multiempleo. 


El artículo 287 también lo habrán analizado cuando se presentó el Inciso 
27, INAU. Tiene que ver con la simplificación y categorización de los objetos 
del gasto del grupo O, pero respecto a las remuneraciones docentes. Es una 
simplificación que permite que la descripción del salario docente no tenga 
diversificada y plasmadas todas las partidas que, por distintos conceptos o 
reajustes, reciben desde hace tiempo y que generan complejidad a la hora de 
la lectura del salario docente. 


El artículo 288 refiere a una reasignación de créditos e implica que se 
reasignen en el Inciso 35 créditos remanentes, asignados originariamente a los 
convenios con las organizaciones de la sociedad civil, y que nuestro organismo 
lo tenía subutilizado. Creo que en otras oportunidades explicamos también que 
habíamos hecho revisión de algunos convenios y ordenamiento de ese tema. 
Como ahora ya se estaba dando esa subutilización, se propuso reforzar. 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer unas consultas con relación a este 
artículo 288. 


En primer lugar, si se nos puede precisar cuál es la razón por la cual, 
precisamente, se produjo esa economía en un rubro que se supone que es 
sensible e importante, como el del financiamiento de los convenios con 
distintas organizaciones sociales que el Inisa realiza. No quiere decir que no 
pueda acontecer, simplemente para saber, con un poco más de detalle, si en 
todo caso hubo una estimación que no fue precisa o, en tal caso, algún 
convenio que quedó sin efecto por alguna razón, o dónde radica la explicación. 


En segundo término, hay un aspecto que me parece inconsistente en 
cuanto a que el nuevo destino de esta asignación presupuestal es la creación 
de nuevos puestos de trabajo. Creo que eso es materia de la ley; debería estar 
establecido en la norma cuáles son los cargos que se crean. Es la ley que crea 
los cargos. No los crea el Inisa por delegación legislativa. Es una pregunta con 
alguna valoración implícita o tal vez haya alguna razón que no estoy 
advirtiendo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Acá el personal que se incorporará como 
provisoriato, los contratos que pasarán a ser presupuestados y las 
incorporaciones en pases en comisión, ¿nadie de este personal está 
capacitado o es idóneo para realizar estas tareas, que nos encontramos con la 
necesidad de crear nuevos puestos de trabajo? 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Voy a tratar de dar la explicación lo más correcta 
posible para los dos legisladores. 


En materia de convenios, como en otras áreas de la nueva 
institucionalidad, una vez iniciado este proceso de separación, y teniendo que 
trabajar muy estrechamente en conjunto con el INAU en distintas áreas -alguna 
que replicaban y otras no-, fuimos dilucidando, primero, la materia presupuestal 
de lo que teníamos, y una administración, en todas esas áreas, que también 
venía siendo hecha por el otro organismo dentro de un marco más global de 
convenios. Una de las razones de la separación es la especificidad de la 
materia, a dónde tienen que apuntar los convenios, y también una revisión 
propia de algunas formalidades y algunas cuestiones reglamentarias de los 
convenios. En ese estudio preliminar de poner la casa en orden, se 
determinaron algunas cuestiones que nos parecían ciertas anomalías o que no 
tenían que ver con el correcto funcionamiento o algunos, simplemente, que 
queríamos suplir por otras necesidades que se fueron dando, desde esa fecha 
hasta ahora, porque vienen necesidades que, paso a paso, tenemos que ir 
siguiendo de atrás, como las incorporadas por el nuevo código. 


Todo eso implica repensar y crear una institución mientras estamos 
trabajando, lo que no es menor, pero ante la duda preferimos ir seleccionando 
aquellos convenios que significaban un aporte valioso para la institución y dejar 
de lado la posibilidad de generar otros a futuro. 


En alguna parte se pudo dar, como la atención de las medidas no 
privativas, y llegamos a cerrar un ejercicio, en el que había un remanente. Ese 
remanente podía haberse perdido porque, como todos saben, una vez no 
ejecutado vuelve para rentas generales. 
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Nosotros preferíamos una solución -que presentamos ante el Ministerio 
de Economía y Finanzas- para no perderlo y, a su vez, reforzar desde un lugar 
que en general no refuerza ni puede ser reforzado en un rubro que a nosotros 
nos venía bien porque estamos trabajando en toda la estructura y no 
estábamos precisamente holgados. Ese fue el planteo que hicimos porque 
nuestra estructura pasó por el proceso de dos años de estudio, análisis, 
proyección de la estructura orgánica, análisis, estudio y proyección de la 
estructura de cargos. 


Esto lo podemos entrelazar con la segunda pregunta, que refiere a 
cargos nuevos. Como todos saben, los organismos del artículo 220 no tienen la 
misma naturaleza ni reglamentación que la Administración Central. Por eso, 
muchas veces esos organismos transitan sin generar vacantes y sin delimitar 
una estructura de cargos. Representa, diríamos, casillas de cargos, es decir, 
media jubilación, fallecimiento, etcétera, generan una vacante. Hay un bolsón 
para contratar determinados cargos y funciones, y eso es lo que sucede. 


Recién ahora, con el trabajo de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la 
formación de la estructura de cargos, nos aproximamos a esa estructura que 
muchas veces tiene la Administración Central, que nos permite identificar lo 
cargos. Cuando hablamos de cargos nuevos, no son cargos que nosotros 
hayamos creado, sino que son determinadas funciones que aparecen en la 
estructura y que todavía no pudimos conformar -por ejemplo, las referidas a las 
divisiones financiero-contables, logística y alguna otra como la auditoría-, que 
son necesarias en todos los organismos y que requerían personas capacitadas. 
Algunas tenemos de esa rotación de recursos profesionales y eso amerita -esto 
en respuesta a la señora diputada Gloria Rodríguez- transformar algunos 
cargos y ya recurrimos a la búsqueda de recursos con capacidades dentro. Lo 
otro es porque todavía persisten algunos vacíos y requerimos que sean 
contratados por medio de concurso. 


Estamos haciendo los llamados externos puntuales -con los límites 
presupuestales correspondientes- que tienen que ver con la formación 
administrativa, con la idoneidad contable y con algún profesional técnico que 
nos habilite el trabajo de la línea directa. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiere decir que lo que proyectó el artículo 288 no 
es estrictamente la creación de nuevos puestos, como dice aquí, en el sentido 
de creación de cargos desde el punto de vista jurídico presupuestal, sino que 
con estas economías se pretende financiar el cumplimiento de determinadas 
funciones que ya existen y que ya se están cumpliendo y que, en todo caso, el 
organismo tiene que remunerar, retribuir o financiar. 


Pregunto si interpreté bien lo que se quiso explicar. 
SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Sí. 


El artículo 289 establece un incremento de partida por $ 43.873.572, 
incluidos aguinaldos y cargas legales, que serán destinadas a estas 
reestructuras que se vienen planificando dentro del organismo, conforme al 
acuerdo alcanzado entre Sinau e Inisa el 28 de diciembre en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Me quedó una duda con respecto al 
artículo 288. 
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Si no son creaciones de cargos y esta reasignación es para financiar 
cargos que ya existen, ¿cómo se venían pagando? 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Voy a poner el ejemplo de la división financiero- 
contable. 


La separación del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay y el 
funcionamiento de esta división -incluso con el Ministerio de Economía y 
Finanzas y con la gente que trabaja en fortalecimiento- lo estamos haciendo 
con los escasos once recursos que tenemos, que desempeñan las tareas sin 
que les hayamos asignado ninguna función de responsabilidad. Dentro de los 
créditos presupuestales que tiene el O está previsto que podamos hacernos 
cargo de eso si contamos con el dinero asignado y que acordamos para 
reestructura, y con este dinero que también se previó para refuerzo, pero esto 
no implica que se va a proyectar en el tiempo, porque es un dinero que puede 
reforzar por un período y después no. Sabemos que eso en el 0 no podría ser 
porque se necesita. Es decir, está previsto entre los créditos del O con que ya 
cuenta el organismo. 


SEÑOR LAFLUF HEBEICH (Omar).- Entonces debo entender que esto es una 
compensación por tarea de mayor responsabilidad. 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- No es esa la intención; quizás me expliqué mal. 


Son las tareas normales que debería desempeñar, por ejemplo, un 
director de un departamento de sueldos de una división financiero-contable, un 
jefe de tesorería, pero nosotros no los tenemos y estamos instrumentándolo 
con nuestra gente, con esas once personas, contando con el apoyo del INAU 
hasta el momento. Recién a partir de este mes se empezarán a establecer los 
ambientes de testing para que podamos hacer la parte contable en paralelo y 
durante cuatro meses con el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay y nos 
podamos separar definitivamente, que es el único sector que nos queda unido. 


Luego vamos a financiar los sueldos de esos funcionarios nuestros. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Ha culminado la explicación del articulado. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- En todo el articulado se habla de incorporar 
personal. Quiero saber si se han proyectado políticas públicas para reinsertar a 
los adolescentes privados de libertad. 


En el presupuesto quinquenal se votó una partida de $ 600.000.000 para 
financiar el nuevo edificio de Inisa, pero se habla del proceso de fracaso de las 
obras interiores y de que se necesita sustituir otros edificios. 


Además, la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo ha observado reiteradas veces al Inisa. ¿Qué se prevé hacer y cómo se 
va a financiar? Si esto no vino en el mensaje acordado, ¿por qué Inisa no envió 
un mensaje propio con sus requerimientos? Hace muy poco la presidenta ha 
manifestado su preocupación por la situación de los jóvenes, que es muy difícil 
que puedan reinsertarse en la sociedad, por su recuperación. Me llama 
poderosamente la atención que en el articulado no se tomen en cuentan estos 
aspectos. 


Además, quiero saber cuánto resta de la separación entre Inisa e 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, tema que no se ha mencionado. 


92 


SEÑORA DÍAZ (Alicia).- Voy a responder sobre la separación de Inisa e 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 


El año pasado hicimos un intento mancomunado entre Ministerio de 
Desarrollo Social, Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay e Inisa para 
lograr la separación lo antes posible. No todos éramos conscientes de lo arduo 
que era trabajar en un proceso de separación institucional y continuar con un 
trabajo que demanda tanta atención como es, en este caso, el trabajo con 
adolescentes. 


Hemos trabajado fluidamente con las comisiones interinstitucionales y 
hemos pedido asesoramiento de todos los organismos para apoyarnos y 
transitar ese proceso con agilidad, pero teniendo en cuenta que tanto la parte 
de atención a los adolescentes, como la de los funcionarios, dependen de que 
ese tránsito se haga de forma responsable. En ese sentido fue que actuamos y 
nos pusimos una fecha límite -que ojalá podamos alcanzar, y para eso vamos a 
trabajar en forma conjunta INAU, Inisa, MEF y Mides-, que es el 1? de enero de 
2019. Hay que tener en cuenta que se tomó como punto de partida el comienzo 
de un ejercicio, pero no es menor que en todos los organismos esa fecha 
implica el cierre de un ejercicio a nivel financiero y el comienzo de otro; 
precisamente, la parte que más se demoró fue la división financiera de los 
organismos. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Igual me quedó una duda, porque en esta 
rendición de cuentas no se prevén recursos para paliar las condiciones edilicias 
donde están los jóvenes privados de libertad. 


En la rendición pasada se habló muchísimo del desarraigo territorial y 
familiar de los jóvenes y de la necesidad de construir centros en el interior. 
¿Con qué recursos se prevé realizarlos y por qué no están reflejados en el 
articulado? 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Empezando con la relatoría de la 
rendición podríamos contestar algunas de las inquietudes planteadas en este 
momento respecto a la cuestión edilicia, a la política del Inisa respecto a la 
proyección de trabajo y la rehabilitación de los adolescentes que tenemos. 


Recordando la rendición pasada, se nos había señalado la necesidad de 
profundizar en el artículo 4* de la Ley N* 19.367 de creación de Inisa en lo que 
refiere a los programas que la misma mandata a desarrollar. Recordemos que 
estos programas son: ingreso, diagnóstico y derivación; educación, la que se 
realizará a través del deporte, recreación, enseñanza formal y no formal; 
técnico psicosocial; inserción social y comunitaria; seguridad y traslado; 
instrumentación, vigilancia y evaluación de medidas alternativas a la privación 
de libertad; instrumentación, vigilancia y evaluación de medidas curativas.; 
instrumentación, vigilancia y evaluación de medidas privativas de libertad. 


Dando contenido a estas áreas vamos a responder todas las preguntas. 


La presentación estará centrada en la relatoría de estos programas. En 
la construcción de la nueva institucionalidad, el progreso en el desarrollo de los 
programas ha sido permanente, al tiempo que se revisan y amplían sus 
contenidos en forma dinámica. Es por ello que podemos aseverar que 
culminaremos el presente período de gestión con una estructura institucional 
coherente y ordenada, con objetivos de gestión en línea con el mandato de la 
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ley y un vigoroso sustento científico para el desarrollo de las medidas 
socioeducativas, siendo estas un componente significativo en la prevención 
terciaria del delito en el marco de las políticas de seguridad y convivencia 
ciudadana. 


El primer programa, referido a diagnóstico, ingreso y derivación, que 
corresponde al Centro de Ingreso, Estudio, Diagnóstico y Derivación -Ciedd-, 
es la estructura a la que ingresan los jóvenes entre dieciséis y diecisiete años 
derivados por la justicia en calidad de cautelares por un período que, de 
acuerdo con la Ley N* 19.551, se modificó de noventa a ciento cincuenta días. 


Por otra parte, los jóvenes de trece a quince años ingresan en el centro 
de permanencia denominado Desafío y las jóvenes lo hacen en el Centro de 
Ingreso de Adolescentes Femenino, CIAF. 


A pesar del ingreso a tres estructuras diferentes es el equipo técnico 
interdisciplinario de las áreas de psicología y servicio social del Programa de 
Ingreso, Estudio, Diagnóstico y Derivación (Piedd) al que le corresponde la 
remisión de los estudios periciales a la justicia en un plazo de quince días. 


El Piedd cuenta con doce psicólogos, un asistente social y un 
procurador. Al Piedd también reporta la unidad de coordinación judicial 
encargada de la organización, tramitación y archivo de la documentación 
personal de los adolescentes y de los legajos móviles y carpetas de cada uno 
de ellos. Es responsable de articular con el Archivo Nacional de Historias de 
Vida de INAU, el archivo de los legajos y carpetas de los mayores de veintitrés 
años. 


En 2017 ingresaron a Inisa, provenientes de todo el territorio nacional 
con una medida cautelar de privación de libertad o por reintegro de una salida 
no autorizada, un total de quinientos tres adolescentes. 


A los efectos de visualizar la distribución entre los cuatro centros de 
ingreso con los que cuenta la institución, Centro de Ingreso Adolescente 
Femenino (CIAF), Desafío, Centro Regional Nuevo Rumbo y  Ciedd 
Montevideo, presentamos una tabla con el porcentaje de ingresos con medidas 
cautelares. 


Del total de la población reseñada, 336 son primarios y 143 reincidentes, 
restando los 24 adolescentes que conforman la población de jóvenes ya 
sentenciados y reintegrados. 


Ingresaron 256 adolescentes provenientes del interior del país y 247 de 
la capital. 


A continuación presentamos la distribución de adolescentes por 
departamento, destacando Canelones, Maldonado y Salto con una mayor 
incidencia de delitos. 


Observamos también la causal de ingreso, destacando la rapiña como el 
delito de mayor incidencia, seguido por el hurto y la tentativa de rapiña. 


Continuando con el primer programa, el centro de ingreso, el estudio 
pericial requerido se constituye en la primera evaluación de ingreso y 
asesoramiento al sistema de justicia. La misma incluye aspectos de historicidad 
en cuyos componentes deben detallarse factores afectivo-familiares, sociales, 
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económicos, culturales, de salud, de trayectoria educativa, además del capítulo 
en torno a los hechos imputados y circunstancias particulares. El estudio 
incluye la aplicación de técnicas de psicodiagnóstico y entrevistas a la familia. 
La pericia a realizar no solamente aporta elementos de evaluación para la 
comprensión de la intercausalidad que subyace en la comisión de inconductas, 
sino que también ofrece la posibilidad de establecer un pronóstico que estará 
supeditado al despliegue de diversos dispositivos de intervención internos o 
externos, ya sea que la sentencia disponga el cumplimiento de una medida de 
privación de libertad o una medida no privativa de libertad. 


En la organización del funcionamiento del centro de ingreso se avanzó 
con la división de primarios y reincidentes. A pesar de persistir condiciones 
edilicias que limitan el desarrollo de programas de estadía de carácter 
personalizado y con una más amplia oferta de servicio, lo nuevo del presente 
período alcanza los siguientes contenidos. 


Hemos establecido que la educación es el epicentro alrededor del cual 
se organiza el plan de atención individual de carácter integral. En el centro de 
ingreso, a la fecha, el adolescente se inserta en el nivel de estudio que puede 
haber interrumpido como resultado de la privación de libertad. En general, la 
mayoría de los jóvenes han culminado el ciclo primario, no habiendo ingresado 
al ciclo secundario o habiendo interrumpido el mismo. Hoy se garantiza la 
educación primaria con personal de Inisa y la secundaria a partir del convenio 
firmado con el centro de estudios de secundaria; cabe acotar que el ciento por 
ciento de los jóvenes de Inisa estudia. Las actividades nuevas y 
complementarias que se han incorporado al centro de ingreso son los grupos 
psicoterapéuticos y de atención psicológica individual, el deporte, las artes 
plásticas y visuales, la música, el telar, el ajedrez y otros juegos, el yoga y las 
actividades de acompañamiento espiritual y religioso. El cotidiano se desarrolla 
entre las horas 8 y las 20 y30. En el mes de abril de 2017 se crea la biblioteca, 
respondiendo a la solicitud de los adolescentes, que ha recibido donaciones del 
Mides, de la Cámara Uruguaya del Libro y de personal del centro. A la fecha 
cuenta con 232 ejemplares y se registraron 236 préstamos en el año. 


En el mes de setiembre de 2017 se crea la ludoteca que cuenta con 80 
juegos de mesa, etcétera. 


En el área de salud, el estudio de ingreso incluye la evaluación del área 
de salud general, vacunación y odontología. El promedio de consultas anuales 
ha sido de 20.220: en medicina general se atendieron 12.600 consultas; en 
psiquiatría, 1.200; en nutrición, 1.280; en odontología, 5.400, y en la Unidad de 
Intervención en Consumo Problemático de Drogas, 540. 


En la faz administrativa se instaura un nuevo procedimiento en lo que 
respecta al resguardo de la documentación del área de salud del adolescente, 
vacunas, carné del adolescente y/o cualquier otro documento o información 
imprescindible que posibilite una pronta respuesta a sus necesidades. 


La vida cotidiana de los adolescentes cautelares encuentra un 
significativo apoyo en el plan de participación del voluntariado, convocado por 
el Ministerio de Desarrollo Social desde el año 2015, en el marco de la Ley 
N* 17.885. Para el llamado 2018 se recibió una inscripción de 600 voluntarios, 
lo que ha permitido extender la experiencia a otros centros. Los voluntarios, 
que trabajan en duplas, lo hacen en base a un proyecto común de índole 
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artístico-recreativo: su labor resulta altamente inclusiva para aquellos jóvenes 
que no tienen visita. El grupo de voluntarios está formado por personas de 
todas las edades y de las más diversas procedencias: jubilados, amas de casa, 
estudiantes, profesionales, etcétera. Previo a su ingreso, todos ellos reciben un 
curso de inducción. Las evaluaciones de los voluntarios desde su inicio, en 
2015, han sido altamente satisfactorias, por lo que muchos han renovado y 
mantenido su compromiso a la fecha. 


En cuanto al capítulo referente al ingreso, hay que destacar que se 
incorporó la entrega de protocolos de sanciones y visitas 2016, que portará el 
adolescente a su egreso del Ciedd y ante la derivación a un centro de 
permanencia, una vez que recibe la sentencia. Esto resulta de vital importancia 
en el marco de su derecho a la información general y como apoyo al proceso 
de adaptación. 


La creación de la Junta de Traslado se constituye en la última instancia 
de revisión, sobre el centro de permanencia al que se derivará al adolescente, 
una vez que se recibe noticia de la medida socioeducativa de privación de 
libertad impuesta. La Junta integrada por la Dirección Nacional de Programas, 
la dirección del centro de ingreso, la dirección de seguridad, realiza el análisis 
de las recomendaciones emergentes del programa de ingreso, agregando el 
estudio de factores de seguridad y convivencia en cada centro, centrado en la 
composición de dichos factores y en el perfil del joven sujeto a estudio. 


Dada la distribución de ingreso de cautelares en tres centros 
diferenciados, a modo de proyección futura, estimamos que el escenario ideal 
sería la ubicación de todos los jóvenes cautelares en una estructura edilicia 
común, exclusiva para ellos, con los agrupamientos antes mencionados y su 
atención diferenciada. 


En cuanto al programa B), que tiene que ver con la educación, "la que se 
realizará a través del deporte, recreación, enseñanza formal y no formal", 
desde el inicio de la gestión hemos sido obstinadamente insistentes en la 
importancia de la educación como centro de la medida socioeducativa. 
Atendemos una población cuya actividad, en condiciones de vida normal, 
debería estar girando en torno al estudio, en particular, en el ciclo de 
secundaria. Es imperioso, entonces, que en el tramo de privación de libertad se 
intensifiquen los dispositivos educativos para atender el rezago en el estudio, 
generar motivación, realizar estudios vocacionales y, sobre todo, lograr 
adherencia a un proyecto de continuidad de estudio al egreso. Con este 
espíritu, la Dirección de Educación y las instituciones en convenio trabajan para 
que los jóvenes visualicen la educación como una ruta de salida y logren 
proyectar escenarios de futura inclusión y participación ciudadana. 


La incorporación del Plan Ceibal ha sido altamente significativa y de 
provecho dado que iguala el derecho de acceso a una herramienta educativa 
para los adolescentes privados de libertad. A la fecha se ha podido distribuir 
tablets a toda la población privada de libertad. Su uso no se limita al espacio de 
aula, sino que también se ha reglamentado su utilización durante determinadas 
horas en habitación, permitiendo la oportunidad de lectura y juegos en 
momentos de ocio. Su uso influye en la disminución de la conflictividad interna, 
además de ser otra vía de acceso a la cultura. 
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Con respecto al deporte y a la recreación, que están en este capítulo, 
concretamente en el área de la recreación hubo un despliegue importante de 
actividades a lo largo del año en todos los centros, a saber: Teatro Solís; 
Museo del Fútbol; Teatro Moar, Rural del Prado; Embajada de Canadá; murga; 
grupo de teatro de Punta de Rieles; Museo Oceanográfico; exposiciones en el 
Ministerio de Relaciones Exteriores; camping de AEBU en Piriápolis; festejos 
por el día del niño y por los derechos del niño en todos los centros, con 
participación de la familia; por el día de la madre, almuerzos, meriendas, 
karaoke, cartelería, folletería y juegos; visitas al Museo Blanes, Jardín Japonés; 
Museo del Carnaval, Posada de las Estrellas en Rocha; termas de Guaviyú, 
planetario y otras. Destacamos que todas las actividades se han realizado sin 
ningún tipo de inconveniente, lo que habilita la posibilidad de progresar en el 
número de permisos judiciales. Los espacios recreativos, más allá del aspecto 
lúdico, brindan la posibilidad de incorporar instancias de índole cultural, de 
interacción grupal; cumplimiento de normas de comportamiento; pautas de 
disciplina y un ejercicio de interacción con diversos actores sociales en el 
marco del proceso de inclusión. 


El deporte ha tenido un importante despliegue e intensa actividad 
durante todo el año. Se destaca la inauguración de la cancha de fútbol 5, en el 
Complejo Belloni; el Primer Encuentro de Integración Deportiva "Arrimate e 
Integrate", con la participación de la Intendencia y del Mides; la inauguración de 
la escuela de boxeo, también en el Complejo Belloni, con el apoyo de la 
Secretaría Nacional del Deporte, y la Escuela de Iniciación Deportiva Knock 
Out a las Drogas; la remodelación de la piscina del Complejo Belloni, a la que 
acuden jóvenes de todos los centros durante todo el verano; la práctica de 
atletismo, integrando la Asociación de Atletas del Uruguay, participando de la 
carrera de San Felipe y Santiago; el convenio con el Comando General del 
Ejército, para la utilización de sus instalaciones; el convenio con la Mutual 
Uruguaya del Futbolistas Profesionales, habilitando instancias de práctica en el 
complejo de la Mutual; el encuentro internacional de fútbol, con la participación 
de las selecciones Sub-17 de Paraguay, Uruguay, Rosario Central, Racing 
Club e Inisa; visitas de carácter inclusivo a diversos clubes, como Rampla 
Juniors y Fénix, Club Urupan, Club Continental, y Centro Deportivo Quebracho. 
Asimismo, el desarrollo del Rugby, con el apoyo de la Asociación Nacional de 
Rugby, que contó con una serie de charlas motivacionales a cargo del doctor 
Gustavo Zerbino, también ha incrementado la elección de este deporte. 


En lo que respecta a la enseñanza no formal destacamos la fabricación 
de bloques; cursos de cocina; cursos de atención y de recepción de clientes; 
cursos de soldador, con el apoyo de Inefop y entidades de capacitación. Por su 
parte, en el marco del Codicén y Educación de Personas Jóvenes y Adultas, se 
desarrollaron cursos de belleza; peluquería; huerta; jardinería; música; 
electricidad; carpintería y nociones de agronomía. El programa Nexo del Serpaj 
desarrolló talleres de alfabetización digital; recreación ciudadana y relaciones 
sociales; informática, cocina; panadería; electricidad; tambo y gastronomía. 


El Ministerio de Educación y Cultura y el programa Aprender Siempre, 
desarrollaron talleres de teatro y expresión corporal; muralismo; fieltro; artes 
integradas; música; audiovisual; recreación; deporte y circo social. Los talleres 
del Inisa desarrollaron actividades de plástica, teatro y ajedrez. 
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En cuanto al literal C) del artículo 4”, referente al aspecto técnico 
psicosocial, el programa técnico psicosocial -en el marco de una nueva visión 
sobre la importancia de la atención personalizada y de la necesidad de generar 
espacios de tratamiento en el área de salud mental, tanto en la modalidad 
individual como grupal- ha trabajado en la adaptación de modelos de buena 
práctica, tomados en cuenta a través de la cooperación. 


Si tomamos en consideración el impacto que supone el ingreso a un 
centro de privación de libertad, estaremos relevando la persistencia de una 
sintomatología ansiosa depresiva de multiexpresión a nivel emocional. La 
incertidumbre por el tiempo de permanencia; el alejamiento de su núcleo de 
referencia; los tiempos de espera de la familia; su encuentro; sus altibajos; sus 
ausencias; la adaptación a una nueva rutina signada por reglamentos de 
convivencia; los nuevos relacionamientos intragrupales positivos o negativos, 
hacen que estas y otras circunstancias alimenten y desencadenen situaciones 
de crisis, con claros síntomas de angustia, tristeza y ansiedad. Es así que para 
atender el trauma de ingreso, se generaron instancias de atención grupal e 
individual que se complementan con la especialización de psiquiatría, cuando 
se solicita. El programa va por su sexta edición, con una participación promedio 
del 88% de los jóvenes. 


A la fecha, los programas de tratamiento grupal se realizan en la 
totalidad de los centros de permanencia, alcanzando treinta y siete grupos 
activos. El tratamiento grupal busca promover la reflexión y el análisis de la 
responsabilidad sobre la conducta infractora, apuntando a generar cambios en 
los procesos de pensamiento, estabilizando las emociones y las conductas. El 
mismo conlleva el aprendizaje de estrategias de resolución de problemas y, en 
consecuencia, disminuye los niveles de conflictividad que se suscitan en 
situaciones de privación de libertad. 


La atención a los procesos de victimización tempranos que registra el 
100% de la población, definen una impronta de daño emocional de especial 
vinculación a situaciones de violencia intrafamiliar, abandono, desintegración 
familiar, maltrato físico y emocional, maltrato emocional, violencia sexual, 
referentes familiares privados de libertad, inestabilidad habitacional, contexto 
social de marginación, modelos de delincuencia naturalizados, acceso precoz 
al consumo de droga, quiebres y deserciones del sistema educativo, 
alejamiento de las redes sociales de control social positivo y otros, y 
determinan la imperiosa necesidad de construir programas integrales y 
personalizados con una intensa intervención del área de salud mental. 


En el año 2015 una de las primeras estrategias de intervención en crisis 
adoptada fue la creación de la figura del retén. Se trata de un profesional del 
área de la salud mental y del área social que es convocado ante la emergencia 
de episodios de violencia entre pares, intento de autoeliminación, de fuga, 
agresión a funcionarios, entre los más frecuentes. Este profesional ofrece, a 
manera de contención, un espacio de escucha y reflexión con la posibilidad de 
reunión con la familia y el diseño de las primeras recomendaciones que serán 
analizadas en la junta de tratamiento. 


En 2017, a la figura de retén, se le agregó la intervención de los 
mediadores que fueron capacitados para la tarea de asunción de los casos por 
los mismos motivos, desarrollando una atención centrada en las causas del 
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incidente violento y en la instauración de un proceso que permita visualizar 
alternativas de reacción ante hechos similares. 


La mediación, como técnica de intervención en conflictos, resulta 
altamente efectiva para la prevención de incidentes con índices mayores de 
violencia por lo que impacta en la disminución de la conflictividad, a la vez que 
educa en el camino de una cultura de paz. Los resultados de la mediación y 
sus recomendaciones se derivan a las juntas de tratamiento de cada centro, 
aportando valiosos elementos para la evaluación del curso del tratamiento 
personalizado de cada joven. 


La incorporación de un mayor número de técnicos del área de la 
psicología y el servicio social permitiría, sin duda, aumentar la frecuencia 
semanal de estos programas. Como proyección futura, sería necesario contar 
con un sector de internación de pacientes con patologías psiquiátricas que hoy 
se internan en centros externos. 


El punto cuatro, la inserción social y comunitaria, corresponde al 
programa de inserción social y comunitaria PISC. En el año 2017 egresaron del 
Inisa un total de 668 adolescentes. De estos tenemos con medidas no 
privativas de libertad a 315 y con medidas privativas de libertad a 290, dentro 
de los cuales hay 63 que corresponden a cautelares. El trabajo del PISC 
durante el año 2017 estuvo enfocado a la atención de los adolescentes en 
todos los centros de privación de libertad de Inisa, tanto en Montevideo como 
en Canelones, proyectando abarcar el centro regional Nuevo Rumbo en lo que 
va de este año. 


En el capítulo de las medidas no privativas de libertad se ha trabajado 
con Promesem, que es el servicio correspondiente, y se ha invitado a las 
organizaciones no gubernamentales en convenio -Movimiento Gustavo Volpe, 
Opción, Miguel Magone y Renacer- a proponer adolescentes con el fin de 
incluirlos en las propuestas educativas en el presente año. 


En referencia a la franja de edades, la distribución es la siguiente, 
relevando la edad de 17 y 18 años, en correspondencia con los datos de 
ingreso. La siguiente gráfica muestra el número de egresos de adolescentes 
provenientes de Montevideo y área metropolitana, alcanzando un total de 318. 
Luego se relevan las edades al egreso, repitiendo un número mayor en la 
franja de 17 y 18 años al momento del egreso. El convenio firmado con el 
Ministerio de Desarrollo Social y el Instituto Nacional de la Juventud tiene la 
intención de generar una instancia de acompañamiento de apoyo al egreso, a 
través de sus diferentes servicios y programas. De esta forma, se cubre lo que 
se considera el momento de mayor vulnerabilidad del adolescente. 


A principio de cada año, el INJU, recibe la nómina de egresos, mes por 
mes, con recomendaciones específicas para la atención de determinadas 
situaciones. 


Si bien la participación en las propuestas que ofrece Mides- INJU debe 
contar con el consentimiento del joven, se desarrolla un trabajo previo, cercano 
al egreso, desde la privación de libertad para facilitar la toma de decisiones. De 
todas formas, contar anticipadamente con información sobre redes de apoyo en 
el afuera para el joven y su familia, hace que se pueda recurrir a ellas en el 
momento en que se necesite. El PISC atendió 393 egresos durante el año 
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2017. La modalidad de trabajo incorpora la figura del referente del joven que 
participa de las juntas de tratamiento en cada uno de los centros de 
permanencia. El referente se vincula con los referentes de las instituciones en 
convenio para acompañar el proceso de inserción en los cupos laborales o 
educativos que se disponen. Los cambios efectuados en el programa incluyen 
encuentros con los referentes de los convenios, donde se brindan lineamientos 
generales sobre las características de los jóvenes y las bases del perfil que se 
tomaron en cuenta para su selección. Estas instancias han contribuido a 
mejorar la inserción educativa o laboral, equilibrando el nivel de expectativas y 
evitando situaciones de discriminación o excesivo paternalismo en quienes lo 
reciben. 


Aquellos jóvenes que se ajustan al perfil de una institución, pero por 
diversas razones no obtienen el permiso judicial, quedan en lista de espera. 


Algunas de las instituciones que trabajan en convenio con Inisa son la 
Junta Departamental de Montevideo, Ancap, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, la Junta Departamental de Canelones, Intendencia de 
Paysandú, Acción Promocional 18 de julio, Salus, Sunca, Ejército Nacional, 
OSE, AEBU, Antel e Intendencia de Montevideo. 


Vamos al punto E que tiene que ver con la instrumentación, vigilancia y 
evaluación de las medidas alternativas a la privación de libertad. Uno de los 
avances más significativos que ha traído la reforma en curso ha sido la 
intervención en el área de las medidas no privativas de libertad en 
correspondencia con las reglas de Tokio y la Convención de los Derechos del 
Niño. 

En nuestro país, el uso de las medidas privativas de libertad por sobre 
las medidas no privativas, es de larga data y de ello da cuenta el registro 
estadístico que viene ahora. 


Dentro de las medidas no privativas de libertad, se destaca el 
otorgamiento de la libertad asistida en el elenco general, con un promedio de 
553 otorgamientos. El programa a cargo del desarrollo de las medidas no 
privativas de libertad es el Promesem, Programa de Medidas Socioeducativas 
no privativas de libertad y Mediación. Ante la necesidad de crear un modelo 
único de medidas no privativas de libertad, tanto para las organizaciones en 
convenio con Inisa como las que desarrolla INAU, en el territorio nacional, en 
noviembre de 2015 presentamos una propuesta al sistema de justicia, jueces, 
fiscales y defensores y a las organizaciones en convenio. En tanto la iniciativa 
fue compartida con Unisef en el marco del memorándum de entendimiento que 
también integra la ONU, recibimos una propuesta de apoyo por parte de Unisef 
que se plasmó en la creación de una mesa de trabajo integrada por jueces, 
fiscales, defensores, Inisa, INAU y organizaciones de la sociedad civil, la que 
con el apoyo de una consultora externa culminó con un documento de reciente 
presentación y publicación que está a disposición. Acá tenemos algunos 
ejemplares que se pueden entregar a la mesa. El aspecto cualitativo de este 
avance es el haber podido llegar a un consenso para homogeneizar la 
estrategia de intervención en materia de medidas no privativas en todo el 
territorio nacional. 


Asimismo, el modelo ha sido incluido en el proyecto aprobado por 
Eurosocial 2018-2019 de la Cooperación, aportando un importante insumo de 
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capacitación para todos los actores involucrados. Ello se traduce en el objetivo 
de apoyar la implementación del modelo, facilitando un instrumento de 
coordinación que especifique roles, competencias, perfiles y responsabilidades, 
y gestar un plan de comunicación a la población sobre los beneficios de las 
medidas no privativas de libertad. 


La primera fase del proyecto ha posibilitado la visita a los sistemas de 
Italia, a la vez que la presencia en nuestro país de dos expertos de Italia y de 
España, como modelos de buena práctica que han venido a colaborar. 


El literal f) refiere a la instrumentación, vigilancia y evaluación de 
medidas curativas. 


Durante el año 2017 no se dispuso ninguna medida curativa. 


El artículo 106 del Código de la Niñez y de la Adolescencia dispone: 
"(Procedencia) A los adolescentes incapaces que hubieren cometido infracción 
a la ley penal, se les aplicarán, con las garantías del debido proceso fijado para 
los infractores, las medidas de carácter curativo, que se cumplirán en 
establecimientos adecuados y separados de los adultos mayores de dieciocho 
años. Corresponde a los directores de dichos establecimientos y a los técnicos 
que designe el Juez, determinar su tratamiento". 


El artículo 107, referente al control, establece que "Durante la 
internación, se aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a cargo de 
los Jueces Letrados de Adolescentes, establecidas en el artículo 100". 
Destacamos la baja incidencia estadística que se registra de estos casos. Por 
lo general es sobre el prestador de salud que recae la atención de los 
adolescentes comprendidos en esta franja, pudiendo disponerse en algunos 
casos una medida indeterminada. 


La instrumentación, vigilancia y evaluación de medidas de privación de 
libertad, que sería el último capítulo, se desarrolla en la órbita de la Dirección 
Nacional de Programas, bajo cuya dirección se encuentran las direcciones de 
los centros y casi todos los programas, que en el orden que quisimos darle, de 
acuerdo al artículo 4* de la ley, ya han sido desplegados y desarrollados. 


Vamos a repasar algunos de los puntos que nos parecen importantes. 
En la medida en que los programas que involucran a la Dirección Nacional de 
Programas ya han sido mencionados, vamos a pasar a algunas gráficas que 
muestran la tendencia del número de adolescentes atendidos en 2014, 2015, 
2016 y 2017. 


En el 2014 fueron 1.712 adolescentes; en 2015, 1.547; en 2016, 1.358, y 
en 2017, 1.282, mostrando una tendencia a la baja de los jóvenes involucrados 
en procesos de infracción. 


Tenemos otra gráfica que tiene que ver con los adolescentes atendidos 
por año y según el tipo de medida. Siempre sigue predominando -pero en baja 
en ambos- la medida no privativa. 


Tenemos otra gráfica con el número de adolescentes que ingresan a 
cumplimiento de la medida en Inisa por año. 
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A los efectos de visualizar que no existen problemas de hacinamiento, la 
tabla siguiente da cuenta del número de jóvenes por centro con relación al 
número de plazas. En todos los centros tenemos un superávit de plazas. 


Lo procedimientos administrativos y sus causas que se sustancian en la 
órbita del Departamento Jurídico también han disminuido, con un total de 
cincuenta y nueve investigaciones administraciones y veintitrés sumarios 
administrativos. 


En el cuarto año de gestión, como resultado de los procesos de 
reordenamiento del sistema y pautas claras de trabajo, acompañadas de los 
controles correspondientes, estos procedimientos justifican la baja que hemos 
mencionado respecto a años anteriores. 


En el marco del nuevo ordenamiento institucional se subrayó la 
necesidad de contar con personal calificado para el trato con adolescentes 
privados de libertad. El Inisa ha resuelto incorporar al Programa Proces a los 
funcionarios que no han terminado el ciclo básico -esto es bastante 
importante-, a los efectos de levantar el nivel y homogeneizar el perfil de los 
funcionarios para esta Institución. 


Por otra parte, se dispuso una línea de capacitación continua que a la 
fecha alcanzó a quinientos funcionarios de todas las áreas del sistema. La 
misma comprende el desarrollo de un curso de inducción para todos los 
funcionarios que ingresan por concurso. Los cursos brindados forman parte de 
un estudio de una futura currícula de formación, que con el apoyo de los 
organismos cooperantes podrá cumplir con el objetivo de creación de una 
academia especializada. 


En el marco de la organización de cargos y funciones que habilitarán 
una carrera en la Institución, se ha contado con la invalorable colaboración de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil. En la línea de elevar la calificación del 
personal se dispondrá de un nivel mínimo de bachillerato para el acceso a los 
cargos de dirección de los centros de permanencia del sistema. A ello deberá 
sumarse en el futuro instancias de nuevos programas de formación continua. 


A modo de síntesis, y a cuenta de la ampliación de información que se 
pudiera solicitar, quiero expresar que la Institución ha desarrollado una 
paciente y minuciosa labor en todas las áreas del sistema, que ha redundado 
en mejoras cualitativas y, por ende, en un nivel de estabilidad óptimo. Ello ha 
sido posible gracias a la participación de un número importante de funcionarios 
involucrados en el trabajo continuo en sendas comisiones. La apertura al 
diálogo del Directorio y nuestro interés por escuchar iniciativas, propuestas, 
opiniones, quejas y reclamos, han contribuido a encontrar soluciones y 
comprender el plan de gestión y las metas a corto, mediano y largo plazo. 


Las condiciones edilicias de algunos centros siguen siendo un obstáculo 
para nuevos avances. La perspectiva de inicio de construcción del nuevo 
campus educativo en el predio de la Colonia Berro requiere de un tiempo de 
espera que se aprovecha modificando las dinámicas de trabajo en los centros y 
fortaleciendo el cambio cultural que se procura implantar con la guía de 
principios de humanización, la atención de cuidar al que cuida, el 
involucramiento de las familias y una rigurosa articulación externa que permita 
mejores escenarios sociales. 
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Respecto al tema edilicio, tenemos una tabla que permite observar que 
estamos en una mejora continua de las instalaciones en general y en un 
proyecto que, dado el bajo número de adolescentes que hoy tenemos en el 
sistema, el total de jóvenes con cautelares es de 110; en Montevideo son 78 y 
en la Colonia Berro son 136. La atención total representa unos 323 
adolescentes privados de libertad. 


Con medidas no privativas de libertad tenemos un total de 112. 


El Directorio se encuentra a estudio de un proyecto que implica 
posiblemente en corto tiempo el cierre del Centro de Ingreso y la reubicación 
de los jóvenes dado el superávit de plazas y una readecuación general de los 
perfiles para cada centro. Hay algunas modificaciones que nos ha traído el 
Código de la Niñez y de la Adolescencia. Para resumirlas, tienen que ver con la 
creación de la Unidad de Control Domiciliario y con la medida que tiene que ver 
con la suspensión condicional del proceso. 


En tal sentido, voy a pedir le concedan la palabra al doctor Diego 
Camaño, quien integra una comisión al respecto. Después voy a hablar de una 
disminución del 100% en motines, 70% en fugas y 50% en lo que tiene que ver 
con disturbios internos. 


SEÑOR CAMAÑO (Diego).- Cabe mencionar que con el nuevo Código del 
Proceso Penal se incorporaron algunos institutos nuevos, como la suspensión 
condicional del proceso. Como todos sabemos, eso fue algo reciente. Desde 
Inisa lo que hicimos fue adecuar los dispositivos para estas nuevas realidades 
institucionales, ya que, obviamente, no los teníamos. Actualmente, tenemos a 
veintiún adolescentes con suspensión condicional del proceso y hemos 
implementado un seguimiento básicamente a través de Promesem. También 
creamos la unidad de arresto domiciliario, donde al día de hoy tenemos a 
dieciséis adolescentes. El arresto domiciliario ya estaba contemplado en el 
CNA, pero no con el alcance que tiene en el nuevo Código del Proceso Penal. 
Eso nos llevó a crear una unidad de arresto domiciliario y acompañamiento 
familiar, porque le hemos puesto también algunas otras competencias dentro 
del ámbito de la Dirección de Programas. 


Queremos señalar esto porque es parte de los nuevos dispositivos que 
estamos implementando en el Inisa, para lo cual, obviamente, tenemos 
recursos muy limitados. Y estamos haciendo experiencia al respecto, porque el 
nuevo Código es muy reciente. 


SEÑOR VIVIANO (Álvaro).- La diputada Gloria Rodríguez hizo una pregunta 
vinculada a la nueva edificación. Hay un proyecto que ya tiene su tiempo, que 
está financiado por el Presupuesto nacional, pero que ha pasado por distintas 
etapas donde notoriamente el Instituto ha tenido problemas. El terreno elegido 
inicialmente fue fruto de una medida de no innovar por parte del sistema judicial 
e implicó la relocalización de ese proyecto. Hoy se está terminando su diseño y 
será localizado en una parte de la Colonia Berro. Inicialmente está previsto 
para cien plazas, con lo cual, en principio, el organismo pretende mejorar en 
buena medida las más de ciento setenta plazas ocupadas que hoy tiene en la 
Colonia Berro, eliminando algunos edificios en mal estado ya desde hace 
mucho tiempo. 
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Se mencionó el impacto de las obras anteriores. Es verdad, Inisa hoy 
adolece -lo dijo la presidenta- de un problema que se arrastra desde hace 
mucho tiempo, vinculado al mal resultado de esas obras. El originalmente 
pensado en La Tablada nunca se usó. Respecto al Ciedd, este Directorio tomó 
la decisión de cerrarlo definitivamente, por las condiciones en las cuales está y 
por las múltiples objeciones por parte de los organismos auditores nacionales e 
internacionales en materia de derechos humanos. Belloni es el que en este 
momento está en mejores condiciones para ser reparado. El Directorio ha 
tomado la decisión de invertirle, vía Ministerio de Transporte, $ 10.000.000 en 
estos últimos tiempos. Todos estos procesos recientemente terminaron en un 
envío a la justicia por parte del Directorio de todo el expediente de los procesos 
de obras anteriores. 


Respecto a fondos para más obras, el Directorio tiene matices. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradecería al director Viviano que nos 
informara del relato que acaba de hacer respecto al estado de situación de las 
obras y los edificios. Si no me equivoco, muchos de esos edificios que hoy se 
encuentran en un estado no aceptable -por decirlo de una manera muy 
generosa- son edificios que en el Directorio pasado fueron arreglados o 
construidos a nuevo. ¿Esa situación es la que los ha llevado a que estén en el 
estado actual? ¿Son sus expedientes los que fueron remitidos a la justicia por 
las irregularidades en su construcción? Me gustaría que me aclarara esta duda. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- En reiteradas oportunidades la señora 
presidenta del Inisa ha manifestado la necesidad de cerrar la Colonia Berro, 
situación que en su momento generó preocupación de los funcionarios. Sin 
embargo, hoy se manifiesta que se ha decidido emplazar el nuevo proyecto allí. 
¿Cómo se concibe esta situación? 


SEÑORA POLICAR (Betty).- Es necesario contextualizar la situación para 
responder lo que planteó la señora legisladora. 


En el período anterior, fueron inauguradas las obras del Ciedd, ubicado 
en Bulevar y Cufré, como también las ubicadas en Belloni. Ambas obras 
rápidamente sufrieron un deterioro inexplicable luego de tan breve lapso de 
ocupación, lo cual, luego de investigaciones varias, derivó en denuncias 
penales sobre el tema. 


Por otra parte, se había votado un presupuesto para la construcción de 
ciento ochenta plazas que se iban a ubicar en la zona de La Tablada, pero 
sobre su predio y su casco recayó una orden judicial de no innovar durante 
este período. Por tal motivo, el proyecto de edificación de ciento ochenta plazas 
tuvo que ser detenido. Hubo que buscar nuevos terrenos para construir, lo cual 
no fue nada sencillo, no se logró ubicar terrenos propios para la construcción 
de este complejo para aplicar las medidas socioeducativas de privación de 
libertad y, finalmente, sí, se optó por usar la zona de la Colonia Berro, con una 
ubicación alejada de los centros actuales. El transcurso del tiempo y las 
cotizaciones diferentes entre lo que se tiene en el fideicomiso -porque el dinero 
está en un fideicomiso- y el costo de los metros cuadrados de construcción nos 
llevan hoy a plantear la construcción de cien plazas y no ciento ochenta. 


De todas maneras, en Belloni se están haciendo las refacciones 
necesarias, con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, para subsanar 
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los errores y dificultades edilicias que presentaba, y el centro Ciedd, hasta tanto 
no se pueda llegar a mejor resolución, de cierre definitivo y traslado a otros 
centros, se irá refaccionando para no perjudicar el cotidiano de los jóvenes. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradecería que nos remitieran, si no tienen 
ahora la información, a cuánto asciende el costo de las obras que han tenido 
esos problemas de construcción -como acaba de rotular la señora directora-, a 
cuánto asciende lo que han tenido que reinvertir para ponerlas en 
funcionamiento y a cuánto asciende todo lo vinculado a la puesta a punto de 
estas instalaciones. También quiero saber -porque entendí que alguna ni 
siquiera se podrá poner nuevamente en funcionamiento y se desactivará 
rápidamente- a cuánto asciende el monto total de lo destinado en esa materia. 
SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quisiera saber un dato general, pero muy 
importante. Yo creo que la presentación de los lineamientos programáticos fue 
muy completa y amerita estudio, pero nos queda una duda; quizás esto fue 
planteado en la presentación y pido disculpas si no pude percibirlo. 
Concretamente, ¿cuántos jóvenes o chicos han podido egresar del Instituto y 
reinsertarse con éxito en la sociedad, por lo menos desde el año 2015 a la 
fecha? Sabemos cuántos han estado en el Instituto, pero ¿cuántos han 
egresado y se han reinsertado con éxito en la sociedad”? 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Esa es una evaluación para la que 
todavía no tenemos una fórmula que nos permita dar, estadísticamente, esa 
respuesta. 


Si los señores legisladores observaron la presentación habrán apreciado 
que la comisión de delitos está centrada en la edad de 17 años, donde 
presenta un pico muy importante. Los jóvenes que transitan una medida 
socioeducativa privativa o no privativa de libertad van cumpliendo casi 
inmediatamente 18 años y, por lo tanto, no tenemos forma de hacer un 
seguimiento de la continuidad de su vida luego del egreso, más allá de esa 
edad, y tampoco nos corresponde. 


Lo que sí estuvimos detallando respecto al Programa de Inserción Social 
y Comunitaria es importante porque este programa se rehizo en cuanto a las 
estrategias de intervención para que esos jóvenes se vinculen y adhieran a 
programas educativos y de inserción laboral temprana. Eso es lo que sabemos 
con seguridad que ocurre, porque están insertos en esos convenios más allá 
de la culminación de la medida. No hay un seguimiento a largo plazo, aunque 
hay otro dato que puede ser importante y tiene que ver con que el número de 
ingresos de primarios es mayor al de reincidentes. Creo que por ahí hay otra 
pista, porque ha habido una disminución del ingreso de reincidentes. Pero 
reitero que la mayoría de los jóvenes van cumpliendo 18 años y al egresar no 
tenemos más contacto con ellos. No sé si esto contesta la pregunta concreta. 


SEÑORA POLICAR (Betty).- El señor legislador Penadés había preguntado 
cuál era el monto invertido. No tenemos las cifras en este momento, pero con 
mucho gusto las haremos llegar. 


Quisiera brindar un dato que creo que es importante, que también tiene 
que ver con lo planteado por la señora legisladora Gloria Rodríguez, y tiene 
que ver con la disminución de los jóvenes que ingresan al sistema de medidas 
privativas de libertad. Eso también ha llevado a reformular un poco las líneas 
de trabajo en cuanto a lo edilicio, la previsión de plazas y demás, pero tampoco 
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ha pasado tanto tiempo desde que empezó a disminuir la cantidad de ingresos 
como para hacer un diagnóstico acerca de lo que va a suceder en un plazo de 
tres años, por mencionar una cifra. Hoy por hoy han disminuido mucho los 
ingresos a la privación de libertad y eso nos hace tener que pensar en el 
número de plazas y de centros, ya que debemos adecuarnos a una realidad 
distinta a la de hace cinco años. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Quisiera referirme a una inquietud 
planteada por la diputada Gloria Rodríguez, que nos ha visitado en forma 
reiterada -lo que le agradecemos- y conoce muy bien cómo estamos 
trabajando. 


No es negativo decir que el nuevo campus educativo proyectado se va a 
realizar en un área de la Colonia Berro que tiene 220 hectáreas, porque ese es 
el resultado de un estudio topográfico realizado por la CND, que nos lo 
recomendó luego de la búsqueda de terrenos y de haber tenido que abortar el 
proyecto en el terreno anexo a La Tablada. No se trataba del terreno de La 
Tablada sino de un anexo, sobre el cual cayó una acción de amparo de 80 
hectáreas, una extensión bastante importante. Entonces, se produjo todo ese 
tránsito de espera y cambio que mencionó la colega directora. El cierre de la 
Colonia Berro se anunció porque estábamos hablando de edificaciones de 
1900, que fueron hechas para otro Uruguay, otro contexto social, económico y 
cultural, otro perfil de delincuencia juvenil y otro formato de trabajo de casas en 
las cuales habitaba un matrimonio que, a manera de familia, simbólicamente, 
cuidaba a los chicos "descarriados", como figura en los documentos de Berro 
de la época. Entonces, como hay que innovar permanentemente para trabajar 
en un tema tan complejo como el de la delincuencia, y particularmente en la 
franja de los más jóvenes y vulnerables de nuestra sociedad, que va de los 13 
a los 17 años, que son niños y adolescentes en pleno proceso de formación, 
tenemos que pensar en otro tipo de modelo, al cual apuntamos con el diseño 
de este campus educativo que está proyectado. Finalmente se hará en otro 
sector de esas 220 hectáreas de La Tablada, donde también hay mejor acceso 
de locomoción, y el que por algo fue recomendado por la CND. 


Pero hay que progresar -como decía- porque no vamos contra el predio 
sino contra lo han sido hasta ahora esas instalaciones, que evidentemente 
limitan la posibilidad de un despliegue personalizado, integral y completo, tal 
cual hoy tratamos de reflejar en lo que hemos expuesto. 


Pediría que se proyectara el video que hemos traído mientras continúo 
haciendo uso de la palabra, porque creo que va a dar una idea un poquito más 
amplia de este tema. 


(Se proyecta video) 


——Respecto a las instalaciones, activamente vamos tratando de mejorar la 
habitabilidad de los jóvenes y de dar condiciones de dignidad a esa privación 
de libertad, pero pierde un poco el sentido, dependiendo de la gestión que 
hagamos dentro del Inisa, si la habitación es para pasar 24 horas oO 
exclusivamente para dormir. Como hoy en día casi todos los jóvenes estudian y 
tienen actividades prácticamente todo el día -ya que están ocupados en las 
distintas áreas que les corresponde-, nosotros en el Centro Belloni, por ejemplo 
-que es una de las construcciones cuestionadas-, hemos instrumentado una 
dinámica y un trabajo por el que la habitación es para dormir. Con el apoyo del 
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Ministerio de Transporte y Obras Públicas estamos mejorando la 
impermeabilización y realizando mejoras edilicias internas, solucionando 
problemas de humedad, etcétera. Y así se va haciendo este trabajo con 
creatividad y mucho entusiasmo para logar mejoras continuas y permanentes. 


Han sido casi cuatro años en los que ha rendido el trabajo de todos los 
técnicos, profesionales y el personal de Inisa para dotar de contenido a esta 
privación de libertad, asegurar que las medidas socioeducativas sean tales y 
generar puentes con el afuera a través de convenios de que el momento de la 
salida -una situación de vulnerabilidad- se prepare con suficiente tiempo. 


Tenemos un número importante de convenios educativos y laborales 
externos; estamos trabajando con el Mides, el INJU y con el Programa Jóvenes 
en Red para sostener ese afuera, sobre todo con el Mides, que tiene 
programas en todo el territorio nacional y nos asegura el trabajo a fondo con la 
familia. Esa situación de vulnerabilidad, que tal vez en otros tiempos era más 
evidente, hoy se sostiene mejor. 


Creo que hemos mostrado que esta institución se ha recuperado en 
todas las áreas, que ha tenido un cambio cualitativo muy importante, y que 
sigue construyendo su institucionalidad desde el punto de vista administrativo 
con la separación del INAU, que se concretará a partir del 1? de enero de 2019. 
En todas las áreas hemos tenido avances sustantivos. 


Hay alguno detalles que se mencionaron y que arrastran situaciones del 
pasado que ya no tienen importancia porque las hemos superado y porque hoy 
estamos en lo que mostramos en las imágenes y en lo que leí rápidamente por 
razones de tiempo; confío en que los señores diputados tienen el documento y 
podrán releerlo. 


También ha sido muy importante el desarrollo de las medidas no 
privativas, que hoy tienen un modelo único. No es ninguna pavada haber 
logrado en un año homogeneizar una respuesta para brindar garantías al 
sistema de justicia para que esta se amplíe y sean la norma y no la excepción, 
tal como dictan la Convención y todas las normas. 


En el documento que se acaba de repartir mostramos un trabajo en 
profundidad de una cantidad de actores, es decir, de quienes están 
involucrados en que esas medidas prosperen y no solo en Inisa, porque esto 
también depende del sistema de justicia, -que hoy tiene un cambio de Código-, 
de las redes de contención que se han creado afuera, del trabajo de nuestro 
servicio y de las organizaciones en convenio. Estamos transitando una etapa 
de capacitación de ese mismo modelo para todos esos actores, lo que nos da 
la seguridad de que vamos a poder inclinar la balanza para que la medida no 
privativa sea la norma y no la excepción. 


Creo que hay que volver sobre algunos aspectos que fueron cruciales en 
determinado momento en el que Inisa estaba empezando a pedalear y a 
construir una nueva institucionalidad; tal vez en esas condiciones edilicias eso 
podía haber sido un peso y una mochila importantes para nosotros, pero las 
hemos superado, trascendido, y a pesar de eso estamos trabajando bien y 
saliendo adelante con todo lo que debemos hacer de acuerdo con la ley. 
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SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Vamos a solicitar una serie de información, 
pero no para que se conteste ahora sino para que se remita, tal como ha 
sucedido con el anterior pedido. 


Quisiéramos saber la cantidad de funcionarios que tiene el Inisa y 
cuántos hay en cada uno de los escalafones: personal profesional universitario, 
personal administrativo, personal especializado, personal de oficio, personal de 
servicios auxiliares y si omitimos algún escalafón, también solicitamos que se 
incluya. 


Es cierto que después de los dieciocho años de edad es imposible hacer 
un seguimiento de reinserción en la sociedad de los jóvenes infractores, pero 
nos gustaría saber si el Inisa realiza seguimientos en las personas de trece a 
diecisiete o dieciocho años de edad. Es decir, queremos saber si se tiene 
cuantificado cuántos de ellos, lamentablemente, han reincidido en delitos que 
han obligado a una nueva internación o a medidas cautelares. 


La tercera consulta tiene que ver con saber si el Inisa puede informar 
sobre la cantidad del público objetivo -es decir, los adolescentes que hoy están 
o no privados de libertad- tiene problemas con el consumo de drogas. En varias 
partes de la presentación que hemos visto aquí no hemos apreciado -tal vez lo 
omitimos- tratamientos vinculados directamente con ofrecer a esos muchachos 
la posibilidad de salir del consumo de las drogas, que tal vez sea una de las 
causas fundamentales que los lleva al delito, por lo menos es lo que uno 
presume que puede suceder. 


Por último, desearíamos información sobre el seguimiento que se realiza 
de los jóvenes. Si mal no entendimos, en la última parte de su intervención la 
presidenta habló de una oficina de seguimiento. Quisiéramos saber cómo se 
lleva adelante dicho seguimiento. 


Reitero que para facilitar la tarea de la Comisión no tenemos ningún 
inconveniente si esta información se desea enviar por escrito. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Nos llama la atención algunos valores 
porcentuales. En el video que se acaba de exhibir observamos las líneas 
programáticas que se están desarrollando y yo lo quiero contraponer con un 
artículo de prensa de hace pocos días, muy comentado, que refiere a que no 
hay esperanzas para todos, categorizando de irrecuperables a cierto porcentaje 
de chicos que hoy están bajo el cuidado del Inisa. 


Quisiera saber cuál es ese porcentaje de irrecuperables o de quienes no 
tienen esperanza. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela). Como dijo el señor diputado Penadés, hay 
algunas cifras que las vamos a remitir, sobre todo lo relativo al personal, que es 
bastante exhaustivo. 


Lo mismo para el estudio de reincidencia en curso de los adolescentes 
de trece a diecisiete años de edad. La única pista que tenemos es el descenso 
de esa reincidencia, de acuerdo con los números globales. 


En cuanto a la atención del consumo problemático de drogas, en la 
relatoría que leímos hicimos referencia a que fueron atendidos por la unidad de 
consumo problemático de drogas de la Dirección Nacional de Salud de Inisa un 
promedio de quinientos jóvenes durante el 2017. 
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Con relación a las estrategias de intervención en esa problemática... 
SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Permítame, señora presidenta. 


Yo escuché la cifra de quinientos jóvenes en tratamiento. ¿Eso nos hace 
concluir que del universo de jóvenes que atiende el Inisa solo quinientos tienen 
un problema de consumo con drogas o son solo quinientos los que se tratan o 
alguna vez fueron atendidos? ¿O se sospecha que puede ser un número 
mayor de jóvenes que tengan un consumo periódico de sustancias tóxicas? 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Aquí lo importante no es definir quiénes 
consumen sino quienes poseen la patología de la adicción. 


Podemos decir que la mayoría de los jóvenes que ingresaron al Inisa tal 
vez tuvieron algún tipo de consumo, pero no todos tienen la patología de la 
adicción. Nosotros apuntamos a trabajar con quienes tienen la patología 
porque es un trabajo a largo plazo. Estamos en contacto con la Junta Nacional 
de Drogas, con el Ministerio de Salud Pública y con algunos modelos que está 
aportando la cooperación para fortificar el servicio de atención de la patología 
de la adicción. También tenemos en trámite un convenio con alguna 
organización no gubernamental. Queremos poner foco en eso porque es un 
problema de salud pública, focalizado dentro de esta, la salud mental. Es 
importante atender este factor en forma primordial sobre cualquier otra 
situación o problema que traiga el joven, porque es un factor determinante a la 
hora de la comisión de delitos. En eso estamos. 


También se preguntó sobre la unidad nueva de control del arresto 
domiciliario. Esta es una unidad que se formó recientemente, hace un par de 
meses, y que está inscripta dentro de la reforma del Código, como ya explicó el 
doctor Camaño. A la fecha tenemos dieciséis jóvenes en control, que se 
cumple de acuerdo a lo que estipula el sistema de Justicia. En este caso son 
controles bisemanales que se hacen en forma sorpresiva y donde estamos 
tratando de generar -porque es algo nuevo- algunos protocolos de intervención 
de carácter preventivo, para que esto no quede solamente en un control sino 
que agregando el estudio de las familias y las circunstancias sociales del joven, 
podamos también generar redes de apoyo cuando la medida del control del 
arresto caiga. De esta forma, dejaríamos sostenido a ese joven y a su familia 
en redes de contención social, que a veces es lo que falta. Eso creo que agota 
el tema del control de arrestos domiciliarios, con los dieciséis casos que 
tenemos hasta la fecha. 


Por otra parte, se hablaba de las publicaciones de prensa, que siempre 
son acotadas y recortadas. En ese sentido, debemos mencionar que hay una 
realidad que tiene el Inisa, que es la del ingreso de jóvenes con cuadros 
psicopatológicos que requieren de intervención psiquiátrica, que son de 
carácter crónico y que van a requerir de la intervención por parte de los 
sistemas de salud, seguramente de por vida, como sucede con otros tantos de 
la población en general. 


Estos jóvenes, como ya mencioné, no pasan la mayor parte del tiempo 
en las instalaciones del Inisa, sino en las clínicas psiquiátricas. Cuando se 
estabilizan, vuelven al Inisa por períodos muy cortos y vuelven a hacer crisis 
como si estuvieran afuera y como las que venían haciendo afuera 
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continuamente. Ahí tenemos un problema de salud mental por el cual definimos 
que hay un pronóstico de carácter reservado para estos jóvenes. 


Por otro lado, se resaltó mucho lo de la irrecuperabilidad y, quizás, el 
término no fue el más acertado, pues hablamos de pronósticos. En este caso, 
hemos hablado de los psiquiátricos con pronósticos de carácter reservado. Hay 
algunos que traen vulnerabilidades de base muy importantes, que son con los 
que más hay que trabajar en el adentro y a su egreso. Para ello ya hablamos 
de los puentes creados, del Mides, del INJU, de todo lo que hemos establecido 
para que aquellos casos que son más vulnerables puedan ser seguidos y 
acompañados a largo plazo. Y será ese largo plazo que nos dé la resultancia 
del trabajo, que es lo que todos queremos: la baja de la reincidencia con una 
vida útil, además de que estén incorporados en la sociedad como el resto de la 
población. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quisiera saber cuántos jóvenes son en esa 
categoría, categorizados de esa manera. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- ¿Con pronóstico reservado y cuadro 
psiquiátrico? Ese dato lo voy a quedar debiendo y lo enviaremos con las demás 
informaciones. Pero puedo decir que a veces las camas de las clínicas 
psiquiátricas que tenemos reservadas al igual que el INAU, no nos alcanzan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien, señora presidenta; puede enviarnos la 
información que se le ha solicitado por escrito a esta Comisión que luego hará 
la distribución. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- La semana pasada visitamos a la señora 
presidenta del Inisa y al director Viviano, no por las últimas expresiones en la 
prensa sino por la situación que se vive en algunos centros del Inisa. Sabemos 
perfectamente que hay gurises que la están pasando muy, muy mal en este 
invierno. La propia presidenta nos manifestaba su preocupación, y están 
tratando de llevarla de la mejor manera posible con estos intensos fríos. 


Debido a algunas manifestaciones donde se habla que el sistema 
educativo abandonó y marginó a los jóvenes privados de libertad, mi pregunta 
es la siguiente: ¿en este presupuesto hay una planificación para planes de 
estudios? Si hay gurises que han sido abandonados por el sistema y están 
privados de libertad, no veo en el presupuesto nada referente a planes de 
estudio. 


Por otro lado, en cuanto a la baja de jóvenes privados de libertad en los 
últimos años, en diciembre hemos tenido una baja muy pronunciada de unos 
cuatrocientos cincuenta a trescientos veinte jóvenes. Quisiera saber a qué se 
debe, es decir, si hay un estudio o si tiene que ver con el nuevo Código del 
Proceso Penal. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Nosotros mostramos una gráfica en la 
cual la baja de los jóvenes sigue la tendencia que pudimos registrar desde el 
2014 de manera sostenida. Lo hemos mostrado a través de una de las placas. 
Entonces, responder así, con una sola respuesta a qué se debe, va a quedar 
escasa. Puedo establecer alguna presunción sobre esa posible disminución de 
los jóvenes que ingresan con privación de libertad. Esto puede ser como 
resultado de las políticas sociales de los últimos años que han llegado al núcleo 
de población con mejor asistencia. Eso determinó que la mejora del núcleo 
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familiar y su nivel educativo que hoy completa la Primaria, que también es un 
paso importante para el Uruguay, nos dé como resultado que menos jóvenes 
lleguen al sistema. 


Respecto a esta baja, quizás pueda ser por el resultado del trabajo que 
el Inisa hizo en estos años y que tuvo algún impacto en muchos de los jóvenes 
que les tocó transitar este período. Aquí hay otro motivo. De todos modos, creo 
que es escaso, que es un tema a profundizar, sobre todo si la tendencia se 
mantiene. El primer punto es el que yo subrayaría: el resultado de políticas de 
intervención familiar y social a cargo del Mides -sobre todo-, de Salud Pública y 
del área educación. Ese puede ser uno de los factores. 


La señora diputada me preguntaba con respecto a los programas de 
estudio. Tenemos al 100% de los jóvenes estudiando; tenemos convenio con 
Secundaria y Primaria y nuestra propia dirección de educación, que hace 
posible una cobertura del 100% y, como dijimos en la relatoría, todo lo que ha 
abonado esa necesidad de estudio, sobre todo el trabajo que se ha hecho en 
forma más profunda con las familias, ha logrado que los jóvenes tengan mayor 
adherencia, porque podrían resolver no ir a clases. Sin embargo, uno de los 
lugares a los que prefieren ir es al salón de clases, y a su horario de estudio, 
que es de medio día. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (Gloria).- Con relación a lo que dice la señora 
presidenta sobre la asistencia de los jóvenes al aula, al salón de clase, quisiera 
saber si realmente hay una evaluación de aprendizaje, porque ir al aula no 
significa aprender. El sistema ha abandonado a los chicos que están privados 
de libertad y nos debe preocupar que si está concurriendo el 100%, no avancen 
en sus aprendizajes. ¿Hay un relevamiento o un informe acerca del aprendizaje 
de los jóvenes? Eso es fundamental. 


SEÑORA FULCO (María Gabriela).- Tenemos las acreditaciones. Los jóvenes 
cursan las materias que tienen que cursar de Secundaria y las dan con 
profesores externos. Su acreditación cada vez que las salvan, las pierden o 
tienen que repetir está documentada, es parte de la documentación que 
tenemos. 


SEÑORA POLICAR (Betty).- Se puede mandar la información de las 
acreditaciones tanto de Primaria como de Secundaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la delegación del 
Inisa. 


La Comisión retomará el trabajo mañana a la hora 9. 
Se levanta la sesión. 
(Es la hora 18 y 35) 


